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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, el Ministro de Hacienda, señor Alberto Arenas de Mesa; la Ministra Secretaria General de la Presidencia, señora Ximena Rincón González, y el Ministro de Minería subrogante, señor Ignacio Moreno Fernández.                 

Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:21, en presencia de 16 señores Senadores.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

La señora ALLENDE (Presidenta).- Las actas de las sesiones 55ª, ordinaria, en 14 de octubre, y 56ª, ordinaria, en 15 de octubre, ambas del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:
Mensajes



Trece de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con los nueve primeros retira la urgencia y la hace presente nuevamente, calificándola de “suma”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que regula la exhibición y ejecución artística en los bienes nacionales de uso público (boletín Nº 8.335-24).



2.- Proyecto de ley que modifica el régimen de probidad aplicable al Consejo Nacional de Televisión (boletín Nº 9.398-04).



3.- Proyecto de ley que crea el Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género, y modifica normas legales que indica (boletín Nº 9.287-06).



4.- Proyecto que modifica la ley Nº 17.798, de Control de Armas, y el Código Procesal Penal (boletín Nº 6.201-02).



5.- Proyecto que establece ley interpretativa que adecua la legislación penal a los tratados internacionales en materia de derechos humanos (boletín Nº 6.422-07).



6.- Proyecto de ley respecto de comunicación de órdenes de apremio en juicios de alimentos (boletín Nº 7.765-07).



7.- Proyecto de ley que sustituye el sistema electoral binominal por uno de carácter proporcional inclusivo y fortalece la representatividad del Congreso Nacional (boletín Nº 9.326-07).



8.- Proyecto que modifica la ley Nº 19.718, que crea la Defensoría Penal Pública, con el objeto de crear cargos para la defensa penal especializada en adolescentes (boletín Nº 9.529-07).



9.- Proyecto de ley que establece excepción para la pesca artesanal con línea de mano de la especie jurel y modifica regulación para establecimiento de ampliación de régimen de áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos (boletín Nº 9.097-21).



Con los otros cuatro retira la urgencia y la hace presente nuevamente, en el carácter de “simple”, para el despacho de los asuntos que se enuncian a continuación: 



1.- Proyecto de ley que autoriza erigir un monumento a la ex Diputada señora Gladys Marín Millie (boletín Nº 7.523-24).



2.- Proyecto que declara la nulidad del decreto ley Nº 2.191, de 1978 (boletín Nº 4.162-07).



3.- Proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal con el fin de reforzar la protección de las víctimas, mejorar la función que desempeña el Ministerio Público y fortalecer la acción policial y la operatividad del sistema de justicia penal (boletín Nº 8.810-07).



4.- Proyecto de ley que tipifica el delito de incitación al odio racial y religioso (boletín Nº 7.130-07).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que requiere el acuerdo del Senado a fin de nombrar integrantes del Consejo para la Transparencia a los señores Marcelo Fernando Drago Aguirre y Jorge Andrés Jaraquemada Roblero (boletín Nº S 1.744-05), respecto de lo cual hace presente la urgencia en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia (S):


Responde solicitud de información, enviada en nombre del Honorable señor Horvath, relativa a la tramitación del proyecto de ley que aplica la Convención Internacional sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres, CITES (boletín Nº 6.829-01).



De la señora Ministra de Salud:


Contesta acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Honorables señores Bianchi, Horvath y Quinteros, que solicita la asignación de recursos en la Ley de Presupuestos del año 2015 para construir un hospital público en la comuna de Puerto Varas, Región de Los Lagos (boletín Nº S 1.668-12).



Del señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas:


Responde solicitud de antecedentes, formulada en nombre del Honorable señor Bianchi, respecto de las causas de las enfermedades profesionales del sargento segundo de la Fuerza Aérea de Chile señor José Quintullanca Álvarez y de la legalidad de su llamado a retiro, al tenor de lo establecido en el artículo 232 del Estatuto de las Fuerzas Armadas.



Del señor Subsecretario del Medio Ambiente (S):


Atiende solicitud de información, remitida en nombre del Honorable señor Navarro, sobre diversos aspectos relacionados con la importación de petcoke, la regulación de este insumo en termoeléctricas y actividades industriales, y su incidencia en la extracción de carbón por pirquineros.



Del señor Presidente del Consejo Directivo del Servicio Electoral:


Expone, en respuesta a solicitud de información enviada en nombre del Honorable señor De Urresti acerca de factibilidad de crear nuevas circunscripciones electorales en la Región de Los Ríos, que ella fue remitida al señor Director del Servicio Electoral por ser materia de su competencia.



Del señor Director General de la Policía de Investigaciones de Chile:


Atiende solicitud de información, cursada en nombre del Honorable señor De Urresti, en cuanto al estado en que se encuentra el proyecto “Construcción Cuartel PDI Panguipulli”, código BIP Nº 30097646-0.



Del señor Director de Presupuestos:


Da respuesta a solicitud de información, cursada en nombre del Honorable señor Prokurica, tocante a avances en los estudios tendientes a satisfacer las necesidades de los funcionarios públicos de la Región de Atacama.



Del señor Fiscal de la Corporación de Fomento de la Producción:


Responde consulta, formulada en nombre del Honorable señor Navarro, concerniente a instrumentos y programas para atraer inversiones y fomentar emprendimientos de las pequeñas y medianas empresas de la Región del Biobío, montos estimados de inversión en los años 2014 y 2015 e innovaciones en capacitación y reconversión.



Del señor Superintendente de Seguridad Social (T y P):


Atiende solicitud de información, hecha en nombre de la Honorable señora Von Baer, referente a la reconsideración de la incapacidad que afecta al señor Juan Fernando Muñoz Saavedra, RUT Nº 7.516.444-0.



De la señora Superintendente de Servicios Sanitarios:


Remite minuta en respuesta de solicitud de información relativa al estado del alcantarillado de viviendas de la población Manuel Montt, del sector Chacra Alicia y del sector población Los Lagos, todos de la localidad de Dichato, materia consultada a Essbío en nombre del Honorable señor Navarro.



Del señor Superintendente del Medio Ambiente (T y P):


Contesta solicitud de información, enviada en nombre del Honorable señor De Urresti, en materia de fiscalizaciones del proyecto de construcción de la central hidroeléctrica San Pedro de Colbún, en la comuna de Los Lagos, en cuanto a verificar eventuales incumplimientos de la normativa ambiental.



Del señor Director del Servicio de Vivienda y Urbanización del Biobío:


Responde solicitud de información, enviada en nombre del Honorable señor Navarro, tocante a proyectos de ese servicio para recuperar el mercado de Concepción, declarado monumento histórico por el Consejo de Monumentos Nacionales.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el oficio con el que Su Excelencia la Presidenta de la República requiere el acuerdo del Senado para nombrar integrantes del Consejo Nacional de Televisión a las señoras Marigen Ariadna Julia Hornkohl Venegas y Mabel Natali Iturrieta Bascuñán (boletín Nº S 1.718-05) (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Queda para la tabla de la sesión especial respectiva.



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Memorándum de Entendimiento entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Reino de Dinamarca, en materia de programa de vacaciones con permiso de trabajo (Working Holiday Programme)”, suscrito en Copenhague, Dinamarca, el 8 de diciembre de 2008 (boletín Nº 9.439-10) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Queda para tabla.

Certificado



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un aporte de capital extraordinario para la Corporación Nacional del Cobre de Chile y la autoriza para contraer endeudamiento (boletín Nº 9.530-08) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Por acuerdo de la Sala, queda para la tabla de esta sesión.

Mociones



De los Honorables señores Chahuán y Prokurica, con la que inician un proyecto que modifica la ley Nº 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, para excluir a las empresas de menor tamaño de la clase de los proveedores que dicho cuerpo legal establece (boletín Nº 9.660-03) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Pasa a la Comisión de Economía.



De los Honorables señores Espina, Allamand, Chahuán, García y Prokurica, con la que se da inicio a un proyecto que sustituye el texto de la ley Nº 18.314, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad, a fin de dar mayor protección a la ciudadanía y fortalecer la paz social (boletín Nº 9.669-07) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.

Declaración de inadmisibilidad



Moción del Honorable señor Letelier, con la que propone un proyecto de ley que hace extensivos a las personas contratadas a honorarios los derechos y obligaciones que establece el Estatuto Administrativo y el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto, números 2° y 4°, del artículo 65 de la Constitución Política de la República.
El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa el siguiente documento:

Oficio



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que informa que aprobó la proposición de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que crea el Administrador Provisional y Administrador de Cierre de Instituciones de Educación Superior y establece regulaciones en materia de administración provisional de sostenedores educacionales (boletín Nº 9.333-04) (Véase en los Anexos, documento 7).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Queda para tabla.



Terminada la Cuenta.


A continuación se darán a conocer los acuerdos de Comités.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión del día de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos:


1.- Que se traten como si fueran de Fácil Despacho, en la presente sesión ordinaria, las siguientes iniciativas, signadas con los números 5, 6 y 4 en el Orden del Día:



a) Proyecto de acuerdo que aprueba las “Enmiendas a las Cuantías de Limitación que figuran en el Protocolo de 1992, que enmienda el Convenio Internacional sobre Responsabilidad Civil Nacida de Daños Debidos a Contaminación por Hidrocarburos de 1969”, aprobadas el 18 de octubre de 2000 por Resolución Leg. 1 (82) del Comité Jurídico de la Organización Marítima Internacional (boletín Nº 9.165-10).



b) Proyecto aprobatorio del “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Moldova sobre Exención de Requisito de Visa para Titulares de Pasaportes Diplomáticos, Oficiales y de Servicio”, suscrito en Chisinau, República de Moldova, el 18 de julio de 2013 (boletín Nº 9.420-10).



c) Proyecto de ley que crea un registro voluntario de contratos agrícolas (boletín Nº 8.829-01).



2.- Colocar en el tercer lugar del Orden del Día de la presente sesión el proyecto de acuerdo signado con el número 2, esto es, el que aprueba el Reglamento de los Registros de Agenda Pública y de Lobbistas y Gestores de Intereses Particulares del Senado (boletín Nº S 1.742-09), y, en todo caso, votarlo en general en la sesión ordinaria de mañana, miércoles 22 de octubre.



3.- Citar a sesión especial para mañana, miércoles 22 de octubre, entre las 15:30 y las 16, para resolver sobre el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República que recaba el acuerdo del Senado para nombrar integrantes del Consejo Nacional de Televisión a las señoras Marigen Hornkohl y Mabel Iturrieta (boletín Nº S 1.718-05).



4.- Que se trate en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana, miércoles 22 de octubre, el proyecto que aumenta las plantas de personal de Carabineros de Chile; modifica la ley Nº 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y la ley Nº 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros (boletín Nº 9.336-25), siempre que se haya dado cuenta del respectivo informe de la Comisión de Hacienda.

)-----------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Saludo a los integrantes del Complejo Educacional Maipú, de la comuna de Maipú, que nos visitan.



Son muy bienvenidos.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)----------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Puede intervenir el Honorable señor Letelier sobre la Cuenta.

El señor LETELIER.- Señora Presidenta, he presentado un proyecto para hacer efectivo el contenido de la Ley Zamudio, sobre antidiscriminación, en el caso de los trabajadores que se encuentren en una relación laboral de subordinación y dependencia tanto en el Gobierno central como en los municipios -se trata de introducir una modificación en el Estatuto Administrativo y en el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales-, y se ha informado que se consideró inadmisible.



Pido que el texto sea revaluado por la Secretaría -como se redactó en forma adecuada, creo que la conclusión que se ha dado a conocer no corresponde- antes de que la Sala tome una decisión.

La señora ALLENDE (Presidenta).- La Mesa se ocupará en el asunto en un rato más.


Saludo al Ministro de Minería subrogante, señor Ignacio Moreno.



Muy bienvenido.

ORDEN DEL DÍA
ENMIENDAS A PROTOCOLO MODIFICATORIO DE CONVENIO SOBRE RESPONSABILIDAD CIVIL EN DAÑOS ANTE CONTAMINACIÓN POR HIDROCARBUROS
La señora ALLENDE (Presidenta).- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba las “Enmiendas a las Cuantías de Limitación que figuran en el Protocolo de 1992, que enmienda el Convenio Internacional sobre Responsabilidad Civil Nacida de Daños debidos a Contaminación por Hidrocarburos de 1969”, aprobadas por Resolución Leg. 1 (82) del Comité Jurídico de la Organización Marítima Internacional, el 18 de octubre de 2000, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.165-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:



En segundo trámite, sesión 82ª, en 23 de diciembre de 2013.



Informe de Comisión:



Relaciones Exteriores: sesión 52ª, en 7 de octubre de 2014.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal que se persigue es garantizar una indemnización suficiente a personas que sufran daños causados por la contaminación resultante de derrames o descargas de hidrocarburos procedentes de barcos petroleros.



La Comisión discutió el proyecto en general y en particular por ser de aquellos de artículo único y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Chahuán, García-Huidobro, Lagos, Letelier y Pizarro, en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En votación.



--(Durante la votación).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señora Presidenta, el texto es muy sencillo. Lo que hace es aumentar en un cincuenta por ciento los límites de la indemnización a las víctimas de la contaminación a que se ha hecho referencia. Ese es el sentido del convenio.



Invito a la Sala a pronunciarse a favor sin más trámite.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Puede intervenir el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señora Presidenta, como bien dijo el Presidente de la Comisión, el proyecto pretende garantizar una compensación suficiente a las personas que experimenten daños por el efecto de derrames o descargas de hidrocarburos en la situación descrita, para lo cual se contempla un incremento.



El Acuerdo enmienda el artículo 6 1) del Protocolo de 1992, relativo al Convenio de Responsabilidad Civil.



Se hace referencia a “unidades de cuenta”, y eso se refleja en dólares.



Me parece muy importante -el caso de Quintero justamente se registró hace pocos días- que exista un debido resarcimiento. Obviamente, ello es cancelado por los seguros que los petroleros están obligados a mantener.



La Unión Demócrata Independiente, por lo tanto, va a votar a favor.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señora Presidenta, Honorable Sala, la aprobación del proyecto sobre las enmiendas al Protocolo de 1992, relativo al Convenio Internacional sobre Responsabilidad Civil Nacida de Daños Debidos a Contaminación por Hidrocarburos, acogidas por la Resolución Leg. 1 (82), cobra especial relevancia ante el desastre ecológico ocurrido recientemente en la bahía de Quintero, con motivo del derrame de un inmenso volumen de crudo desde una nave que lo traspasaba hacia la refinería de petróleo en Concón y que afecta a todo el sector costero aledaño.



Costará varios años poder solucionar esta verdadera tragedia ambiental, que no solo ha impactado a la biodiversidad y la fauna marina, sino también a tantos pescadores artesanales que hacen de su esforzada actividad una fuente de ingresos para ellos y sus familias.



Con las reformas introducidas al Convenio, las cuales acabamos de aprobar en la Comisión de Relaciones Exteriores, las eventualidades de similar naturaleza serán drásticamente sancionadas en el futuro en lo que respecta a la responsabilidad objetiva que les cabe a los causantes de los daños -estos últimos se deberán indemnizar íntegramente-, que no prescribirá sino hasta tres años después de ocurrido el siniestro.



En consecuencia, la normativa contenida en el instrumento internacional en estudio es de suma importancia para castigar en su verdadera dimensión hechos tan graves, que perjudican tanto a la pesca artesanal como a la flora y fauna marinas, y alteran el ecosistema en forma muy significativa.



Lo establecido en estas disposiciones implica que los seguros con que deberán contar las naves que transporten combustibles a Chile tendrán que aumentar hasta en un cincuenta por ciento, por lo que las indemnizaciones también se incrementarán.



Dada la importancia que reviste el proyecto para nuestro país, de un extenso y rico litoral, debemos aprobarlo -ojalá en forma unánime- para mitigar eventualidades de tan perniciosas consecuencias como la ocurrida hace unos días en las costas de nuestra Región.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Puede intervenir la Honorable señora Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señora Presidenta, juzgo que el contenido del texto es un avance, pero insuficiente, ya que otros países contemplan un fideicomiso para poder enfrentar este tipo de situaciones. La Senadora que habla está trabajando en un proyecto de ley para concretar lo que plantea.



La verdad es que tres años es bastante poco plazo -sé que son rangos internacionales- para poder comprobar efectivamente un derrame de petróleo como el registrado en la bahía de Quintero o de otros hidrocarburos.



Comprendo que se sigue la línea de respetar convenios y que se da un paso adelante, sin duda, pero estimo que eso no basta. Generalmente, este tipo de casos no solo afecta la flora marina, sino también, como aquí se ha dicho, la pesca artesanal y la industrial; pero los efectos se acentúan mucho más en las zonas costeras, que dicen relación con comunas de servicios y de turismo, donde normalmente existen balnearios y se perjudica el sector del comercio.



Es preciso establecer, entonces, mayores sanciones, pero igualmente más compensaciones para aquellos grupos y personas que enfrentan esta clase de problemas. En realidad, no se trata de accidentes, como algunos pretenden, sino francamente de negligencias.



Con todo, obviamente voto a favor.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Por 27 votos a favor, se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo.


Votaron las señoras Allende, Goic, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.

)--------------------(

El señor PIZARRO.- Pido la palabra.
La señora ALLENDE (Presidenta).- La tiene, Su Señoría.

El señor PIZARRO.- Señora Presidenta, se ha dado cuenta del oficio relativo al informe de Comisión Mixta sobre el proyecto que crea el Administrador Provisional y Administrador de Cierre de Instituciones de Educación Superior y establece regulaciones en materia de administración provisional de sostenedores educacionales.



Como Comité, sugiero que ello se vote en esta sesión -ya fue aprobado por la Cámara de Diputados- para que la tramitación del proyecto quede terminada definitivamente. Además, dicha Corporación acogió el texto en los mismos términos en que lo despachó el Senado. Por lo tanto, aquí no debiera haber ni siquiera debate. En la Cámara Baja no se aprobó lo propuesto por nosotros solo porque, según entiendo, faltaron dos votos para los efectos de enterar el quórum.



Entonces, le rogaría, señora Presidenta, que se pudiera poner el informe de la Comisión Mixta al final de los proyectos que se tratarán como si fueran de Fácil Despacho y antes de iniciar la discusión de la iniciativa sobre capitalización de CODELCO.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Efectivamente, como dijo Su Señoría, en la Cámara de Diputados el proyecto no se aprobó por falta de quórum y la Comisión Mixta lo despachó en los mismos términos en que fue acogido por el Senado.



¿Habría acuerdo para tratar el informe de la Comisión Mixta recaído en la iniciativa que crea el Administrador Provisional después de los proyectos de Fácil Despacho, tal como se ha pedido?



--Así se acuerda.
)--------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Antes de continuar, quisiera saludar a los alumnos del American British School, de la Florida.



¡Bienvenidos al Senado!


--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
ACUERDO ENTRE CHILE Y MOLDOVA SOBRE EXENCIÓN DE REQUISITO DE VISA PARA TITULARES DE PASAPORTES DIPLOMÁTICOS, OFICIALES Y DE SERVICIO
La señora ALLENDE (Presidenta).- En seguida, corresponde tratar el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Moldova sobre Exención de Requisito de Visa para Titulares de Pasaportes Diplomáticos, Oficiales y de Servicio”, suscrito en Chisinau, República de Moldova, el 18 de julio de 2013, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.420-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto acuerdo:


En segundo trámite, sesión 49ª, en 24 de septiembre de 2014.



Informe de Comisión:



Relaciones Exteriores: sesión 55ª, en 14 de octubre de 2014.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, el objetivo principal del proyecto de acuerdo es eximir del requisito de visa a los nacionales de ambos Estados que posean pasaportes diplomáticos, oficiales y de servicio.



La Comisión de Relaciones Exteriores discutió en general y en particular el proyecto, por tratarse de aquellos de artículo único, aprobándolo en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Chahuán, García-Huidobro y Letelier.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo (25 votos favorables).



Votaron las señoras Allende, Goic, Lily Pérez y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, Espina, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros y Andrés Zaldívar.

CREACIÓN DE REGISTRO VOLUNTARIO DE CONTRATOS AGRÍCOLAS. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

La señora ALLENDE (Presidenta).- A continuación, también como si fuera de Fácil Despacho, corresponde tratar el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que crea un registro voluntario de contratos agrícolas.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8.829-01) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 59ª, en 2 de octubre de 2013.



Informes de Comisión:



Agricultura: sesión 71ª, en 20 de noviembre de 2013.



Agricultura (segundo): sesión 91ª, en 4 de marzo de 2014.



Agricultura (nuevo segundo): sesión 91ª, en 4 de marzo de 2014.



Hacienda: sesión 91ª, en 4 de marzo de 2014.



Mixta: sesión 57ª, en 21 de octubre de 2014.


Discusión:



Sesión 76ª, en 3 de diciembre de 2013 (se aprueba en general).


Sesión 6ª, en 8 de abril de 2014 (se aprueba en particular).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Cabe señalar que las divergencias suscitadas entre ambas Corporaciones derivan del rechazo por parte de la Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, de tres enmiendas efectuadas por el Senado, correspondientes a los artículos 3°, 4° y 16 (17 del texto despachado por el Senado).



a) La Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, aprobó un artículo 3° que incluye nueve literales que definen los conceptos que deben utilizarse para una correcta aplicación de la ley. Al efecto, define contrato agrícola, producto agrícola, productor agrícola, agroindustrial, intermediario, primera transacción, etcétera.



El Senado, en el segundo trámite constitucional, acogió dos modificaciones al citado artículo 3°, en particular a la letra b), sobre producto agrícola, y la letra g), que define el formulario.



b) La segunda diferencia obedece a que la Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, aprobó un artículo 4° cuyo inciso primero establece los requisitos para que las partes de un contrato agrícola se acojan a esta ley, mientras que su inciso segundo señala que, para los efectos de esta, la fecha del contrato será la de su registro.



El Senado, en el segundo trámite, sustituyó el artículo 4° por otro que elimina la referencia a la forma en que se suscribirá el formulario y suprime su inciso segundo, que determina que la fecha del contrato será la de su registro.



c) Por último, la tercera diferencia dice relación a que la Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, aprobó un artículo 16 (que pasó a ser 17) que regula la eventual responsabilidad solidaria  por los perjuicios causados al comprador.



El Senado, en el segundo trámite, sustituyó el texto de aquel precepto por otro que reemplaza la solidaridad por una indemnización legal de perjuicios.



La Comisión Mixta, como forma de resolver las divergencias entre ambas Cámaras, efectúa una proposición que consiste en lo siguiente:



-Aprobar el texto propuesto por la Cámara baja para la letra b) del artículo 3° y el literal g) del artículo 3° propuesto por el Senado, que introduce una modificación de mera concordancia.



-Acoger, en los mismos términos, el artículo 4° despachado por el Senado y efectuar enmiendas en los artículos 12 y 13 (13 y 14 del Senado), con el fin de armonizarlos y de entregar una mayor certeza en la comparecencia del contrato.



-Finalmente, sustituir el texto propuesto para el artículo 16 (17 del Senado).



La Comisión Mixta adoptó este acuerdo por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores García, Moreira, Quinteros y Patricio Walker y Diputados señoras Carvajal y Pascal y señores Barros y Chahin), respecto del artículo 3°; por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores García, Moreira y Patricio Walker y Diputados señoras Carvajal y Pascal y señores Chahin y Paulsen), en lo referente al artículo 4°, y también por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores García, Quinteros y Moreira y Diputados señora Pascal y señores Barros, Chahin y Paulsen), en lo que dice relación con los dos primeros incisos del artículo 17. Por último, el inciso final fue aprobado por la unanimidad de los presentes, conformada por los Senadores señores García, Moreira y Patricio Walker y los Diputados señoras Carvajal y Pascal y señor Chahin.



Por último, corresponde informar que la Cámara de Diputados, en sesión de 14 de octubre de 2014, aprobó la proposición de la Comisión Mixta.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios figuran, en la cuarta y quinta columnas, la proposición de la referida Comisión y el texto como quedaría de aprobarse el informe que ella sugiere, respectivamente.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En discusión el informe de la Comisión Mixta.

El señor LETELIER.- ¿Puede abrir la votación, señora Presidenta?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Si no hay inconveniente, se acogerá la petición del señor Senador.



Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señora Presidenta, este proyecto, que crea un registro voluntario de contratos agrícolas, ha sido objeto de un tratamiento bastante extenso tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado. Finalmente, hubo que convocar a una Comisión Mixta para dirimir siete diferencias que surgieron con la otra rama del Parlamento.



Todas ellas fueron resueltas por unanimidad. Tal vez la más importante es la que restablece la responsabilidad solidaria cuando uno de los contratantes no cumple el contrato original, esto es, cuando alguien tiene que venderle a una segunda persona y en lugar de ello le vende a un tercero, lo que, obviamente, le origina perjuicios económicos al comprador con quien se contrató originalmente.



Se discutió mucho si la responsabilidad solidaria era el instrumento más eficaz para disuadir a las personas para que, frente a cambios bruscos en los precios, se sintieran tentadas a dejar de cumplir un contrato y buscaran negociar con un tercero.



En el Senado establecimos otra modalidad: un sistema de multas, de tal manera que, si no se cumplía el contrato original, hubiera castigos en dinero. 



Los Diputados mantuvieron su opinión en cuanto a que la responsabilidad fuera solidaria, a fin de que la tercera persona que compre a sabiendas de que los mismos productos ya están contratados con otra se haga responsable de los perjuicios que le ocasione a quien aparezca en el primer contrato. 



Nosotros somos partidarios de aprobar y despachar este proyecto y, por tanto, de reponer finalmente la responsabilidad solidaria, porque aun cuando esta fue una materia en que hubo desacuerdo, también fue un punto de encuentro con los Diputados en la Comisión Mixta. 



De lo que se trata, en definitiva, es de que los contratos agrícolas tengan un mercado en el cual se puedan transar y de que los productores obtengan con anticipación los retornos o recursos que esperan de un contrato. Para eso, la bolsa de productos es una institucionalidad muy importante. Y además ellos hicieron presente muchas veces que les era más significativo transar contratos que tuvieran la cláusula de responsabilidad solidaria. 



Por eso, señora Presidenta, mi sugerencia a la Sala es que apruebe el informe de la Comisión Mixta, entendiendo que lo que vamos a permitir es que haya más transparencia en materia de contratos agrícolas, más seguridad, más certeza jurídica; que las transacciones que se realicen en instituciones como la bolsa de productos vayan acompañadas, por tanto, de menores tasas de interés, y que esta clase de contratos sea mucho más factible de transarse en una bolsa de productos. 



He dicho. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (24 votos a favor).


Votaron las señoras Allende, Goic y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar. 

)-----------(

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, en la sesión anterior quedó pendiente fijar plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Navarro, que prohíbe discriminación laboral frente a análisis genéticos, el cual ya fue aprobado en general por la Sala. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- No se fijó plazo en esa oportunidad porque no había quórum para ello. 



Se sugiere, para tal efecto, el lunes 10 de noviembre. 



¿Habría acuerdo?



Acordado. 

CREACIÓN DE ADMINISTRADORES PROVISIONAL Y DE CIERRE DE INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR Y ENMIENDA A ADMINISTRACIÓN PROVISIONAL REGULADA EN LEY N° 20.529. INFORME DE COMISIÓN MIXTA
La señora ALLENDE (Presidenta).- A petición del Comité Demócrata Cristiano, específicamente del Senador señor Pizarro, a continuación se tratará sobre tabla el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que crea el Administrador Provisional y el Administrador de Cierre de Instituciones de Educación Superior y establece regulaciones en materia de administración provisional de sostenedores educacionales.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.333-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 23ª, en 10 de junio de 2014.



Informes de Comisión:



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: sesión 29ª, en 8 de julio de 2014.



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología (segundo): sesión 50ª, en 30 de septiembre de 2014.



Hacienda: sesión 50ª, en 30 de septiembre de 2014.



Comisión Mixta: sesión 57ª, en 21 de octubre de 2014.



Discusión:



Sesión 30ª, en 9 de julio de 2014 (se aprueba en general); sesión 51ª, en 1 de octubre de 2014 (se aprueba en particular).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- La divergencia suscitada entre ambas ramas legislativas deriva del rechazo por parte de la Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, de la sustitución del artículo 8° del proyecto (9° en el texto del Senado).



En el primer trámite constitucional, la Cámara Baja aprobó como artículo 8° una disposición que establece la posibilidad de que se nombre un administrador provisional que cumpla con ciertos requisitos, sin que exista previamente un período de investigación preliminar, cuando se den algunas de las causales que se contemplan.



En el artículo 10, la Cámara de Diputados instituye la facultad, para los representantes legales o quienes ejerzan la dirección académica y administrativa de la institución de educación superior, de impugnar administrativamente dicha resolución ante el Consejo Nacional de Educación. 



Por su parte, el Senado, a raíz de una indicación presentada por Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplazó el referido artículo 8° por otro que, como artículo 9°, establece y regula el procedimiento de reclamación de la resolución que nombra al administrador provisional, entregando a la Corte de Apelaciones respectiva su conocimiento.



La Comisión Mixta, como forma de resolver la divergencia entre ambas Cámaras, efectúa una proposición que consiste en aprobar el artículo 9° del texto despachado por el Senado, fijando la competencia en la Corte de Apelaciones pertinente. 



La Comisión adoptó este acuerdo por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Allamand, Rossi, Quintana e Ignacio Walker, y Diputados señora Girardi y señores Bellolio, Edwards, Espinoza y Venegas.



Cabe hacer presente que el artículo 9° contenido en la propuesta del órgano bicameral es una norma que tiene carácter orgánico constitucional, por lo que la proposición requiere para su aprobación 22 votos favorables. 



Finalmente, corresponde informar que la Cámara de Diputados, en sesión del día de hoy, aprobó la proposición de la Comisión Mixta. 



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen en su poder figura la referida proposición y el texto como quedaría en caso de que ella sea aprobada.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En discusión el informe. 



Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señora Presidenta, deseo corroborar lo que acaba de expresar el señor Secretario y decir que en la Comisión Mixta la propuesta en debate fue aprobada por la unanimidad de todos los Senadores y Diputados, tanto de Gobierno como de Oposición. 



Se trata de un artículo que se había caído en la Cámara Baja solo por una cuestión de quórum. De tal manera que se volvió a analizar en la Comisión Mixta, donde fue aprobado en forma unánime. Además, la proposición ya fue ratificada en la otra rama del Parlamento.



Así que yo propongo proceder en iguales términos, sin discusión -porque la discusión general y particular ya la hicimos en su oportunidad-, acogiendo, con el quórum requerido, la propuesta que se nos plantea, que es la misma que hizo el Senado.



He dicho. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Entonces, si le parece a la Sala, abriré la votación.



Acordado.



En votación el informe de la Comisión Mixta.



--(Durante la votación).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Vamos a tocar los timbres, pues hay muchos Senadores trabajando en las Subcomisiones de Presupuestos.



Esperaremos algunos momentos.



Ahora sí, señor Secretario, consulte.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Falta el Senador Montes.



Repita, por favor. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (24 votos a favor).


Votaron las señoras Allende, Goic y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Hernán Larraín, Letelier, Montes, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Rossi, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.
APORTE DE CAPITAL EXTRAORDINARIO A CODELCO Y AUTORIZACIÓN PARA ENDEUDAMIENTO FISCAL

La señora ALLENDE (Presidenta).- Ahora pasamos al punto que figura en el primer lugar del Orden del Día, correspondiente al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un aporte de capital extraordinario para la Corporación Nacional del Cobre de Chile y la autoriza para contraer endeudamiento, con certificado de la Comisión de Hacienda.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.530-08) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 51ª, en 1 de octubre de 2014.



Informe de Comisión:



Hacienda: sesión 56ª, en 15 de octubre de 2014.



Hacienda (certificado): sesión 57ª, en 21 de octubre de 2014.



Discusión: 



Sesión 56ª, en 15 de octubre de 2014 (aprobado en general).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue discutida y aprobada en general en sesión de 15 de octubre.



La Comisión de Hacienda deja constancia, para efectos reglamentarios, de que los artículos 1° y 2° del proyecto no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que deben darse por aprobados, salvo que algún señor Senador, con el acuerdo unánime de los presentes, solicite su votación o discusión.



La Comisión de Hacienda efectuó enmiendas al inciso 1° del artículo 3° del proyecto de ley aprobado en general, las cuales fueron acordadas por unanimidad, por lo que deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o existieran indicaciones renovadas.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado en que se transcriben las modificaciones introducidas por la Comisión de Hacienda y el texto como quedaría de ser aprobadas.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Entonces, de acuerdo a lo señalado por el señor Secretario, procederemos a dar por aprobados los artículos 1° y 2°, que no fueron objeto de modificaciones ni de indicaciones.



--Se aprueban reglamentariamente.
El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, está la enmienda que la Comisión de Hacienda propone acordar por unanimidad, que debe ser votada sin debate, salvo que algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición efectuada por ese órgano técnico.

El señor LETELIER.- Abra la votación, señora Presidenta.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Si le parece a la Sala, se accederá a ello.



Acordado.



En votación la modificación unánime de la Comisión de Hacienda al inciso primero del artículo 3°.



--(Durante la votación).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señora Presidenta, deseo hacer una breve exposición en el debate en particular de este proyecto, que fue aprobado en general la semana pasada.



Esta iniciativa -recordemos- genera la mayor capitalización que se otorga a una empresa pública, en este caso CODELCO: 3.000 millones de dólares en directo y 1.000 millones a través de distintas formas de endeudamiento.



Nosotros, junto con el Senador García-Huidobro, presentamos nueve indicaciones a este proyecto, en las cuales la idea matriz era dejar más claramente establecido a qué fin se podrían destinar los 4.000 millones de dólares capitalizados por esta vía: no a cualquiera, sino a la aplicación de un Plan de Negocios y Desarrollo durante cuatro años. Debo decir que el objetivo de los recursos fue debidamente explicado en la Comisión de Hacienda por el Presidente de CODELCO; pero una cosa es explicar algo en una Comisión, y otra distinta qué dice la ley.



Y, como nadie tiene una varita mágica (no sé si la coalición de Gobierno se mantendrá en el poder luego de tres años o existirá un cambio  copernicano o una realidad distinta), me pareció importante que se establecieran criterios para fiscalizar que efectivamente los recursos aprobados se destinen a los objetivos del Plan que pondrá a disposición el Directorio de CODELCO, y la Comisión acordó dejar constancia de ello en su informe.


Finalmente, como este conjunto de indicaciones apuntaban a aquello: a dejar claro -insisto- que estos recursos no son para cualquier propósito, sino para financiar un Plan de Negocios y Desarrollo específico, que contiene siete proyectos estructurales precisos dirigidos a generar inversión, y como una forma de contar con una información adecuada, a la primera indicación le subsumimos la otra idea para que fuera aprobada en forma unánime.



La modificación que se propone tiene tres ideas centrales.



Primero, que toda la información deberá ser puesta por el Directorio de CODELCO a disposición de la Junta de Accionistas y de las Comisiones de Hacienda de la Cámara de Diputados y del Senado (el proyecto original hablaba solo de la Comisión de Hacienda de la Cámara Baja), lo cual me parece de todo sentido para buscar una buena fiscalización.



Segundo, respecto del Plan de Negocios y Desarrollo a que hace referencia el artículo 3°, se deja en claro que es por el período 2014-2018. Y Sus Señorías podrán darse cuenta de que hay una segunda innovación en esa materia.



Por último, al final del primer inciso se establece que el detalle de la entrega anual de la información del Plan tiene que ser “desagregado por cada uno de los proyectos estructurales y sus correspondientes inversiones”. Esto, que es bien importante y que a todos nos interesa, fue una sugerencia transversal dentro de la Comisión que apunta precisamente a hacer un seguimiento de que los recursos capitalizados por esta vía o por los que se autoriza al Estado para endeudarse se utilicen en estos proyectos estructurales específicos, y que las inversiones correspondan precisamente a eso, para evitar que algún Director pueda sentirse habilitado, en tres o cuatro años más, a destinar esos recursos a algo distinto, que no sean esos proyectos estructurales y sus inversiones.



Conforme a lo anterior, señora Presidenta, generamos una nueva indicación, que fue aprobada, y retiramos las otras. De esta manera, llegamos a un acuerdo unánime en la Comisión, y esperamos que sea ratificado por la Sala.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Deseo saludar al Ministro de Hacienda, señor Arenas, presente hoy en la Sala.



¡Bienvenido!



Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señora Presidenta, a raíz de la modificación que estamos votando, referida a las obligaciones legales de entrega de información que tendrá CODELCO con respecto a esta capitalización, quiero señalar que en el artículo 1° se autoriza al Ministro de Hacienda para efectuar aportes extraordinarios de capital por un monto de hasta 3 mil millones de dólares a la Corporación Nacional del Cobre de Chile.



Nosotros, junto con el Senador Coloma, habríamos querido que aquí se dijera que el destino de ese monto era apalancar una inversión de 23.500 millones de dólares, contenidos en el Plan de Negocios y Desarrollo sobre el cual se expuso en la Comisión de Hacienda.



Durante el debate habido en la Comisión se mencionaron diversas consideraciones, y finalmente concordamos en que en el artículo 3° se incorporaran mayores obligaciones de información, se hiciera expresa referencia al Plan de Negocios y Desarrollo 2014-2018 y se desagregara la información que se debe entregar al Congreso Nacional por cada uno de los proyectos estructurales y sus correspondientes inversiones.



En consecuencia, señora Presidenta, nosotros concurrimos con nuestros votos a la capitalización de CODELCO por estos 3 mil millones de dólares, entendiendo que estos recursos tienen por única finalidad contribuir al financiamiento del Plan de Negocios y Desarrollo de CODELCO 2014-2018. Ese es el objetivo de esta capitalización. ¡No otro!



Y pedimos que se consignara para la historia fidedigna de la ley que el destino de estos recursos no puede ser otro que el contemplado en el Plan de Negocios y Desarrollo de CODELCO para los años 2014 al 2018.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señora Presidenta, tal como lo manifestaron los Senadores Coloma y  García, pienso que es importante el agregado que se hace al artículo 3°.



Y, como no se menciona cuáles son los siete proyectos estructurales, quiero dejar constancia en la Versión Oficial de esta sesión de que se trata de los señalados entre las páginas 23 y 25 del informe.



Por lo tanto, respecto a eso habrá que informar.



Sin embargo, quiero hacer presente en la Sala que tengo una duda acerca del inciso final del artículo 3° del proyecto, que señala: “Con todo, la Corporación Nacional del Cobre deberá presentar a la opinión pública y a las Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía del Senado y de la Cámara de Diputados, un análisis detallado del cumplimiento de las metas”.



¿Dónde están las metas? En ninguna parte, a pesar de que se debe informar sobre su cumplimiento.



Aunque deben establecerse previamente, no se expresa en el texto quién las fija y cuándo lo hace. Porque la evaluación tiene que efectuarse sobre la base de las metas, a efectos de entregar recursos y el informe respectivo.



En tal sentido, veo una ambigüedad muy grande porque, al final, las metas pueden ser cualquier cosa. Lo lógico habría sido que en cada uno de los proyectos estructurales, que se hallan consignados en el informe, se señalara cuál era su meta.



Al revisar la información que entregó CODELCO, se aprecia que no aparece ninguna meta, sino un traspaso de recursos a proyectos estructurales sobre los cuales se debe ir informando a efectos de la inversión.



La normativa expresa que anualmente se tienen que cumplir metas establecidas en forma previa. Pero no se encuentran fijadas en ninguna parte.



Lo lógico sería informar a las Comisiones acerca de las metas anuales por cumplir y que la evaluación de fin de año se llevara a cabo sobre la base de ellas.



Reitero que al respecto existe una ambigüedad muy grande. Y para lo único que sirven las ambigüedades es para prestarse a distintas interpretaciones.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señora Presidenta, pareciera que el país y el propio Senado no se han dado cuenta de que este debe ser uno de los proyectos más importantes tramitados en el Parlamento.



Voy a votar a favor de esta modificación, porque me parece necesaria y conducente, ya que asegura de alguna manera que estos recursos se gasten en CODELCO y no en otros objetivos.



Se trata de un plan de largo plazo, en donde nos vamos a embarcar como país en una inversión de más de 23 mil millones de dólares para llevar a cabo en las minas subterráneas más grandes de todo el orbe proyectos de ingeniería que representarán tremendos desafíos y que no existen en otras partes del mundo.



Pareciera que no nos diéramos cuenta de eso.



Por tal razón voy a apoyar esta enmienda. Porque los recursos tienen como objetivo -lo plantearon los tres Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra- el financiamiento de los siete proyectos estructurales de CODELCO, en los que resulta indispensable invertir recursos para que Chile mantenga el nivel de ingresos que ha tenido durante toda la historia de la empresa.



En nuestro país se producen fenómenos telúricos y catástrofes que hacen cambiar los planes. Le ocurrió al Presidente Piñera, que tenía un programa de Gobierno, pero antes de asumir sucedió el terremoto del 27F y debió introducirle los cambios necesarios.



Todos conocemos la historia de CODELCO en el sentido de que siempre le sacan recursos que no son repuestos o que no se reinvierten en suficiente cantidad. Un ejemplo de ello es que la inversión promedio en las empresas mineras privadas a nivel mundial es superior al 50 por ciento de los excedentes. En cambio, si uno ve la historia de nuestra cuprífera estatal esa cifra no supera el 8 por ciento.



Estamos frente a un gran desafío. Y, por lo mismo, tenemos que asegurar que estos fondos se destinen a los cambios estructurales que requiere esta empresa tan importante para Chile.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señora Presidenta, el debate general ya lo hicimos en la Sala. 



Me parece que en la Comisión de Hacienda se dejó constancia, a través de las exposiciones en PowerPoint tanto del Ministro de Hacienda como del Director Ejecutivo de CODELCO y de los expertos que asistieron a las sesiones, de cuáles eran los siete proyectos por financiar.



Se afirmó que no hay metas.



La primera de ellas es que la empresa no llegue a un nivel de producción que la haga inviable. Es decir, si no se realiza esta inversión, la producción de CODELCO -así lo indican los gráficos que nos mostraron- caería a menos del 40 por ciento actual, lo cual haría inviable la existencia de la pieza maestra de la economía nacional.



Por consiguiente -así lo escuché-, todo el mundo llegó a la conclusión de que esta iniciativa, como muy bien manifestó el Senador Prokurica, reviste gran trascendencia. Yo la considero importantísima, sin perjuicio de que conste de tres artículos, porque nuestro objetivo es potenciar una actividad determinante en la economía de Chile.



¿Cómo hacerlo? A través de una capitalización de CODELCO como nunca se había hecho.



También apreciamos en los gráficos que la minería privada reinvierte todos los años en su área de producción cerca del 50 por ciento de sus utilidades, mientras que CODELCO ha reinvertido -es responsabilidad de todos- 8 por ciento en promedio. 



Lo anterior nos llevó a la situación que enfrentamos hoy.



Entonces, existen metas.



Invito al Senador Orpis a revisar la documentación, pues en ella están clarísimas: qué producirá cada uno de los siete proyectos; qué cantidad de toneladas se van a extraer; cómo se recuperarán; cuál será la relación precio costo; qué ley tendrá el mineral.



Y se llega a la conclusión de que resulta necesario invertir 4 mil millones de dólares: mil millones provenientes de las utilidades de CODELCO -en realidad, 800 millones más 200 millones que ya puso el Fisco- y 3 mil millones provenientes del Estado.



En cuanto a la última cifra se produjo una discusión respecto de por qué no efectuar el aporte a través de fondos soberanos, de ahorros del país. 



Pero el Ministro de Hacienda nos demostró que para capitalizar CODELCO era más conveniente, desde los puntos de vista fiscal y financiero, recurrir a un endeudamiento de bajo costo como el que ahora se puede obtener.



¿Qué significa invertir 4 mil millones de dólares? Que CODELCO, además de aumentar su producción anual a más de 2 millones de toneladas, de seguir siendo el más grande productor de cobre del mundo y de tener utilidades para que el Fisco siga disponiendo de ellas, evitará una crisis.



Adicionalmente, si utilizáramos recursos de los fondos soberanos, provocaríamos una complicación financiera, sobre todo en el balance estructural del presupuesto fiscal.



Entonces, se ha explicado por qué se recurre más bien al endeudamiento.



Ahora, sí le encontré alguna razón -aunque tengo plena confianza en todo lo dicho durante la discusión de este proyecto respecto de que los 4 mil millones de dólares se van a destinar a CODELCO para producir un apalancamiento de inversión de 23 mil millones en 4 años- al Senador Coloma cuando hizo ver que había que cambiar la referencia a “Plan de Negocios y Desarrollo 2014” por “Plan de Negocios y Desarrollo 2014-2018”.



Estuve de acuerdo, porque eso dura el Plan.



Por otro lado, ¿qué querían lograr los Senadores mediante una de las indicaciones que formularon? Que se entregara al Parlamento información trimestral de la labor de CODELCO, lo cual no corresponde.



El gobierno corporativo de la cuprífera estatal, por supuesto, debe entregar una cuenta anual a su junta de accionistas, que en el fondo es el propio Estado representado por la Presidenta de la República, quien a su vez mandata a los Ministros de Hacienda y de Minería para tales efectos.



¡El Parlamento no puede estar verificando cada tres meses si se llevan a cabo o no las inversiones o cómo se hacen!



Tiene que darse una cuenta que el Parlamento tiene que conocer. Pero ello no significa interferir en los planes de inversión del gobierno corporativo, sino más bien fiscalizar que el plan propuesto se cumpla.



Otra de las indicaciones que se aceptaron, por unanimidad, fue una relativa a que el Plan no solo se diera a conocer en la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados, sino también en la del Senado.


Además, se dispone que dicho informe se entregará una vez al año y desagregado por cada una de las distintas inversiones. Así, cuando vengan a darnos cuenta, dirán: “En el proyecto 1 está pasando tal cosa, hemos avanzado en la Carta Gantt respectiva de esta forma; en el proyecto 2, tal otra cosa; en el proyecto 3, esto otro”.



Ahora bien, la responsabilidad es del gobierno corporativo de CODELCO. Nosotros aquí solo podemos emitir un juicio político a propósito del grado de cumplimiento del referido plan.



Por eso la única indicación que se votó en la Comisión fue aprobada por unanimidad.



Me parece que el proyecto tiene un buen objetivo. Tal vez habría sido mejor -se mencionó en su oportunidad- cambiar una parte. Donde se señala…

La señora ALLENDE (Presidenta).- Concluyó su tiempo, señor Senador.



Le doy un minuto más para terminar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Gracias.



Decía que mejor que “Autorízase un aporte de 3 mil millones de dólares” sería la expresión “Deberá entregarse un aporte de 3 mil millones de dólares”.



Tengo plena confianza en que este Gobierno -y cualquiera otra Administración-, frente a las expectativas de CODELCO, efectuará el aporte de 3 mil millones de dólares para que se llegue a una inversión total de 24 mil millones en cuatro años. De este modo, dicha Corporación seguirá siendo la primera productora de cobre del mundo.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señora Presidenta, estoy de acuerdo con el proyecto.



Solo deseo plantear tres pequeñas observaciones, algunas de las cuales ya fueron expuestas acá.



En primer término, hemos legislado con urgencia, puesto que no podemos decirle que no a CODELCO, y tampoco queremos hacerlo. Estamos conscientes de su situación, cuya responsabilidad no solo es atribuible a ella, sino, principalmente, a los sucesivos Gobiernos que ha habido, los que no tuvieron una política y una estrategia de largo plazo para el financiamiento de la Corporación Nacional del Cobre.



En segundo lugar, efectivamente la iniciativa se ha aprobado muy en línea gruesa en lo referente a los proyectos estructurales. Esta materia quedará abierta.



Y la tercera consideración es algo singularmente complejo: muchos proyectos de alto impacto local, sin ser necesariamente estructurales, no quedaron claramente definidos. 



Por supuesto, voy a dar mi voto favorable a lo que se nos propone. 



Si bien tengo plena conciencia de lo que significa CODELCO para el país, pienso que sería prudente que el Senado, a través de las Comisiones de Minería y Energía y de Hacienda, siga la pista de ciertas definiciones que se hallan pendientes.



No olvidemos que el propio Presidente Ejecutivo de CODELCO ha señalado acá, en el Senado, especialmente en la Comisión de Minería y Energía, que los proyectos están en un proceso de nueva evaluación por parte de un tercero; de manera que serán más objetivos, probablemente, los resultados que se obtendrán en el curso de los primeros tres meses del próximo año.



Por lo tanto, estimo relevante efectuar el seguimiento referido como garantes de la fe pública. Se ha hecho un esfuerzo nacional -nadie lo pone en duda-, pero igual se requiere la seriedad del seguimiento parlamentario, además de las labores propias de CODELCO y del Supremo Gobierno.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señora Presidenta, señores Ministros, en primer lugar, valoro el trabajo realizado por la Comisión de Hacienda sobre este proyecto, que busca entregar un aporte extraordinario a CODELCO para que realice inversiones que son muy necesarias. En cuatro años se requerirán alrededor de 23 mil millones de dólares, siempre y cuando los siete proyectos contemplados sean factibles. Sin lugar a dudas, lo más probable es que no todos lo sean.



En tal caso, deberán priorizarse los que impliquen menores costos y más proyección, con el objetivo de recuperar la producción histórica de CODELCO.



Hoy tenemos una producción cercana a un millón 700 mil toneladas. Necesitamos bajar los costos lo más posible.



¿Cuál es el problema? Que el cobre ha tenido baja ley y los costos de producción han subido. Por lo tanto, el endeudamiento de CODELCO -es importante señalarlo- se ha incrementado. 



Según las cifras que nos entregaron el año 2013, aquel era de 10 mil 800 millones de dólares, prácticamente 11 mil millones. La cifra es bastante alta. Estamos en un límite complejo de deuda e intereses. Ahora, si comparamos este monto con el de 1999, que fue de mil 400 millones de dólares, se aprecia una enorme diferencia. 



Por consiguiente, cabe reconocer que dicha empresa está muy endeudada. En 2012 su endeudamiento era de 8 mil 800 millones de dólares. 



Aprobaremos la decisión de entregarle 3 mil millones a CODELCO -sumados a los mil que va a aportar la propia empresa-, con el fin de avanzar fuertemente en la inversión de los proyectos contemplados.



¿Qué pedimos? El máximo de transparencia e información.



El gobierno corporativo de CODELCO lleva en funciones casi cuatro años, y es interesante analizar cuál ha sido su comportamiento y qué ha ganado el país en transparencia durante ese período al despolitizar una empresa que antes era prácticamente un botín político de los Gobiernos de turno. Lo que importa es contar con los mejores profesionales y la mayor capacidad de gestión posible en la Corporación Nacional del Cobre.



Por tal motivo, sería interesante evaluar el trabajo del gobierno corporativo de CODELCO y plantear mejoras, tal como se conversó en la Comisión de Hacienda y en esta Sala la semana pasada. La idea es entregarle instrumentos legales a la empresa estatal para que pueda realizar una mejor gestión, en forma independiente, profesional, sin presión externa sobre temas que no sean la producción de cobre y el mayor aporte que debe entregar al país, para que el Estado lleve a cabo programas de apoyo en beneficio de la gente más necesitada.



Por ello, señora Presidenta, estimo que es importante esta iniciativa.



Finalmente, hago presente -no sé si quedó claro en las intervenciones anteriores- que el informe que CODELCO debe hacer llegar a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados, a mi juicio, también debiera remitirse a las Comisiones de Minería de ambas Cámaras, que son los órganos especializados en esta materia.



Voto a favor.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueba la enmienda unánime propuesta por la Comisión de Hacienda (29 votos a favor y una abstención), y queda aprobado el proyecto en particular y despachado en este trámite.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz y Von Baer y los señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.


Se abstuvo la señora Lily Pérez.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Girardi.



Tiene la palabra el señor Ministro de Hacienda.

El señor ARENAS (Ministro de Hacienda).- Muchas gracias, señora Presidenta.



Por su intermedio, saludo a todos los Senadores y las Senadoras.



Este proyecto, que busca capitalizar a CODELCO, se enmarca en nuestro plan de reforzamiento de la inversión, que anunció la Presidenta de la República el 1 de septiembre pasado, destinado a financiar un nuevo programa de inversiones para la referida Corporación.



Tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado he visto un apoyo transversal a esta iniciativa, que permite alternativas de financiamiento y de modernización para la principal empresa minera del país y -¡por qué no decirlo!- de cobre del mundo.



Con esta capitalización demostramos que es posible tener políticas de Estado que cuenten con el apoyo de los parlamentarios tanto de Gobierno como de Oposición, lo cual refleja un importante acuerdo transversal, que respalda en esta nueva etapa a nuestra empresa estatal, líder en el mercado cuprífero.



Por otra parte, fortalecer los proyectos estructurales de esta empresa es una muestra de confianza en el desarrollo productivo del sector minero del país. Esperamos que el plan de inversiones de CODELCO también estimule la llegada de nuevas inversiones al sector privado.



Agradecemos a la Sala del Senado y, muy especialmente, a la Comisión de Hacienda, por la celeridad en la tramitación de la iniciativa y por el apoyo y la confianza que han demostrado en el futuro de CODELCO y en su capacidad para continuar generando excedentes para el Estado de Chile, los que dependen, entre otras cosas, de la ejecución oportuna del Plan de Negocios y Desarrollo 2014-2018, por 23 mil 500 millones de dólares. 



Nosotros haremos el seguimiento a ese plan porque es vital para el desarrollo de la Corporación Nacional del Cobre.



CODELCO necesita ser competitivo, tanto en la gestión de sus activos como en la obtención de fondos para financiar sus proyectos. 



Esta capitalización complementa la política de endeudamiento que definió el Directorio de la empresa, que considera el uso de deuda mientras el rating crediticio de investment grade no sea puesto en riesgo.



Por eso es relevante el apoyo que hoy nos dio el Senado, porque esta capitalización financiará el plan de inversiones que permitirá mantener la competitividad y -¡por qué no decirlo!- la producción. 



¡Es muy importante mantener la producción de CODELCO en los futuros años!



El sector minero del país requiere seguir avanzando en su modernización y, como Gobierno, estamos reafirmando nuestro compromiso con el crecimiento de ese ámbito productivo.



Chile -tanto el mundo público como el privado, y también su clase política- precisa que sigamos creyendo que es posible recuperar nuestra actividad económica y que creceremos más como país en los próximos años.



Esta iniciativa ayudará a que Chile siga siendo un ejemplo de crecimiento y desarrollo minero.



Finalmente, señora Presidenta, agradezco una vez más al Senado la celeridad para despachar la iniciativa. 



Por nuestra parte, promulgaremos esta semana la ley, con el objeto de que se realicen los trámites administrativos a la brevedad; se obtenga la información de la empresa, y se avance en la capitalización de CODELCO. Aquello será una señal -no solo un mensaje- para nuestras empresas públicas, para la inversión pública y, también, para el sector minero: resulta muy relevante implementar esto lo antes posible.



Muchas gracias.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Les damos las gracias al Ministro de Hacienda y al Ministro de Minería subrogante.



El Senado ha dado su apoyo al proyecto, pues todos tenemos conciencia acerca de la trascendencia que significa dotar a CODELCO de este instrumento de capitalización.



Agradezco a todos por haber aprobado la iniciativa.

)----------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- En el siguiente punto de la tabla aparece una reforma constitucional importante, en la que se han refundido dos mociones. Me refiero al proyecto sobre protección de los derechos de los consumidores. 



Como la mayoría de los Senadores y las Senadoras se encuentran trabajando en las Subcomisiones de Presupuestos y dicha iniciativa requiere quórum especial de aprobación, recabo la autorización de la Sala para que veamos este asunto en el segundo lugar de la tabla de la sesión ordinaria de mañana, después de votar el proyecto que aumenta la dotación de Carabineros.



--Así se acuerda.

REGLAMENTO DE REGISTROS DE AGENDA PÚBLICA Y DE LOBBISTAS Y GESTORES DE INTERESES PARTICULARES DEL SENADO
La señora ALLENDE (Presidenta).- Corresponde tratar el proyecto de acuerdo que aprueba el Reglamento de los Registros de Agenda Pública y de Lobbistas y Gestores de Intereses Particulares del Senado, con informe de la Comisión de Ética y Transparencia.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.742-09) figuran en los Diarios de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 56ª, en 15 de octubre de 2014.



Informe de Comisión:


Ética y Transparencia: en sesión 56ª, en 15 de octubre de 2014.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es dar cumplimiento al mandato legal contenido en los artículos 10, inciso cuarto; 12, N° 4; 13, inciso final, y segundo transitorio de la ley N° 20.730, que regula el lobby y las gestiones que representen intereses particulares ante las autoridades y los funcionarios, en el sentido de que la Comisión de Ética y Transparencia proponga a la Sala tanto las normas que regulen los registros a que se refiere la aludida ley en lo concerniente al Senado como otras disposiciones administrativas que sean convenientes y necesarias en las materias que le conciernen específicamente.



Dicha Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores García, Guillier, Larraín, Montes y Zaldívar, propone la aprobación de la idea de legislar y sugiere que, atendida la cercanía de la fecha en que debe comenzar a regir el Reglamento aludido, así como las diversas actuaciones que deben efectuarse antes, se abra un plazo breve para la recepción de indicaciones.



El texto que se sugiere aprobar en general se transcribe en las páginas 24 a 38 del primer informe de la Comisión de Ética y Transparencia. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- En discusión general.



Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín. 

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, quiero informar sobre el proyecto que nos ocupa, que busca reglamentar el lobby en el Senado, iniciativa que se halla alineada con otra similar que se discute en la Cámara de Diputados, con el propósito de que en el Congreso exista la reglamentación adecuada para dar cumplimiento a nuestra obligación legal.



Como ustedes recordarán, la ley N° 20.730 estableció la regulación del lobby y de las gestiones que representan intereses particulares ante autoridades y funcionarios. Su finalidad es asegurar que las actuaciones de terceros que procuran influir en las decisiones de las autoridades de distinta índole sean transparentes, evitándose así las acciones indebidas y las influencias impropias.



Estoy hablando de gestiones de lobby, que son las que llevan a cabo representantes de actividades con carácter remunerado, y de gestiones particulares, que son las que realizan personas en representación de entidades gremiales o de asociaciones diversas que no persiguen fines de lucro.



La ley regula estas materias en un espacio bastante extenso y señala que el Ejecutivo debe dictar un reglamento aplicable a sus actuaciones y que, dentro de los 90 días posteriores, el Congreso ha de hacer lo propio. Por lo tanto, la entrada en vigencia de nuestro reglamento será el 29 de noviembre. Entonces se cumplen los 90 días de promulgado el reglamento de lobby del Gobierno. 



Lo que ha hecho la Comisión de Ética y Transparencia, bajo el marco legal y de las normas reglamentarias que fijó el Ejecutivo, es proponer el documento que ya está en conocimiento de Sus Señorías.



Quiero recordar que estamos implementando una Ley de Lobby en el contexto de los sistemas que existen sobre la materia, los cuales son muy poco reglamentados legalmente. No son muchos los países que cuentan con una ley para regular dicha actividad; son pocos. Y aquellos que la tienen normalmente siguen dos modelos: el americano, que pone el énfasis en la regulación al lobbista, y el europeo, que pone el énfasis en la regulación de la actividad misma de lobby. 


En el caso nuestro, el camino que siguió el legislador fue el europeo. Pero durante la discusión parlamentaria se incorporaron algunos elementos del otro sistema. Por eso, probablemente, lo propuesto se acerque a un formato mixto. Esto quiere decir que se registran las actividades de lobby y, producto de ello, se va generando un registro público de lobbistas, que va a permitir conocer quiénes son las personas que llevan adelante estas actividades.



Este es un proyecto de transparencia activa, porque encomienda a la autoridad la confección de registros públicos de audiencias, de viajes, de donativos y de lobbistas y gestores de intereses particulares. Además, se contemplan sanciones para quienes no cumplan con sus debidas atribuciones.



La ley entiende que las realidades en el sector público son diferentes. Por ello, hace responsable a cada órgano de definir su propio reglamento. Es lo que estamos haciendo aquí: adaptando la normativa legal a las complejidades propias del Parlamento. Esta le entrega a la Comisión de Ética y Transparencia la responsabilidad de asumir un rol conductor, impulsor y, luego, de control y supervisión.



En el Congreso trabajamos, primero, con la Comisión Bicameral creada para ese fin. Lo realizado en esta instancia fue gracias a la labor de las Secretarías de ambas Cámaras -en el caso nuestro, encabezada por el Prosecretario, don José Luis Alliende, y en el de la Cámara de Diputados, por el Prosecretario, don Luis Rojas-, y permitió la elaboración del documento base que daría origen a los reglamentos que se analizan en cada Corporación. 



Luego, dicho documento fue conocido por la Comisión de Ética y Transparencia del Senado, la cual, una vez hechas las correcciones pertinentes, aprobó el reglamento que ahora se somete a la consideración de la Sala.



Necesitamos que se apruebe la idea de legislar para pasar al debate en particular, oportunidad en la que las Senadoras y los Senadores podrán formular las indicaciones que estimen pertinentes. Ese va a ser el camino de la discusión. No hemos podido hacerlo de otra manera, como se procede usualmente con otras iniciativas. Hemos querido desarrollar un proceso que permita la interacción entre los parlamentarios con el fin de aclarar muchas inquietudes y dudas que tienen los integrantes de nuestra Corporación sobre el particular.



Sabemos que este es un tema complejo que nos va a llenar de trabajos adicionales. Pero, en el ánimo de darle mayor transparencia a nuestra función, mayor credibilidad a la autenticidad y honestidad de nuestras decisiones, creemos importante avanzar en esta determinación.


El texto que sometemos a la consideración de la Sala fue puesto en conocimiento de la ciudadanía en nuestra página web, mediante el sistema de participación denominado “Senador virtual”. Este proceso, además, fue acompañado de una promoción mediante la Televisión del Senado



Tuvimos una interesante participación de 379 personas con respecto a las preguntas que formulamos (se consignan en el informe), la cual fue muy superior a la que registró el Ejecutivo cuando hizo lo propio o a la de la Cámara de Diputados.



Hubo, pues, mucho interés por responder. Y los antecedentes recogidos nos permitieron resolver algunas materias de forma distinta.



En concreto, señora Presidenta -y trataré de explicar brevemente el contenido del articulado-, el reglamento que nos ocupa tiene por objeto regular el Registro de Agenda Pública y el Registro de Lobbistas y de Gestores de Intereses Particulares del Senado; y, además, establece disposiciones destinadas a dar aplicación a la ley N° 20.730.



Asimismo, le entrega a la Comisión de Ética y Transparencia del Senado la tuición de ese proceso, a través de las normas que se señalan en el artículo 2°.



Dichos registros, obviamente, son públicos, y deben ser debidamente informatizados y actualizados.



Una de las razones por las cuales tenemos cierta urgencia es la de que el día en que entre a regir el referido reglamento, el 29 de noviembre del año en curso, han de estar listos en términos informáticos los registros que aquí se plantean. Es decir, junto con comenzar su vigencia, deben estar disponibles los formularios y el respaldo técnico, para empezar a darles publicidad a las gestiones que se vayan realizando. Y eso requiere determinado tiempo.



El artículo 4° establece algunas definiciones básicas que se utilizan en el texto del reglamento propuesto. Y luego se entra a lo esencial: la regulación de los registros.



Existen -como señalé- dos registros centrales: el de Agenda Pública y el de Lobbistas y de Gestores de Intereses Particulares.



El primero de ellos consta, a su vez, de tres registros: de Audiencias y Reuniones; de Viajes, y de Donativos.



¿Quiénes están obligados a llevar el Registro de Agenda Pública? Los denominados “sujetos pasivos”, que somos nosotros, fundamentalmente: Senadores y Senadoras.



Pero, adicionalmente, se incorporan personas claves en el funcionamiento de nuestra Corporación: el Secretario General, el Prosecretario y Tesorero y los integrantes de las comisiones evaluadoras de las licitaciones a que convoque la Cámara Alta.



En seguida, hay una serie de personas que deberán ser individualizadas en cada caso. Por ejemplo, los asesores legislativos que indiquen cada Senador y Comité Parlamentario dentro del mes de mayo de cada año. Y ello fue parte de la discusión que hubo en la Comisión Bicameral. Al respecto, se optó porque la Comisión de Ética y Transparencia determine qué asesores, dentro del equipo de trabajo del Senador o del Comité Parlamentario, deben ser considerados también sujetos pasivos y, por lo tanto, tienen que cumplir la obligación de llevar los registros establecidos en la ley N° 20.730.



Lo mismo sucede con los funcionarios del Senado. Se debatió mucho si debería incorporarse a los Secretarios de Comisiones, por ejemplo. Y se adoptó la misma fórmula: los funcionarios de la Cámara Alta que la Comisión de Ética y Transparencia determine, en el mes de mayo de cada año, que, por razones de transparencia, deben someterse al cumplimiento de esta normativa.



Está finalmente el caso de las personas que, a juicio de la Comisión de Ética y Transparencia, a solicitud de un tercero, deben ser incluidas dentro de la lista de sujetos pasivos.



A continuación se indica qué actividades no deben regularse. 



Es parte importante de la discusión. Por tanto, pido mucha atención.



Siempre se nos consulta si ha de declararse la reunión que el Senador realiza en terreno y durante la cual alguien se acerca a hacerle una solicitud. 



¿Se debe considerar gestión particular o ejercicio de lobby que tendría que declararse?



El artículo 6° establece qué actividades no deberían regularse.



En el ejemplo que acabo de mencionar, dicha reunión no ha de incorporarse en el Registro de Agenda Pública. Por tanto, no hay que rendir cuenta de ella. 



“Los planteamientos o las peticiones” -dice la letra a) del artículo 6°- “realizados con ocasión de una reunión, actividad o asamblea de carácter público y aquellos que tengan estricta relación con el trabajo en terreno propio de las tareas de representación realizadas por un Senador en el ejercicio de sus funciones.”.



¿Cuál fue nuestro criterio al proponer este reglamento? Que sea lo más amplio posible.



No tenemos mucha experiencia para saber hasta dónde llegar o cómo hacerlo. Tampoco queremos incluir dentro de las tareas de los Senadores y de las Senadoras un trabajo informativo burocrático, que impida el ejercicio normal de nuestras actividades. Pero también debemos cumplir con la ley. 



Buscamos el mayor equilibrio, por cierto en el ánimo de ir perfeccionando la normativa según la experiencia práctica que vayamos recogiendo.



Aquí hay una serie de otras actividades no reguladas y que, por lo tanto, no deben informarse conforme lo establecen las disposiciones del reglamento propuesto.



Tampoco se han de incorporar en el Registro las audiencias, las reuniones y los viajes cuya publicidad comprometa el interés general de la nación o la seguridad nacional, bajo los criterios que señala la norma correspondiente.



El Registro de Agenda Pública, en lo fundamental -ya lo mencioné-, contiene tres registros: de Audiencias y Reuniones; de Donativos, y de Viajes.



¿Cuándo debe incorporarse alguna información en el Registro de Audiencias y Reuniones? Cuando seamos objeto de una solicitud o de un requerimiento en algún sentido para influir sobre las decisiones propias de nuestro trabajo, tales como la dictación o la modificación de una ley; la intromisión en actos administrativos; la aprobación, enmienda, derogación o rechazo de acuerdos, declaraciones o decisiones del Congreso Nacional, de alguna de sus Cámaras, de sus comisiones y demás órganos en los que se tenga injerencia, en fin. Es decir, todo aquello que forma parte del ejercicio directo de nuestras funciones.



También se planteó en su minuto la necesidad de que cada parlamentario dé a conocer su agenda personal de reuniones. Ello quedó considerado en carácter de voluntario: si uno quiere publicita todas sus reuniones; de lo contrario, no lo hace.


Ahora, ¿cómo se formaliza el proceso de solicitud de audiencia o reunión?


A partir del artículo 11 se señalan las formalidades que deben cumplirse para incorporar esa información dentro del registro.


Se propone la presentación de una solicitud, la que contendrá ciertos datos, para que sobre esa base tengamos claridad con respecto a qué se debe hacer; y luego se llena un informe, el que debe incorporarse al registro correspondiente.



De otro lado, no toda solicitud de reunión tiene que aceptarse necesariamente. El Senador o la Senadora puede acogerla o no.


Solo se establece la igualdad de trato. Por ejemplo, si se está discutiendo una materia que afecta a la pesca y se le da audiencia a determinado grupo de pescadores artesanales, no puede excluirse de ella a otras agrupaciones que también la solicitan. Uno puede decirles que no a todos los pescadores. Pero si les dice que sí a algunos, la igualdad de trato obliga a recibir a todos los que formulen la petición.


Una vez celebrada la reunión, esa información, conforme lo establece el artículo 14, se envía al registro central, que a su vez se comunicará con el que lleva el Consejo para la Transparencia, para darle la publicidad que requiere.



En el caso del Registro de Viajes, se trata de la información de viajes que deben tener dos características: que se realicen en el ejercicio de las funciones (por lo tanto, no se registran viajes particulares de cualquier naturaleza) y que no sean financiados con cargo a las asignaciones parlamentarias existentes. Es decir, cuando uno viaja con cargo a estas asignaciones, no se debe registrar, porque se entiende que se trata del trabajo normal; pero cuando se utiliza otro financiamiento, público o privado, dentro del ejercicio de las funciones, debe informarse.
El señor PÉREZ VARELA.- Público o privado.
El señor LARRAÍN.- Si los viajes se llevan a cabo en el ejercicio de las funciones, se deben informar solo si no son financiados con recursos provenientes de las asignaciones parlamentarias.



Respecto al Registro de Donativos, existe la obligación de hacer mención de los que se reciben bajo ciertas reglas.


Desde luego, todos los provenientes de un lobbista o de un gestor de intereses particulares. Pero no se registran los donativos cuyo valor no exceda de una unidad tributaria mensual. Ello, para tener un criterio sobre qué se estima donativo susceptible de información.



Los expuestos son -reitero- los registros de que consta el Registro de Agenda Publica: de Audiencias y Reuniones; de Viajes, y de Donativos.



El otro registro que se regula mediante este reglamento es el de Lobbistas y de Gestores de Intereses Particulares.



Aquí hay básicamente dos mecanismos de registro.



Uno es voluntario: cualquier persona que quiera hacer lobby va y se inscribe en él.



El otro se forma a partir de las reuniones que nos solicitan a cada uno de nosotros. Cuando, por ejemplo, damos cuenta de que tal grupo, o tal oficina de abogados, o tal gremio, en fin, nos pide una audiencia para tratar materias que pueden influir en la decisión que debemos adoptar con respecto a determinado proyecto de ley, ello queda incorporado en nuestro registro y esas personas pasan a integrar el Registro de Lobbistas y de Gestores de Intereses Particulares. Es, pues, una integración automática.



Finalmente, el reglamento que nos ocupa, conforme lo señala la ley, establece sanciones en el caso de incumplimiento de las normas mencionadas.



El artículo 22 dispone en su inciso primero que “A los sujetos pasivos que no informen o no incorporen los datos requeridos para el Registro de agenda pública dentro del plazo establecido, se les aplicará una multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales.”.



La omisión inexcusable se sanciona con multa de veinte a cincuenta UTM.



Quien conoce y resuelve en única instancia estas materias es la Comisión de Ética y Transparencia.



Una vez ejecutoriadas sus resoluciones, se dará debida publicidad a las sanciones aplicadas.



Señor Presidente, ese es el reglamento que proponemos. Por cierto, entendemos que hay muchas materias sujetas a debate, porque -como señalé- no tenemos antecedentes e historia sobre el particular. Pero se trata de un texto que planteamos como base para una discusión que, luego de que aprobemos en general el proyecto de acuerdo, nos permita, sobre la base de las indicaciones que se formulen, primero, construir un texto adecuado y consensuado con la Cámara de Diputados, y segundo, cumplir dentro de plazo con nuestras obligaciones.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Quiero expresar mi reconocimiento al trabajo hecho por la Comisión de Ética y Transparencia. 



Les recuerdo a Sus Señorías que este proyecto de acuerdo, que estamos discutiendo en general, se votará en la sesión ordinaria de mañana.



Tiene la palabra el Honorable señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señora Presidenta, el Senador Larraín nos explicitó muy bien lo que dice el reglamento propuesto. Nos habló de los registros, de los viajes, de las audiencias, de los presentes.



Yo no voy a ahondar en lo que señala su texto. Solo quiero hacer un par de reflexiones a raíz de lo que se establece. Porque, a mi juicio, la imagen que tenemos frente a la opinión pública amerita que aprovechemos la oportunidad para ser más rigurosos en lo que respecta al reglamento de la Ley del Lobby.



Desde que el Presidente Frei constituyó la Comisión Nacional de Ética Pública, en 1994, se han sucedido las iniciativas destinadas a consagrar en nuestro ordenamiento jurídico los principios de probidad, transparencia, control y rendición de cuentas.



En sus comienzos, ello se encontraba inscrito fundamentalmente dentro del marco de un proceso de modernización del Estado (así se le llamó en aquel entonces). Pero a estas alturas del siglo XXI, en el actual escenario político, su fundamento arranca más bien de la necesidad de recuperar la confianza de la ciudadanía en las instituciones y profundizar la democracia.



Es decir, de ser un requerimiento técnico, pasó a constituir un factor político de primera importancia.



En efecto, la nueva realidad construida a partir del surgimiento del movimiento social del año 2011; la exigencia de mayor participación de la población, que, paradójicamente, se produce en forma simultánea con la disminución de la participación en las elecciones; el alarmante nivel de desconfianza en las instituciones, y muy especialmente en el Congreso Nacional; la revalorización de lo público para garantizar la igualdad en el acceso a derechos fundamentales, y el crecimiento de las redes sociales y sus efectos en la construcción de la opinión pública han dado otra connotación a las nuevas obligaciones que se imponen a los servidores públicos, incluidos los Senadores, y obligan a considerar tales fenómenos debidamente ahora, cuando discutimos la aplicación concreta de la Ley del Lobby en nuestra Corporación, aunque seguramente no se percibían con la misma fuerza al momento de comenzar la discusión del primer proyecto que se presentó sobre el particular, en el año 2008.



En ese contexto, antes de preguntarnos por la forma como se implementará la ley, conviene atender a los objetivos últimos de esta normativa, y especialmente, a las expectativas que existen hoy en la ciudadanía respecto de su aplicación.



Desde mi modesto punto de vista, así como la ciudadanía exige igualdad en el acceso a la educación, a la salud y a la previsión social, también pretende que exista igualdad en el acceso de los diferentes sectores, incluido el ciudadano de a pie, a la toma de decisiones de la autoridad, cualquiera que sea la materia que le ataña.



No se trata solo de mantener un registro formal de audiencias, regalos y viajes. La gente exige que haya igualdad e independencia reales.


Las personas quieren saber quiénes fueron escuchados; qué dijeron; si se atendió a todas las partes, y si existió simetría en el acceso. Me temo que para eso no basta con las obligaciones impuestas a los sujetos pasivos: hay que ir más allá.



Así, en materia de reuniones, hay que considerarlas todas y no solo las solicitadas con anticipación.



Existe un artículo que promueve la igualdad de trato en las reuniones que se concierten y regula las situaciones que no la afectan; por ejemplo, atender en una sola reunión a varias organizaciones que tienen una misma posición o delegar en otra persona la atención de la audiencia.


Pienso que podrían imponerse obligaciones más exigentes, para asegurar la igualdad de trato y evitar que esta sea solo una declaración teórica.



De otro lado, más que poner un monto mínimo a los presentes o regalos para su registro, estimo que debe disponerse un monto máximo. Hoy no existe un tope para los parlamentarios. Podemos determinar esa obligación en el reglamento, haciendo las diferencias que correspondan respecto a las donaciones con fines electorales.



Los viajes financiados por empresas o intereses determinados, en mi concepto, simplemente deben prohibirse.



Ocurre lo mismo que con los aportes reservados en la política: si hasta hace poco eran aceptados como mecanismo legítimo, hoy se perciben como un factor que distorsiona la transparencia en las decisiones.



La confianza de la ciudadanía solo la recuperaremos cuando esta pueda contar con una verdadera trazabilidad de las decisiones. Es decir, que se cuente con información pública acerca de las personas que fueron escuchadas, la manera en que votamos y cómo se financian las campañas.



En conclusión, el reglamento sometido a nuestra aprobación puede ajustarse a la formalidad de la ley. Empero, creo que debe ir más allá y darles rango obligatorio a las denominadas “buenas prácticas”.



Opino que, en definitiva, el Senado debe hacerse cargo de la aspiración ciudadana a mayor igualdad.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Solicito la venia de la Sala para que el Senador señor Navarro me remplace cuando con el Honorable señor Zaldívar debamos ir a votar a la Primera Subcomisión de Presupuestos.



Acordado.



Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, participé en la Comisión de Ética y Transparencia, donde formulé algunas observaciones al proyecto de acuerdo sobre reglamento que hoy se presenta a la Sala.



Quiero comenzar diciendo que yo no era partidario de la Ley de Lobby tal como se encuentra establecida en Chile. Más bien, tenía la idea de crear un registro de lobby activo de toda persona que quisiera desempeñar esta actividad ante cualquier autoridad, como ocurre en otras partes del mundo, especialmente en Estados Unidos: la gente sabe que fulano es lobbista; que se halla registrado en dicho carácter y que asiste en esa calidad a determinado lugar para proteger sus intereses o los de sus representados.



Yo era partidario de un registro de lobbistas activos. Sin embargo, el Parlamento optó por un registro de lobbistas pasivos. Por tanto, quien recurra a los sujetos pasivos, o sea a nosotros, automáticamente quedará registrado en su calidad de lobbista.



Creo que ese sistema no es conveniente para regular la actividad del lobby. 



Empero, estando así dispuesto, debemos determinar cómo hacer un reglamento adecuado a la ley; no podemos ir más lejos que ella. En Derecho Público, la ley debe señalar expresamente lo que permite o lo que prohíbe. 



Por lo tanto, en la Comisión de Ética buscamos la forma de ceñirnos a lo que dispone la ley N° 20.730. Además, tuvimos presente el reglamento que dictó el Ejecutivo. Y, por último, debemos adecuar el nuestro al que elabore la Cámara de Diputados, para que haya textos coherentes en las dos ramas del Congreso Nacional.



Ahora, tras revisar las disposiciones del reglamento propuesto (lo hice presente al Presidente de la Comisión de Ética, Senador Hernán Larraín, y también al Secretario de ella, aunque no se recogieron mis observaciones), no puedo menos que llamar a que seamos realistas en cuanto a cómo hacer las cosas.



Por ejemplo, si aplicamos estrictamente el artículo 11 del reglamento que se propone -les pido a Sus Señorías leerlo-, vamos a tener que contar con un verdadero staff jurídico para sostener las audiencias.



En el caso de las personas jurídicas, por ejemplo, la solicitud deberá contener “razón social y nombre de fantasía, si lo tuviere; su RUT, o la indicación de tratarse de una empresa extranjera sin RUT; descripción del giro o actividades que desarrolla; su domicilio; nombre de su representante legal; naturaleza de la persona jurídica y los nombres y cédulas de identidad de las personas naturales que integran su directorio u órgano encargado de la administración, si los conociere.”.



O sea, cada vez que una persona jurídica solicitara una audiencia, el Senador requerido debería realizar todos estos trámites: pedir los títulos, las escrituras, las actas sobre el nombramiento del directorio, etcétera.



¡Eso no es practicable, no es posible!



En consecuencia, creo que hay que simplificar el artículo 11.



¿Qué debería hacer el Senador al que alguien le pidiera una audiencia? Registrar el nombre del requirente y consignar por qué solicita aquella o en representación de quién lo hace; pero de ningún modo decirle “Acredíteme su representación”. Y luego de aquello lo referirá al registro que habrá que armar y el peticionario pasará a ser parte del lobby.



Insisto: es necesario simplificar el artículo 11, de manera que sea operable y permita la inscripción de las personas que nos soliciten audiencias y que todos los antecedentes queden en el registro de lobby activo planteado en el proyecto de acuerdo.



Lo de los viajes está bien. Sin embargo, considero que cada Senador debe registrar no solo los realizados en el ejercicio de su cargo y financiados por un tercero, no con cargo a las asignaciones parlamentarias (esos de todas maneras tienen que registrarse), sino además los que le financie el Congreso Nacional.


Me parece bien, asimismo, lo de los donativos. Tiene que haber un registro de lo que recibe el Senador por ese concepto. Pero supongo que si uno -sucede muchas veces- recibe como regalo un objeto típico del lugar que visita no deberá registrarlo.



Señora Presidenta, yo he participado -y voy a seguir haciéndolo- en la elaboración del reglamento que nos ocupa. Pero pienso que su texto debe ser lo más simple posible, para que tenga aplicación y nos permita a los Senadores hacer lo que nos ordena la ley. 



Reitero que, a mi entender, nuestro país debería haber transitado por un sistema distinto del que se acordó. Pienso que el registro de lobbistas habría sido mucho más sencillo si la obligación se hubiera radicado en quien ejerce realmente el lobby, persona que debería registrarse y decir qué intereses representa y con quién habla.


Ya no podemos hacer aquello. Yo voy a seguir participando activamente en la Comisión de Ética; trataré de hacer mi aporte, pero reitero mi planteamiento en el sentido de que el reglamento sea lo más simple posible, para que se cumpla lo que nos ordena la ley.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, parece que todos coincidimos en algunas observaciones generales (estamos discutiendo la idea de legislar). De modo que hay que valorar el avance que representa el trabajo hecho por la Comisión de Ética, encabezada por el Senador Hernán Larraín, pues significa una contribución, particularmente en un momento en que la gente exige más en materia de transparencia. Por ende, mostrar nuestra labor también va a ser una fortaleza, porque el elector y los restantes ciudadanos tendrán mayores posibilidades para hacer un seguimiento al quehacer de los parlamentarios.



Por otro lado, existiendo un registro público, más oportunidades habrá para que los interesados puedan ver quiénes han sido consultados o quiénes han dado su opinión respecto a materias que se hallan en el debate y están sujetas a las decisiones del legislador, sea en el ámbito de la elaboración de proyectos de ley o en el de las resoluciones políticas.



Pienso que, en general, se ha hecho un buen trabajo. Existe el propósito de identificar quiénes son los sujetos pasivos, aspecto en el cual hay gran rigurosidad, sobre todo en la medida que se incluye a asesores legislativos y a funcionarios del propio Parlamento.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Perdón, Su Señoría.



En este momento comenzará a presidir el Senador señor Navarro.



--Pasa a dirigir la sesión el Honorable señor Navarro, en calidad de Presidente accidental.

El señor NAVARRO (Presidente accidental).- Puede proseguir, señor Senador.
El señor GUILLIER.- De otra parte, señor Presidente, se establecen criterios para definir el contenido del registro que se debe llevar. Hay bastante detalle, pero se da una buena pauta en términos de qué información se tiene que consignar.



Asimismo, se dispone el procedimiento que ha de seguirse para solicitar audiencias.



Quizá el Senador Zaldívar tiene razón cuando plantea la necesidad de que seamos más prácticos. Porque existe un problema: no vamos a tener oportunidad para verificar la veracidad de la información que se nos entrega; por tanto, deberíamos someter al requirente a un testeo bastante profundo, lo que, en razón del tiempo, la urgencia y las condiciones existentes, podría tornar más complejo el procedimiento.



En todo caso, sería factible radicar la responsabilidad en quien pide la audiencia, más que en el legislador, pues este no tiene manera de contrachequear a personas que no conoce.



Hay, por otro lado, un aspecto que considero bien interesante: la incorporación de una especie de registro en la agenda del parlamentario.



Uno de los problemas prácticos que enfrenta el parlamentario, sobre todo cuando comienza a ejercer el cargo, deriva de que el Congreso Nacional está lleno de gente que deambula por los pasillos y por todas partes, sin que uno sepa si son lobbistas, si se trata de funcionarios, si son asesores de otros congresistas. Ello impide que se produzca normalmente, en las oficinas o en otro lugar adecuado, el encuentro necesario para recabar la información requerida mediante el reglamento.



De alguna manera -reitero-, deberíamos hacer una suerte de registro o buscar algún mecanismo que posibilite enfrentar el problema expuesto, que es muy práctico, bastante concreto.



En todo caso, me parece válida la observación en el sentido de generar un registro por doble entrada: el de quienes se declaran lobbistas y se dedican al lobby profesionalmente, pero también la inscripción automática. Me refiero en particular a llamados mediante los cuales nos piden audiencias personas que en teoría no son lobbistas pero que practican la actividad profesionalmente y, sin duda, pretenden influir en la toma de decisiones.



Ese es un punto positivo que se consigna.



Sigo sosteniendo que, a mi parecer, no existe una definición más fina acerca de cómo vamos a verificar si la información que se nos entrega es correcta.



Lo otro -muy importante- es la difusión de los registros que contempla la ley. 



El de transparencia es un principio de libre información. El llevar registros informáticos actualizados acerca de la labor que realizan los parlamentarios, de sus encuentros, en fin, permitiría después un cruce con otra variable, la que no está en este proyecto; probablemente es materia de otra herramienta institucional, vinculada con la difusión de las votaciones de los parlamentarios en el caso de proyectos de ley respecto a los cuales se requiere su intervención o la concesión de algún tipo de audiencia. 



Ahora, debo subrayar que ningún reglamento tiene utilidad si no hay penas. Por tanto, me parece válida la existencia de un sistema sancionatorio, con procedimientos que le garanticen adecuadamente al parlamentario la posibilidad de hacer dentro de plazo las presentaciones correspondientes.



Sin embargo, en esta materia hay un aspecto bastante delicado (lo hemos comprobado en muchas situaciones que han afectado a personeros públicos): el trascendido que se hace mientras los procesos se hallan en curso, pues muchas veces es dañino para la imagen de la autoridad. Por ejemplo, cuando solo hay una investigación a un parlamentario y ello se interpreta como una suerte de sanción hacia él por parte del público desinformado, o del medianamente informado, o del interesado en manipular la información para perjudicarlo.



En general, creo que la existencia de un proceso cauteloso, prudente, tendrá mucho que ver con el éxito de las sanciones impuestas a las malas prácticas.



Finalmente, dejo expresa una vez más mi única preocupación de fondo: la forma de verificar la veracidad de la información que uno recibe. Porque alguien podría solicitar una reunión con un parlamentario y, por error o de mala fe, no entregar información válida. Ello nos obligaría a buscar nosotros mismos un mecanismo de control o de verificación, el cual podría ser bastante engorroso.



Quizá sería factible salvar tal situación diciendo que el parlamentario tiene la obligación de solicitar la información, pero en el entendido de que la responsabilidad sobre su veracidad no recae en él.



En todo caso, estamos en la discusión general. Y, como el proyecto de acuerdo constituye un buen avance, cuenta por supuesto con mi voto a favor. 



He dicho.

El señor NAVARRO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro. 

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, como se ha dicho acá, cabe primero destacar el trabajo desarrollado por la Comisión de Ética y Transparencia con miras a generar una propuesta de reglamento que permita concretar lo establecido en la normativa general, en la ley.



Luego de revisar el texto que se somete a nuestra consideración, a uno le queda claro que, tal como se plantea en la ley, el peso de la prueba respecto del lobby recae en los sujetos pasivos de esta actividad. O sea -ya lo decían otros Senadores-, quienes van a ir conformando en la práctica el lobby serán los sujetos pasivos, sobre los cuales -insisto- recaerá el peso de la prueba.



Entonces, me preocupa muchísimo el hecho de que los riesgos que correremos los sujetos pasivos serán extraordinariamente altos. Por ejemplo, el de vernos enfrentados a situaciones no deseadas o no buscadas; el de no poder cumplir las normas que se establecen en el reglamento. Pero hay algo más delicado aún: ello se puede prestar -y lo decía el Senador Guillier- para que exista manipulación de la información frente a la opinión pública. Y el sistema de denuncias contemplado para el caso de que un sujeto pasivo no cumpla las normas reglamentarias puede llevar a una verdadera campaña de desprestigio, de desinformación o de manipulación ante la ciudadanía.



Francamente, no me gustó la forma como quedó la ley. Yo era partidario derechamente de un registro de lobbistas. Pero terminamos, creo yo, en el peor de los mundos.



Los sujetos pasivos del lobby enfrentaremos un problema grave, vinculado con la forma como cada parlamentario ejerce su función, la que es tan especial, tan particular.



En estricto rigor, de acuerdo a la Constitución, nosotros somos elegidos para legislar. Por tanto, en la medida que nos dedicáramos solo a ello quizá podríamos establecer sistemas más claros, más transparentes, que dieran cuenta de cómo actuamos en el proceso de formación de la ley; de cómo recibimos antecedentes, información; de cómo nos relacionamos con los interesados en la tramitación de los proyectos.



Empero, el problema estriba en que la exigencia frente a los ciudadanos tiene que ver mucho más con el rol de representar a la circunscripción por la cual somos elegidos Senadores. Y, claramente, la forma como se aplicará el reglamento que nos ocupa va en una línea del todo distinta de ese rol de representación.



En efecto, debo señalar con franqueza que, tal como se plantean las cosas en el texto que nos ocupa, va a ser mejor no recibir a nadie o tratar de tener el menor contacto posible con quienes nos soliciten audiencia o nos planteen situaciones de diversa índole. Ello, porque la línea para definir lo que constituye lobby o gestión personal es demasiado fina, demasiado subjetiva.



Aquí se establecen algunos criterios. Claro, parecen razonables. Pero si uno analiza el desarrollo de cualquier agenda nuestra en terreno concluye que permanentemente podríamos ser objeto de algún tipo de lobby. Eso habrá que registrarlo. Y quienes realicen tal acción con los sujetos pasivos, es decir con nosotros, pasarán a ser lobbistas aunque no lo sean, podrán ser interpretados como tales.



Repasé mentalmente lo que hice en mi Región el último fin de semana (jueves, viernes y sábado), e inferí que, en la práctica, podrían interpretarse como lobby todas las actividades que tuve: desde reuniones públicas como las referidas por el Senador Larraín hasta encuentros con organizaciones sociales de sectores rurales. Por ejemplo, en la localidad de El Divisadero, en Punitaqui, estuve con diversas organizaciones; pero se podría decir que fui objeto de lobby, pues, más allá de plantearme problemas públicos, grupos de regantes me hicieron ver el problema de la sequía y me pidieron ayuda para los efectos de obtener recursos que les permitan mejorar sus sistemas de riego.



¿Eso es lobby? Derechamente, sí. Y a nosotros nos piden, en cuanto representantes de los ciudadanos, gestiones respecto a la implementación de políticas de gobierno.



Uno dice: “Eso es legítimo, porque se trata de una función social. Pero es lobby”.


Entonces, yo tendría que inscribir a aquellos regantes (modestos, miembros de una comunidad agrícola) como lobbistas.



Supongamos que un Senador se encuentra con múltiples hechos y participa en reuniones que no están dentro de la agenda pero forman parte de la actividad parlamentaria. Perfectamente, más de alguien podría acusarlo o denunciarlo y decir: “Usted no consignó en su agenda o en su registro una reunión que tuvo con un grupo de dirigentes de una organización. No lo informó”.



De otro lado, se contemplan un sistema de denuncias y un sistema de sanciones aplicables por la Comisión de Ética. Me parece bien: si existe un reglamento y no se cumple, debe haber un castigo; eso es evidente.



Entonces, uno tiene que empezar a pensar en cómo va a operar con la nueva modalidad. 



El Senador Zaldívar hacía referencia a la asesoría que todos los Senadores necesitaríamos para implementar un buen registro y cumplir con el reglamento.



Pero hay otro elemento más delicado, que tiene que ver con la opinión pública. Me refiero a la falta de credibilidad de que somos objeto de manera permanente; o a la maledicencia, o, derechamente, a la mala intención que, abusivamente, exhiben en esta materia organizaciones, personeros, dirigentes, redes sociales, medios de comunicación.



Y hay otra cuestión más delicada aún: qué pasa con la autonomía de cada Senador en el momento de emitir su voto tras haber sido objeto de lobby frente a determinado asunto.



Me van a decir: “La Constitución establece que cada Senador vota de acuerdo a su conciencia y a como estima conveniente”.



Sin embargo, el problema no está ahí. El problema está, según lo hemos visto, en que se generan discusiones en la opinión pública y se pregunta por qué en cierta materia tal parlamentario no se inhabilitó, o bien, se denuncia que, porque su familia, su señora, su amiga, su compañera tiene interés en determinado sector, un Diputado o un Senador votó de tal o cual manera. Y ello, ¡sin ninguna prueba!



¿Imaginan Sus Señorías lo que puede pasar a ese respecto?



El Senador Larraín colocaba como ejemplo la recepción a pescadores artesanales, cuyos intereses normalmente están en contrapunto con los de otros gremios del sector, que pueden ser industriales, semiindustriales o artesanales con embarcaciones o artes de pesca distintos. En tal caso, si yo recibo a un grupo, tengo la obligación de recibirlos a todos, pese a sus puntos de vista contrapuestos. Así las cosas, llegado el momento de votar un proyecto relacionado con ellos, cualquiera podría hacerme una imputación y decirme: “¡Ah! Usted está obedeciendo al lobby de tal persona, lo que es inaceptable” o “¿Por qué no nos hizo caso a nosotros, que fuimos a explicarle, y votó de otra manera?”.



Lo que estimo de la esencia del rol parlamentario en el momento de pronunciarse será pasto fácil de todos aquellos que permanentemente piensan que todo se hace aquí sobre la base de intereses de quién sabe qué tipo. Eso lo vivimos a diario y, lamentablemente, también ahora. Es cuestión de revisar las redes, el tuiter, los distintos mecanismos a través de los cuales la gente descalifica, insulta, en fin.



Entonces, me parece que tenemos que buscar mecanismos que permitan concretar el objetivo contemplado en las leyes sobre la transparencia y el lobby; que sea de fácil procesamiento el levantamiento de los registros y el establecimiento de la información adecuada. Ello, sin que sea preciso contar con un regimiento entero de asesores para que no nos pesquen por algún lado, ya que más de algo vamos a dejar de hacer o de cumplir y que después puede ser objeto de escarnio público o de sanción.



Porque, a la larga, el único criterio que se empieza a aplicar es: “¿Sabe? Prefiero no recibir ni escuchar a nadie, ni enterarme de nada, ni involucrarme en ninguna cosa que no tenga que ver exclusivamente con el rol legislativo”. Y ahí surgirá un segundo problema, ya que el instrumento que nos ocupa, en vez de ayudarnos a transparentar más la gestión, a ir generando una mayor credibilidad y confiabilidad en la opinión pública, se va a transformar en un remedio peor que la enfermedad.



Nos encontramos en la discusión general, señora Presidenta, pero cabe consignar que es evidente que tampoco podemos confundir la labor institucional, cualquiera que sea, financiada por esta Corporación con el asunto de los viajes, por ejemplo. Llevar a cabo nuestra función, ya sea dentro del país o fuera de este, en comisión de servicio, en actividades en las cuales el Congreso o el Senado participan de manera permanente, es completamente distinto de lo que se plantea en cuanto a viajes en que podemos ser invitados, o a que se nos puede convocar, o que alguien externo puede financiar para cierto cometido: una conferencia, una charla o una visita, o que la Comisión equis, en un momento determinado, resuelve por ser necesario conocer una experiencia respecto de la cual el Senado puede formular después una propuesta o pronunciarse.



Se dispone de la información de todo lo que hacemos -para que ello no se confunda en el debate- y de cuanto corresponde al cumplimiento de nuestra función parlamentaria y con qué recursos se financia. Eso se halla claramente establecido en las normas internas por el Consejo de Asignaciones y también por el funcionamiento del propio Senado. Los antecedentes se incluyen en las páginas respectivas, y si alguien los solicita, son entregados como en cualquier otra institución.



A mi juicio, es importante que podamos trabajar más en detalle. Estamos contra el tiempo. El texto en estudio comenzará a regir el 29 de noviembre próximo y es preciso consensuarlo con la Cámara. No es algo fácil. Pero, de todas maneras, alabo el espíritu y la intención con que nuestros colegas se ocuparon en la materia.



He dicho.

El señor NAVARRO (Presidente accidental).- Si le parece a la Sala, el Senador señor Guillier me remplazará en la testera, porque deseo hacer uso de la palabra.



Acordado.

El señor GUILLIER (Presidente accidental).- Puede intervenir el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, desde 2007, cuando recién comenzamos a discutir sobre el punto, sabíamos que tal vez íbamos a meternos en una normativa que podía terminar haciendo más complejo un problema que ya lo era, porque se trataba de regular una actividad que existía. El lobby ha operado en Chile de diversas maneras, en forma permanente, antes de la democracia y durante ella. ¡En todo minuto! Cuando quisimos regularlo, deseábamos buscar transparencia y hacer ajustes, poner marcos. No es una tarea fácil.



La ley fue un parto dificultoso. El reglamento -ello se ha expresado aquí- también va a serlo. Se requerirá someterlo a consulta pública. Vamos a ver cuáles serán la recepción y su alcance. Es lo que dice el informe.

El señor LARRAÍN.- Ya se hizo

El señor NAVARRO.- O sea, más bien se reúnen opiniones de la ciudadanía.



Estuve leyendo los juicios mayoritarios. Son razonables. En todo caso, ninguno de ellos es descabellado.



El Diccionario de la Real Academia Española define lo que es lobby, pero no expresa nada sobre el lobbista. Expone que el primero es “Grupo de personas influyentes, organizado para presionar en favor de determinados intereses”, y “Vestíbulo de un hotel y de otros establecimientos como cines, teatros, restaurantes, etc., especialmente si es grande.”.



Estimo que uno de los aspectos que difícilmente podrían corregir la ley o el reglamento es lo que sucede en la calle y en el “lobby en el lobby” -es decir, en establecimientos amplios, a la salida del cine, del restaurante- o en el ámbito familiar.



Porque la pregunta es si habrá que informar también cuando en una reunión, ya sea familiar o no, pero que no se ha solicitado ni es pública, sino privada, el tema de conversación son la política y los intereses.



Los vínculos de parentesco siempre se estrechan en materia económica. ¿Habrá que dar a conocer una reunión familiar en la que se junten dos empresas que pueden ser hasta competidoras y en la que efectivamente se intercambie información respecto de un negocio, lo que podría ser bastante parecido a la colusión, por ejemplo?



¿O si se aborda a un parlamentario para pedirle su opinión, como ocurre en los almuerzos dominicales de numerosas familias que presentan la virtud de ser transversales en lo político?



Los temas se tratan sobre todo cuando son candentes, como el de la educación. Me ha tocado asistir a debates en los que sostenedores con quienes mantenemos una amistad de largos años manifiestan su interés en que la ley sea modificada. ¡Afirman que es mala! Y argumentan latamente al respecto. No se trata del Senado ni de mi oficina parlamentaria: es el espacio donde nos encontramos a diario, ya que nos conocemos desde hace largo tiempo.



A pesar de que muchas veces criticamos a los empresarios, no es ningún pecado tener amigos que se dediquen a esa actividad. ¡Claro que hay amigos y amigos…! ¡Algunos empresarios son de cierto tonelaje y otros, que dicen serlo, son más bien de gramaje…! Pero presentan esa condición, al fin y al cabo.



Entonces, juzgo que la posibilidad de burlar lo establecido o de no regular puede terminar con la ineficiencia del reglamento y de la ley. Si no existe la obligación de señalar lo relacionado con el ámbito familiar, personal, de la intimidad del hogar, estamos en un problema. Porque el lobby, tal como es descrito en una y otra de esas normativas, de hecho se va a dar.



El Senador señor Larraín me ha informado que los jueces tienen también la obligación de someterse a la ley N° 20.730 y que deberán dictar su propio reglamento.



Es una cuestión compleja para los magistrados, quienes, como toman decisiones importantes, pueden encontrarse, por cierto, en la situación de ser sujetos pasivos de lobby.



Cabe recordar que hay quienes han criticado que parlamentarios se reúnan con ministros del Máximo Tribunal.



Va a ser muy compleja la relación de los mismos jueces, que llevan causas pendientes, con personas que se relacionen directamente con los fallos que ellos deban emitir.



Por nuestra parte, estamos haciendo un esfuerzo, pero deseo consignar que vamos a tener que exhibir mucho criterio respecto de cómo será la vigencia del sistema, para que no solo se cuente con la ley y el reglamento, sino que también se logren su aplicabilidad y legitimidad.



La Comisión de Ética y Transparencia va a ser fundamental. Porque si, en definitiva, el conjunto del articulado más bien se flexibiliza o se rigidiza, en ambos casos el riesgo es la deslegitimidad de una labor.



Ello sería muy similar -y aquí hay una confusión, a veces- a lo sucedido con el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias y el Comité de Auditoría Parlamentaria.



Hicimos un esfuerzo único en el mundo. No conozco otro Congreso en el cual la remuneración de sus integrantes sea ratificada por una comisión externa, transversal, elegida en forma amplia. Mas los resultados de un trabajo de transparencia máximo son más bien mediocres, porque se sigue pensando que nosotros determinamos nuestro ingreso. A pesar de haber legislado en la materia y sido pioneros, vanguardistas, ello no ha provocado mucho efecto, pues la gente sigue creyendo que ganamos 20, 25, 30 millones de pesos, sin considerar que las asignaciones son fijadas por el Comité y que percibimos una dieta equivalente a la remuneración de un Ministro de Estado y de un monto muy inferior, por cierto, al de muchos gerentes de empresa, sea esta privada o pública.



Me parece que será necesario aclarar ese tipo de aspectos. No desestimo que la normativa tenga que ajustarse.



¿Cómo interpretaremos el lobby de un Jefe del Estado con relación a iniciativas que conllevan intereses muy importantes?



Todos los Ministros de Energía, por ejemplo, han mandado emisarios para decirnos: “El país puede quedar a ciegas. Falta desarrollo energético. No es posible oponerse a proyectos hidroeléctricos o termoeléctricos”.



Y si bien los Primeros Mandatarios no son empresarios, sino que obran por el bien público, a veces se pretende imponernos que votemos en favor de medidas que generan millonarias utilidades a actores privados. Un Presidente de la República cuenta con facultad para ello, más aún en una monarquía presidencial como aquella en que vivimos.



Incluso cabe considerar el caso de los jefes de bancada. Hay parlamentarios que disentirán en proyectos de alta incidencia económica, ya sea por principios éticos, morales, por convicciones, y se les conminará a apoyarlos. ¿Ese no es un lobby?


Las leyes son de beneficio común, privado o público. En consecuencia, cuando las bancadas o el Ejecutivo nos presionan, nos aperciben a ordenarnos, se podría preguntar: “¿Eso es lobby o pasión por la disciplina?”.



Se requerirá un ejercicio transparente, adecuado, de aplicación de la ley y del reglamento.


En cuanto a la alianza estratégica público-privada, invité a Matías Domeyko y Charles Kimber, ejecutivos de Celulosa Arauco, a una reunión con el Ministro de Hacienda, porque el empleo, el crecimiento, el producto interno bruto, el desarrollo productivo, están en caída libre en la circunscripción que represento. Y me asiste la convicción de que si no hay participación del Estado la Región del Biobío será un polvorín social.



Sin embargo, una abogada que había presentado un recurso de protección expresó de inmediato: “Navarro hace lobby por Arauco y está sirviendo a dos amos”, en circunstancias de que a estos los he combatido toda mi vida, lo que también haré cada vez que actúen fuera de la ley y de los principios de protección ambiental.



Se verificará algo como lo que he expuesto. Porque la alianza estratégica público-privada, anunciada por la Presidenta de la República y el Ministro Arenas, nos dice: “Queremos que empresarios y Estado se alíen para sacar adelante el país”. Y vamos a tener que hacer gestiones.



Entonces, juzgo que áreas como esa tendrán que ser ajustadas y discutidas de acuerdo con el reglamento.



Las asociaciones gremiales se han ido convirtiendo virtualmente en empresas. La Cámara Chilena de la Construcción está a punto de comprar el Banco Internacional. ¿Cuando vengan lo harán como entidades gremiales o empresariales?



Los sindicatos experimentan la misma transformación. Y peleamos para que sean mipymes.



Dejando de lado al público en las tribunas, que cuando las llena es siempre una fuente de presión muy importante para votar a favor o en contra, tenemos una gran oportunidad de poder disponer de una regulación en el caso de una actividad que lo requiere. Y hemos de proceder de manera consciente y responsable.



Me pronunciaré a favor, por cierto.



Será preciso consensuar el texto con la Cámara de Diputados.



El diario La Tercera publicó el domingo recién pasado un reportaje amplio -felicito a ese medio, ya que no siempre concordamos con la prensa- con el detalle de 300 empresas que efectuaron donaciones secretas en la última campaña electoral. Mi pregunta es si ello será considerado un lobby o un donativo. Porque sería absurdo tener que declarar que recibí de obsequio un lápiz Parker de 45 mil pesos -a muchos les sucedió otro tanto-, con mi nombre, y que una empresa que pudo donar decenas de millones de pesos quede al margen.



Existe una contradicción, por lo tanto, en las donaciones secretas o reservadas. En ellas no hay filantropía. Tendremos que regularlas.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho.

)-------------(

El señor GUILLIER (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa los siguientes documentos:

Oficio



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que informa que aprobó el proyecto de ley que regula la admisión de estudiantes, elimina el financiamiento compartido y prohíbe el lucro en establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado (boletín Nº 9.366-04) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y a la de Hacienda, en su caso.

Informes


Segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que aumenta las plantas de personal de Carabineros de Chile; modifica la ley Nº 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y la ley Nº 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros (boletín Nº 9.336-25) (Véanse en los Anexos, documentos 9 y 10).



--Quedan para tabla.

)-------------(

El señor GUILLIER (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, entiendo que todavía nos encontramos en la discusión del proyecto, porque mañana corresponde votar.



Solo quisiera señalar que muchas de las inquietudes planteadas dicen relación con una cuestión más de fondo del sistema finalmente recogido en la ley y que son por completo válidas; pero, por desgracia, ello no es lo que está en discusión, para los efectos prácticos. Nos hallamos ante un texto como el que nos ocupa, con las características que presenta, y tenemos que hacerlo operativo.



En definitiva, el cuerpo legal es un marco de referencia que distintos organismos, como el Poder Judicial o el Congreso Nacional, deben adaptar a su propia realidad. Y a eso nos hallamos abocados.



Por las intervenciones, me doy cuenta de que algunas de las disposiciones incorporadas en la normativa en debate son complejas. Están sobrecargadas de detalles o de aspectos burocráticos que debemos simplificar. Es precisamente lo que llevaremos a cabo.



Sus Señorías pueden abrigar la certeza de que nuestro ánimo es acoger las inquietudes expuestas. Si bien es cierto que podremos corregir el reglamento una vez que exista más experiencia de cómo opera, no tenemos ahora claridad para resolver todas las materias y queremos que se trate de algo simple, que nos ayude a cumplir el objetivo central: transparentar lo que un tercero hace cuando nos plantea de alguna forma una opinión que busca influir en nuestra votación. A eso apunta el texto y es lo que tratamos de recoger.



Me doy cuenta de que se pueden ir mejorando y precisando muchas cosas.



El Honorable señor Espina me mencionaba los donativos, por ejemplo. Obviamente, se trata de aquellos que se reciben en la calidad de Senador. Ello tal vez no lo precisa el proyecto y se encuentra implícito, pero es mejor explicitarlo para que no surja ninguna dificultad. Porque alguno de nosotros puede ser presidente de un club deportivo y recibir un regalo en esa calidad, sin tratarse de algo de lo que deba dar cuenta en la condición de parlamentario. Y pueden darse muchas situaciones de esa índole.


No hago referencia a aspectos personales.



En fin, se trata de escuchar.


Ojalá que se hagan llegar las indicaciones pertinentes, para corregir la iniciativa en la discusión en particular.



Me parece que se trata de un proyecto necesario.



A pesar de la poca experiencia existente incluso en el mundo para normar este tipo de acciones, creo que estamos dando un paso muy valioso en nuestro país y que, más allá de los errores, o las diferencias, o las inquietudes generadas por el texto, avanzamos en la transparencia en el Congreso, que ayuda a recuperar la confianza de la ciudadanía en su Parlamento.



He dicho. 

El señor GUILLIER (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- ¿Cuándo se vota, señor Presidente?

El señor GUILLIER (Presidente accidental).- Mañana.

El señor ESPINA.- Entonces, prefiero hacer uso de la palabra en esa oportunidad.

El señor LARRAÍN.- En todo caso, ahí solo se fundamentará el voto.

El señor GUILLIER (Presidente accidental).- De acuerdo. 



En consecuencia, se deja reservada la intervención del señor Senador para el día de mañana.



Como estamos escasos de quórum, sugiero quedar hasta aquí.



Por lo tanto, habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso a las solicitudes de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS


--Los oficios cuyo envío anunció el señor Presidente accidental son los siguientes:



Del señor DE URRESTI:



Al señor Ministro de Defensa Nacional, para que informe sobre ALCANCES DE EJERCICIO CHILENO-ARGENTINO “SOLIDARIDAD 2014”. A la señora Ministra de Salud, a fin de solicitar CIRUGÍA PARA SEÑORA SILVIA CATALINA SILVA PEÑA y para requerir informe acerca de FALENCIAS EN ATENCIÓN DE SALUD MENTAL Y MEDIDAS PARA COBERTURA DE HOSPITALIZACIÓN. A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, para que remita información atinente a SITUACIÓN DE HUMEDAL UBICADO EN AVENIDA CARLOS KRAHMER, COMUNA DE VALDIVIA. Al señor Ministro de Bienes Nacionales, a fin de que entregue antecedentes relativos a ESTADO DE PLANTEAMIENTOS DE COMITÉ DE VIVIENDA “LA ILUSIÓN”, EN ESPECIAL DE SOLICITUD DE TRASPASO DE TERRENO DE EXCÁRCEL  DE VALDIVIA. Al señor Fiscal Nacional, pidiéndole PRIORIZACIÓN DE INVESTIGACIÓN EN CASOS DE MUERTES DE SEÑORES JOSÉ CUSTODIO REINIL CARRASCO, DE RÍO BUENO, Y ALBERTO DÍAZ, DE LAGO RANCO. Al señor Director Nacional de Gendarmería, solicitándole información sobre ESTADO DE EDIFICIO DE EXCÁRCEL DE VALDIVIA Y ACCIONES DESARROLLADAS PARA TRASPASO DE SU TERRENO A COMITÉ DE VIVIENDA “LA ILUSIÓN”. Al señor Superintendente de Salud, pidiéndole antecedentes referidos a NO ENTREGA POR ISAPRE CONSALUD DE COBERTURA GES A DON MILTON EDUARDO MILLÁN FUENTES, HOSPITALIZADO EN VALDIVIA. Al señor Director Nacional del Instituto de Previsión Social, requiriéndole información acerca de ESTADO DE TRAMITACIÓN DE SOLICITUD DE PAGO POR SUBROGACIÓN DE SEÑOR JORGE GEYWITZ MANQUE. Al señor Seremi de Obras Públicas y a la señora Seremi del Medio Ambiente de la Región de Los Ríos, consultándoles por VIABILIDAD PARA CONSTRUCCIÓN EN TERRENO DE HUMEDAL UBICADO EN AVENIDA CARLOS KRAHMER, COMUNA DE VALDIVIA, y solicitándoles MEDIDAS PARA PRESERVACIÓN Y RECUPERACIÓN DE DICHA ÁREA VERDE URBANA. Y a la señora Gerente General del BancoEstado, para que remita ESTUDIOS PARA REDUCCIÓN DE COSTOS ASOCIADOS A USO DE CUENTARRUT.



Del señor CHAHUÁN:



Al señor Contralor Regional de Valparaíso, pidiéndole informar en cuanto a ESTADO DE TRAMITACIÓN DE DENUNCIA SOBRE PREDIO RÚSTICO “HIJUELA 1A 1”, DE COMUNA DE CASABLANCA. Al señor Director Regional de la Corporación Nacional Forestal de Valparaíso, para que remita información sobre MEDIDAS RELACIONADAS CON VENTA DE PREDIOS EN COMUNA DE CASABLANCA BAJO NOMBRE DE “INMOBILIARIA E INVERSIONES LO OROZCO LIMITADA”. Al señor Director Regional del Instituto de Previsión Social de Valparaíso, solicitándole antecedentes respecto a COTIZACIONES DE DON BERNARDO DE LOS ÁNGELES PERALTA HINOJOSA. Y al señor Director de Obras de la Municipalidad de Casablanca, requiriéndole información sobre VENTAS DE PREDIOS AGRÍCOLAS Y PERMISOS DE CONSTRUCCIÓN EN LOTEOS “ALTOS DE TAPIHUE” Y “HACIENDA LO OROZCO”.



Del señor HORVATH:



A los señores Ministros de Obras Públicas y del Medio Ambiente, solicitándoles antecedentes relativos a IMPACTOS MEDIOAMBIENTALES POR EXTRACCIÓN DE ÁRIDOS EN RÍOS ESPOLÓN Y FUTALEUFÚ.



Del señor MATTA:



Al señor Ministro de Agricultura, planteándole, por un lado, AMPLIACIÓN Y PERFECCIONAMIENTO, MEDIANTE INDAP, DE PROGRAMA DE ALIANZAS PRODUCTIVAS, y por otro, MEJORAMIENTO, MEDIANTE ODEPA, DE SISTEMAS DE INFORMACIÓN DE PRECIOS Y DE ORIENTACIONES COMERCIALES.

)---------------(



--Se levantó la sesión a las 18:40.
Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
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OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE REQUIERE EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR, COMO INTEGRANTES DEL CONSEJO PARA LA TRANSPARENCIA, A LOS SEÑORES MARCELO FERNANDO DRAGO AGUIRRE Y JORGE ANDRÉS JARAQUEMADA ROBLERO

(S 1.744-05)

GAB. PRES. N° 1883/
ANT.: No hay.
MAT.: Proposición para el nombramiento de Consejeros para el Consejo para la Transparencia.
SANTIAGO, 15 OCT 2014

DE: PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA

A: SEÑORA PRESIDENTA DEL H. SENADO
1. La ley N° 20.285, sobre Acceso a la Información Pública, crea el Consejo para la Transparencia, como una corporación autónoma de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio (art. 31).
2. La dirección y administración superiores del Consejo, corresponden a un Consejo Directivo. Este está integrado por cuatro consejeros, designados por el Presidente de la República, previo acuerdo del Senado, adoptados por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, los consejeros duran seis años en sus cargos, pueden ser designados por un nuevo período, y se renuevan por parcialidades cada tres años (art. 36).
3. Cabe señalar que el Presidente de la República debe hacer su proposición en un solo acto y el Senado debe pronunciarse respecto de la propuesta como una unidad (art. 36).
4. En mérito de lo anterior, vengo en solicitar el acuerdo del H. Senado para nombrar en el cargo de Consejero del Consejo Directivo del Consejo para la Transparencia, a las siguientes personas por el período que se indica:
Por el período de seis años, que vence el año 2020:
MARCELO FERNANDO DRAGO AGUIRRE  RUT 9.968.700-2

JORGE ANDRÉS JARAQUEMADA ROBLERO
RUT 9.619.327-0
5. Atendida la conveniencia de contar a la brevedad posible con el acuerdo de esa H. Corporación para proceder al nombramiento antes referido, hago presente urgencia en el despacho de esta materia, en los términos a que alude el inciso segundo del N°5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.
Saluda atentamente a Ud.,
(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE REQUIERE EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR A LAS SEÑORAS MARIGEN ARIADNA JULIA HORNKOHL VENEGAS Y MABEL NATALI ITURRIETA BASCUÑÁN, COMO INTEGRANTES DEL CONSEJO NACIONAL DE TELEVISIÓN

(S 1.718-05)
HONORABLE SENADO:

La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, tiene el honor de informar el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, de fecha 22 de septiembre de 2014, mediante el cual solicita el acuerdo de esta Cámara para nombrar a las señoras Marigen Ariadna Julia Hornkohl Venegas y Mabel Natali Iturrieta Bascuñán como integrantes del Consejo Nacional de Televisión, en reemplazo de los señores Óscar Reyes Peña y Rodolfo Baier Esteban, respectivamente.
A la sesión en que se analizó esta proposición, concurrió, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Alejandro Navarro Brain.
Asimismo, concurrieron, especialmente invitadas, las señoras Marigen Ariadna Julia Hornkohl Venegas y Mabel Natali Iturrieta Bascuñán.
- - -

Cabe señalar que Su Excelencia la Presidenta de la República, en el mencionado oficio, hizo presente la urgencia para el despacho de la solicitud en análisis, en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.
- - -

Es necesario puntualizar que, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 2° de la ley N° 18.838, cuerpo legal que crea el Consejo Nacional de Televisión, para la aprobación de los nombres de las señoras Hornkohl e Iturrieta como integrantes del referido Consejo, se requiere el voto favorable de la mayoría de los Senadores en ejercicio.
Asimismo, debe tenerse en cuenta que la referida disposición establece que el Senado deberá pronunciarse sobre el conjunto de las proposiciones hechas por Su Excelencia la Presidenta de la República en sesión especialmente convocada al efecto.
- - -

ANTECEDENTES

1.- Numeral 12° del artículo 19 de la Constitución Política de la República.
El inciso sexto del precepto aludido señala que habrá un Consejo Nacional de Televisión, autónomo y con personalidad jurídica, encargado de velar por el correcto funcionamiento de este medio de comunicación y que una ley de quórum calificado señalará la organización y demás funciones y atribuciones del referido Consejo.

2.- Ley N° 18.838, de 1989, que crea el Consejo Nacional de Televisión.
Su artículo 1° establece que el Consejo Nacional de Televisión es la institución autónoma de rango constitucional creada por el inciso sexto del numeral 12 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, cuya misión es velar por el correcto funcionamiento de todos los servicios de televisión que operan u operen a futuro en el territorio nacional. Agrega que dicha institución estará dotada de personalidad jurídica y de patrimonio propio, y se relacionará con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio Secretaría General de Gobierno.
Complementando la misión anterior, el inciso tercero dispone que para los efectos de velar por el correcto funcionamiento de los servicios de televisión, tendrá la supervigilancia y fiscalización del contenido de las emisiones que a través de ellos se efectúen, salvo en las materias técnicas normadas y supervisadas por la Subsecretaría de Telecomunicaciones.
Por su parte, los incisos cuarto, sexto, séptimo y octavo definen qué se entenderá por correcto funcionamiento de los servicios de televisión. Al respecto, precisan que él consistirá en el permanente respeto, a través de su programación, de la democracia, la paz, el pluralismo, el desarrollo regional, el medio ambiente, la familia, la formación espiritual e intelectual de la niñez y la juventud, los pueblos originarios, la dignidad humana y su expresión en la igualdad de derechos y trato entre hombres y mujeres, así como el de todos los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes. Asimismo, puntualizan que el correcto funcionamiento de esos servicios comprende el acceso público a su propuesta programática y que se cautelen los derechos y principios contemplados en esta disposición. Agregan que, de igual manera, el correcto funcionamiento aludido envuelve el cabal cumplimiento, por parte de los concesionarios y permisionarios, de las leyes números 17.336
, 20.243
 y del Capítulo IV
, del Título II del Libro I, del Código del Trabajo. Finalmente, consagran que se podrá considerar correcto funcionamiento, entre otras cosas, la incorporación de facilidades de acceso a las transmisiones para personas con necesidades físicas especiales, la transmisión de campañas de utilidad pública a que hace referencia la letra m) del artículo 12, y la difusión de programación de carácter educativo, cultural o de interés nacional.

Por otro lado, el artículo 12 del mencionado cuerpo legal detalla las funciones y atribuciones que debe cumplir el Consejo Nacional de Televisión. Por su parte, el artículo 14 agrega que el Consejo Nacional de Televisión deberá adoptar medidas y procedimientos a fin de asegurar que en los programas de noticias, de opinión y de debate político que se emitan por cualquier canal de televisión se respete debidamente el principio del pluralismo.
En lo que respecta a la organización del referido Consejo, el artículo 2° de la ley en análisis, establece que éste se estructura sobre la base de 11 miembros, uno de los cuales es de libre designación del Presidente de la República y se desempeñará como Presidente, mientras que los diez consejeros restantes son designados por el Jefe de Estado, con acuerdo del Senado. Para este último caso, el Presidente de la República hará la proposición en un solo acto, cautelando que en la integración del Consejo se respete el pluralismo y la paridad de género. 

En relación con los requisitos que tendrán que reunir los consejeros y consejeras, el inciso octavo del artículo 2° hace presente que ellos deberán ser personas de relevantes méritos personales y profesionales, tales como ser personas que cuenten con una reconocida trayectoria en el ámbito de la sociedad civil, de la cultura, de las artes o de las comunicaciones; haber sido agraciado como Premio Nacional en cualquiera de sus menciones; ser miembro de alguna de las Academias del Instituto de Chile; haber sido parlamentario; ser o haber sido profesor universitario; ser o haber sido director o rector de establecimientos de Educación Media o Superior de reconocido prestigio nacional, o ser una persona representativa de los pueblos originarios. 
En sintonía con el punto anterior, es necesario tener presente que el artículo 8° del texto vigente señala que son inhábiles para desempeñar el cargo de Consejero las siguientes personas:

1.- Quienes por sí, sus cónyuges, sus parientes legítimos hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción, o a través de personas naturales o de personas jurídicas, en que tengan control de su administración, adquieran - a cualquier título - interés en concesiones de servicio de televisión de libre recepción o de servicios limitados de televisión o en empresas publicitarias de producción de programas audiovisuales o de prestación de servicios televisivos que estén directamente vinculadas a la explotación de una concesión de servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción.

 2.- Quienes desempeñen los cargos de Presidente, Vicepresidente, Secretario General y Tesorero en las directivas centrales de los partidos políticos o en directivas nacionales de organizaciones gremiales o sindicales.
3.- Quienes, a cualquier título, desempeñen funciones remuneradas en la Administración del Estado o en empresas en que el Estado tenga participación en su propiedad, con la sola excepción del desempeño en cargos docentes de hasta media jornada.
Adicionalmente, la aludida disposición agrega que durante su mandato y hasta seis meses después del cese de sus funciones, los consejeros estarán inhabilitados para ejercer un empleo en cualquier concesionaria de servicios de radiodifusión televisiva que pudiese verse beneficiada directamente por las resoluciones del Consejo.
En lo que atañe a esta materia, la norma citada impide que los miembros del Consejo y su planta directiva tengan intereses económicos en empresas u otras entidades dedicadas a la fabricación o venta de equipos de telecomunicaciones o al negocio de la comunicación por cable, radio o que use del espectro electromagnético; o que de algún otro modo estén relacionados con éstas a través de acciones, bonos u otro. Con todo, aclara que si al momento de su nombramiento un miembro posee intereses en una de estas empresas o entidades, tendrá un plazo de treinta días para regularizar su situación ante la ley.

En lo que respecta el tiempo por el cual los consejeros desempeñarán sus funciones, cabe tener en consideración que aquellos respecto de los cuales el Presidente de la República requiere el acuerdo del Senado para su nombramiento durarán ocho años en sus cargos, pudiendo ser designados por nuevos periodos, y se renovarán por mitades cada cuatro año. En el caso de producirse una vacante, en tanto, los reemplazantes nombrados durarán en sus funciones por el tiempo que reste para completar el periodo de los Consejeros sustituidos.
3.- Oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República.
El oficio en informe hace referencia, en primer término, a la integración del Consejo Nacional de Televisión, la cual ha sido reseñada precedentemente.
Seguidamente, el oficio afirma que actualmente se encuentran vacantes dos cargos en él, producto de la designación de don Óscar Reyes Peña como presidente del mismo y de la renuncia del consejero señor Rodolfo Baier Esteban.

En mérito de lo anterior, precisa el oficio, corresponde efectuar la designación de dos integrantes de esta institución autónoma, para lo cual Su Excelencia la Presidenta de la República propone a las señoras Hornkohl e Iturrieta, en reemplazo de los señores Reyes y Baier, respectivamente. Cabe precisar que, aunque nada dice el instrumento en análisis sobre el particular, el periodo de funciones del señor Óscar Reyes expira el año 2019, mientras que el del señor Rodolfo Baier se extendía hasta el 2020.

En los antecedentes que se acompañan al oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, se destaca que la señora Hornkohl Venegas es asistente social de la Universidad de Chile y Diplomada en Gerencia Pública de la misma institución de educación superior. Cuenta con estudios en Historia y Ciencias Políticas cursados en la Universidad de Heidelberg, Alemaniay en Mediación de la Escuela Notarial, Argentina. Además, está certificada en Coaching Ontológico Newfield Network, es miembro del International Coaching Federation, cursó el Programa de especialización en Liderazgo Estratégico y el Programa de Habilidades para la Negociación en la Universidad Adolfo Ibáñez. 
En el ámbito público destaca el haber sido Ministra de las carteras de Agricultura y de Educación, haber sido Embajadora en Alemania, desempeñarse como Viceministra de Previsión Social en el Ministerio de Trabajo y Previsión Social, haber sido Fundadora y Directiva del Servicio Nacional de la Mujer y haber sido Consejera del Programa de Investigación Asociada de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica.

En el sector privado, en tanto, resalta su participación como miembro del Directorio en el Centro de Estudios Democracia y Comunidad y como Presidenta del Directorio de la Fundación de Innovación Agraria, del Instituto de Investigación Agrícola y de la Corporación Nacional Forestal.

Finalmente, se subrayan las siguientes asesorías:

1.- En desarrollo humano y organizacional, negociación, comunicación estratégica, liderazgo y gestión para el emprendimiento, Mentoring y Coaching Ejecutivo.
2.- En políticas públicas a nivel nacional e internacional.
3.- En reforma al sistema de justicia del Estado Ecuatoriano. 

4.- En el Centro Latinoamericano para la Relaciones con Europa. Directora del Programa Innovación en Agricultura para Latinoamérica.

5.- En desarrollo y estrategia para las exportaciones y apertura de nuevos mercados a asociación gremiales del rubro y pymes agrícolas Latinoamericanas, y 
6.- En políticas de innovación para la Educación.
La señora Iturrieta Bascuñán, por su parte, es abogada de la Universidad de Valparaíso y cuenta con estudios de perfeccionamiento profesional como un post título de reforma procesal penal, un diplomado en reforma procesal penal y juicio oral, un post título de actualización de derecho penal y un curso de habilidades directivas. Asimismo, es importante remarcar su participación en cursos, ferias, seminarios y congresos nacionales e internacionales de turismo y cultura entre los años 2011 y 2014. 

En cuanto a su experiencia laboral en los últimos años, cabe destacar que se desempeñó como asesora del departamento de Turismo y como precursora y asesora de la Corporación Municipal de Turismo (2011-2014). Además, se desempeñó como precursora y asesora de la Corporación Municipal de Turismo y de Cultura (2013-2014); asesora jurídica externa de la Corporación Municipal de Educación y Salud, Gabriel González Videla, en La Serena; abogado asesora regional especializada en delitos económicos y funcionarios y vocera y encargada de la unidad de Comunicaciones de la Fiscalía Regional de Valparaíso del Ministerio Público (2003-2011). Además, fue Secretaria Regional Ministerial de Justicia en la Región de Coquimbo, Secretaria Ejecutiva de la Comisión Coordinadora Regional de la Reforma Procesal Penal, Secretaria Ejecutiva del Comité de Seguridad Ciudadana Regional y Secretaria Ejecutiva de la Comisión Regional para la prevención y control de estupefacientes (2000-2003).

Por último, resalta su participación como Fundadora y Presidenta por dos periodos de la Asociación Nacional de Funcionarios del Ministerio Público (2007-2011), su rol de co-conductora de un programa radial social semanal en la radio Carnaval (2012-2014) y su papel de Secretaria Ejecutiva del Rotary Club de Coquimbo entre los años 2012 y 2014.
- - -

Cabe hacer presente que de acuerdo al artículo 205 del Reglamento de la Corporación, los asuntos que importen el ejercicio de atribuciones constitucionales exclusivas del Senado “no podrán resolverse sin informe de la Comisión que corresponda.”

- - -

ANÁLISIS DE LA PROPOSICIÓN

Al comenzar el análisis de la propuesta formulada por Su Excelencia la Presidenta de la República, la candidata a integrante del Consejo Nacional de Televisión, señora Marigen Hornkohl, agradeció la nominación realizada por la Mandataria, especialmente en un tiempo en el cual la modernización de nuestro sistema de televisivo enfrenta un punto de inflexión, reflejado en el cambio de mentalidad respecto del rol de este medio de comunicación en el desarrollo de nuevas ideas, en la mirada hacia la cultura y en la relación con el mundo.

Por otro lado, subrayó la importancia de la televisión, medio de comunicación que llega al 98% de los hogares, e hizo ver que una nueva mirada en la entrega de contenidos es clave para que la ciudadanía comience a relacionarse de una manera más amplia. En efecto, aseveró que la humanidad necesita de miradas más abiertas que permitan más entendimiento y más posibilidades de visualizar oportunidades futuras. 

En relación con las funciones encomendadas al Consejo Nacional de Televisión, valoró que el control de los contenidos emitidos se realizara de manera ex post, resguardando asi la libertad de expresión de los canales de televisión. Asimismo, celebró el fomento a la diversidad en las realizaciones por medio de los fondos que se destinan para ello y de los estudios que permitirán entregar los elementos de contexto, dando orientaciones para una nueva mirada y una nueva realidad. En este punto, notó que hoy, dada la entrada en vigencia de la ley que permite la introducción de la Televisión Digital Terrestre, es indispensable entregar mayor calidad, pluralismo, diversidad, respeto a la dignidad humana, más espacios a las realizaciones locales y regionales, así como mayor amplitud de miradas y de sensibilidades en torno a las transmisiones que se hacen en los canales de televisión.

En otro orden de consideraciones, alabó la reciente ampliación de dos a cuatro horas de transmisión de programas de orden cultural aprobada por los legisladores. Al respecto, puso de relieve que se ha advertido que la ciudadanía acepta y valora este tipo de transmisiones de calidad, dando cuenta de ello el raiting de los proyectos. En este punto, destacó “El Niño Rojo”, miniserie transmitida por Mega que relata la vida de Bernardo O´Higgins. Apuntó que programas como el citado permiten conocer parte de nuestra historia y ampliar la mirada de nuestros ciudadanos, particularmente de los jóvenes.

En sintonía con el punto anterior, recalcó que la modificación recientemente citada puede significar un salto cualitativo que permita alcanzar una mirada más amplia y humana y un mejor diálogo sobre la base de misiones y visiones diferentes que agregan un enorme valor a esta forma de construir futuro. 

Finalmente, aseguró que de ser ratificada por esta Cámara como integrante del Consejo Nacional de Televisión trabajará con entusiasmo, esfuerzo y apegada a la legislación, de manera de servir adecuadamente al país.

A su turno, la candidata a integrante del Consejo Nacional de Televisión, señora Mabel Iturrieta, agradeció la nominación realizada por Su Excelencia la Presidenta de la República y resaltó que su participación permitiría plasmar en el desarrollo de la televisión una mirada regional, habida consideración de su residencia en la ciudad de Coquimbo. 

En relación con el punto anterior, abrigó la esperanza que las regiones se vieran reflejadas en nuestra televisión. Para ello, consideró importante dar un mayor espacio a los proyectos locales, comunitarios y regionales.

En otra línea argumental, puso de relieve que de acogerse la propuesta de Su Excelencia la Presidenta de la República, éste será el primer Consejo en donde existirá paridad de género. Sobre el particular, valoró la mirada que las mujeres puedan dar a la hora de adoptar decisiones.

Deteniéndose en el nuevo marco legislativo de la televisión chilena, hizo ver que la aplicación de la ley N° 20.750 supondrá una reforma estructural en el desarrollo de la democracia y que ella es la transformación más importante que se ha experimentado este medio de comunicación desde 1978, año en que ingresó la televisión a colores. Adicionalmente, agregó que la aplicación de esta norma conllevará réditos culturales hacia los niños y jóvenes.

Finalmente, anheló convertirse en un aporte para el desarrollo de la televisión y de los proyectos que ella conlleva, y se comprometió a aportar su profesionalismo, sus estudios y su compromiso a este Consejo que deberá adaptarse a las exigencias de una nueva ley.
Concluidas las intervenciones de las candidatas a integrantes del Consejo Nacional de Televisión, el Honorable Senador señor Quintana celebró la propuesta de Su Excelencia la Presidenta de la República, dada la experiencia profesional de las nominadas, y destacó que de aprobarse permitirá dar cumplimiento a la anhela paridad de género en su interior. 

Continuando con su exposición, puso de relieve las importantes funciones que la ley encomienda al referido Consejo, así como el papel que esta institución deberá cumplir en el marco de la Ley que Permite la Introducción de la Televisión Digital Terrestre. En ese contexto, llamó a cautelar el pluralismo y la cobertura digital de la televisión abierta en todo el territorio nacional, de manera de permitir a todos los chilenos acceder al desarrollo, al conocimiento y a la entretención.

A su vez, el Honorable Senador señor Rossi valoró las nominaciones de las señoras Hornkohl e Iturrieta por su destacada trayectoria y se mostró seguro de que serían un gran aporte para Consejo Nacional de Televisión, permitiendo con ello mejorar la calidad de la televisión chilena.

- - -

Luego de las reflexiones de las señoras Hornkohl e Iturrieta y de las observaciones realizadas por los integrantes de la instancia respecto del rol de la televisión y del Consejo Nacional de Televisión, así como también de los desafíos que supone la entrada en vigencia de la ley N° 20.750, que permite la introducción de la Televisión Digital Terrestre, la Comisión analizó la propuesta efectuada por Su Excelencia la Presidenta de la República.

Sobre el particular, y habida consideración de los antecedentes que le fueron proporcionados en relación con esta designación, la Comisión pudo apreciar que las señoras Marigen Ariadna Julia Hornkohl Venegas y Mabel Natali Iturrieta Bascuñán reúnen las condiciones que exige el artículo 2° de la ley N° 18.838 y que no pesan sobre ellas las inhabilidades que establece el artículo 8° del mismo cuerpo legal.

Por lo tanto, y en virtud de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, tiene el honor de informar que, en la designación de los miembros del Consejo Nacional de Televisión, en trámite, se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico vigente, y, en consecuencia, propone a la Sala dar su acuerdo para el nombramiento de las señoras Marigen Ariadna Julia Hornkohl Venegas y Mabel Natali Iturrieta Bascuñán en reemplazo de los señores Óscar Reyes Peña y Rodolfo Baier Esteban, respectivamente.
- - -

Tratado y acordado en sesión celebrada el día 15 de octubre de 2014, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Fulvio Rossi Ciocca (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Andrés Allamand Zavala, Jaime Quintana Leal e Ignacio Walker Prieto.
Sala de la Comisión, a 16 de octubre de 2014.

(Fdo.): Francisco Javier Vives Dibarrart, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL “MEMORÁNDUM DE ENTENDIMIENTO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DEL REINO DE DINAMARCA, EN MATERIA DE PROGRAMA DE VACACIONES CON PERMISO DE TRABAJO (WORKING HOLIDAY PROGRAMME)”, SUSCRITO EN COPENHAGUE, DINAMARCA, EL 8 DE DICIEMBRE DE 2008

(9.439-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 23 de junio de 2014.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 30 de septiembre de 2014, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.





c) Decreto ley N° 1.094, de 1975, del Ministerio del Interior, que establece normas sobre extranjeros en Chile, de 14 julio de 1975, publicado en el Diario Oficial del 19 de julio de 1975.





d) Decreto supremo N° 597, de 1984, del Ministerio del Interior, que aprueba nuevo reglamento de extranjería, de 14 de junio de 1984, publicado en el Diario Oficial del 24 de noviembre de 1984.




2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- El Ejecutivo señala que el espíritu que animó a suscribir el Memorándum de Entendimiento es promover una relación de cooperación más estrecha entre Chile y Dinamarca y proporcionar más oportunidades a los nacionales de cada país, en especial a los jóvenes, mediante el establecimiento de un sistema recíproco de vacaciones con permiso de trabajo, primordialmente para efectos de pasar períodos prolongados de vacaciones y, asimismo, desempeñar algún trabajo como aspecto incidental de las mismas y complementar los fondos que poseen para viajar.




3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, de 8 de julio de 2014, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana estudió la materia en sesión efectuada el día 2 de septiembre de 2014 y aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes, el proyecto en informe.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 25 de septiembre de 2014, aprobó el proyecto, en general y en particular, por 70 votos a favor, 1 en contra y 1 abstención.




4. Instrumento Internacional.- El Memorándum consta de un Preámbulo y 10 artículos, que se reseñan a continuación.





El artículo 1 prevé que cualquiera de los Gobiernos emitirá a los nacionales del otro país visas múltiples de vacaciones con permiso de trabajo válidas por un año desde la fecha de emisión, siempre que cumplan las siguientes condiciones:




a) Cumplir los requisitos de ingreso y de otra índole establecidos, respectivamente, en la legislación y políticas de inmigración chilenas y danesas, en la medida en que no se encuentren indicados en los subpárrafos b) a i) que siguen;




b) En el caso de solicitudes presentadas por chilenos, ser nacionales de Chile con residencia habitual en Chile y, en el caso de solicitudes presentadas por daneses, ser nacionales de Dinamarca con residencia habitual en Dinamarca;




c) Tener entre dieciocho y treinta años, ambos inclusive, al momento de presentar la solicitud de visa de vacaciones con permiso de trabajo;




d) No ser acompañados por cargas familiares;




e) No haber participado con anterioridad en este Programa de Vacaciones con Permiso de Trabajo;




f) poseer pasaporte válido y pasajes aéreos de regreso o fondos suficientes para comprar dichos pasajes;




g) Poseer fondos razonables para su manutención durante el período inicial de su estadía en Chile o Dinamarca, según corresponda;




h) Comprometerse a mantener un seguro médico y de hospitalización integral válido durante toda su estadía en el país correspondiente, en la medida en que dichos gastos no estén cubiertos, respectivamente, por el sistema nacional de salud de Chile y Dinamarca; y




i) Estar dispuesto a pagar cualquier derecho de postulación prescrito.




Por su parte, el artículo 2 alude a que los nacionales de cualquiera de los dos países, podrán solicitar una visa de vacaciones con permiso de trabajo en las Embajadas o Consulados de Chile y Dinamarca.




El artículo 3 dispone que cualquiera de los Gobiernos permitirá a los nacionales del otro país, que posean una visa válida de vacaciones con permiso de trabajo, permanecer en su país por un año y ejercer un empleo como actividad incidental de sus vacaciones con el objeto de complementar los fondos que posean para su viaje.




Posteriormente, el artículo 4 dispone que los participantes de este programa de vacaciones con permiso de trabajo tienen derecho a trabajar por un período de seis meses durante la visita de doce meses; sin embargo, no deben ejercer un empleo contrario a los fines del Memorándum y, por lo tanto, no se les permite desempeñar un empleo permanente durante su visita.




El artículo 5 consigna que los participantes estarán autorizados para inscribirse en un programa de capacitación o estudio de hasta seis meses durante su visita al otro país.




A su vez, el artículo 6 señala que los nacionales de Chile o de Dinamarca que hayan ingresado al otro país con una visa de vacaciones con permiso de trabajo, deberán cumplir las leyes y normas, respectivamente, de Chile y Dinamarca durante su estadía y no ejercer ningún empleo contrario a los fines de estos sistemas de vacaciones con permiso de trabajo.




El artículo 7 dispone que cualquiera de los Gobiernos podrá rechazar una solicitud en particular, ya sea por motivos de seguridad pública, orden y salud, entre otros.




A continuación, el artículo 8 regula que las disposiciones de este Memorándum se ejecutarán de conformidad con las leyes y reglamentos vigentes en cada país.




El artículo 9 considera que cualquiera de los dos Gobiernos podrá suspender temporalmente la implementación  de los sistemas anteriores, sea en forma parcial o total, por razones de política pública, incluida seguridad pública, orden y salud. Dicha suspensión deberá ser notificada en forma inmediata al otro Gobierno mediante la vía diplomática. 




Finalmente, el artículo 10 trata sobre la ejecución y la modificación del Memorándum.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





La Comisión estimó que el proyecto en estudio es muy positivo para los jóvenes chilenos, pues permite ingresar con más facilidad a Dinamarca. Los Honorables señores Senadores destacaron que el Convenio otorga la posibilidad de pasar períodos prolongados de vacaciones en dicha Nación al mismo tiempo que autoriza a desempeñar algún trabajo durante las mismas.




Asimismo, hicieron presente que la visa tiene un año de validez y que concede permiso de trabajo temporal por un período de seis meses.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, García Huidobro y Pizarro.
- - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos propuestos por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébase el “Memorándum de Entendimiento entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Reino de Dinamarca en Materia de Programa de Vacaciones con Permiso de Trabajo (Working Holiday Programme)”, suscrito en Copenhague, Dinamarca, el 8 de Diciembre de 2008.”.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 14 de octubre de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jorge Pizarro Soto (Presidente accidental), Francisco Chahuán Chahuán y Alejandro García Huidobro Sanfuentes.





Sala de la Comisión, a 14 de octubre de 2014.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario.
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CERTIFICADO DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE UN APORTE DE CAPITAL EXTRAORDINARIO PARA LA CORPORACIÓN NACIONAL DEL COBRE DE CHILE Y LA AUTORIZA PARA CONTRAER ENDEUDAMIENTO
(9.530-08)
Certifico que el día 21 de octubre de 2014, la Comisión de Hacienda sesionó para tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece aporte de capital extraordinario para la Corporación Nacional del Cobre de Chile y la autoriza para contraer endeudamiento, Boletín N° 9.530-08. 

Se hace presente que el proyecto sólo contiene disposiciones de ley común.
Asimismo, debe tenerse presente que, por Acuerdo de la Sala, de fecha 15 de octubre del corriente, el proyecto de ley se encuentra en primer lugar de la tabla del día de hoy.
Esta iniciativa de ley, tiene por objetivo autorizar un aporte de capital extraordinario a la Corporación Nacional del Cobre de Chile (CODELCO), por hasta 3.000 millones de dólares, moneda de los Estados Unidos de América, con el objetivo de apoyar el financiamiento de los proyectos de inversión contenidos en su Plan de Negocios y Desarrollo (PND) para el período 2014–2018. Asimismo, se faculta al Presidente de la República para contraer obligaciones, en el país o en el exterior, en moneda nacional o en monedas extranjeras, hasta por la cantidad de 3.000 millones de dólares.

A la sesión en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, además de sus miembros, del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Alberto Arenas; la Coordinadora Legislativa, señorita Macarena Lobos; los asesores, señores Julio Valladares y Pablo Cañas, y la Coordinadora de Comunicaciones, señora Sandra Novoa.
Del Ministerio de Minería: el Ministro (S), señor Ignacio Moreno; el Jefe de Gabinete del Ministro (S), señor Luis Maturana, y el Asesor Jurídico, señor Cristian Montesinos.
Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el asesor, señor Giovanni Semería.
De la Dirección de Presupuestos, DIPRES: el Jefe de la División de Finanzas Públicas, señor José Pablo Gómez.

De la Corporación Nacional del Cobre de Chile, CODELCO: el Vicepresidente de Administración y Finanzas (S), señor Héctor Espinoza, y la Gerente de Evaluación de Inversiones, señora Paula Aguirre.

Del Instituto Igualdad, la asesora, señorita Lía Arroyo.
De la Biblioteca del Congreso Nacional, el analista, señor Samuel Argüello.
La asesora del Honorable Senador Zaldívar, señorita Martina González.

El asesor del Honorable Diputado Lemus, señor Juan Alberto Molina.
- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: artículos 1° y 2°. 

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: no hubo.

3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: número 1.

4.- Indicaciones rechazadas: no hubo.

5.- Indicaciones retiradas: números 2, 3, 4, 5, 6 y 8.

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: números 7 y 9.
- - -

Durante la discusión en particular del proyecto de ley, la Comisión debatió diversos aspectos de las disposiciones y de las indicaciones presentadas con los representantes del Ejecutivo.

Una vez concluido el debate, los Honorables Senadores señores Coloma y García solicitaron dejar constancia que concurrieron a la aprobación en el entendido que los aportes extraordinarios de capital a CODELCO que se autorizan en el artículo 1° tienen por exclusivo objeto financiar los siete proyectos estructurales contenidos en el Plan de Negocios y Desarrollo 2014 de la empresa estatal. 

Se presentaron 9 indicaciones, todas de los Honorables Senadores señores Coloma y García-Huidobro, las que fueron resueltas de la siguiente forma:

La indicación número 1 fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Las indicaciones números 2, 3, 4, 5, 6 y 8, fueron retiradas por el Honorable Senador señor Coloma.
Las indicaciones números 7 y 9 fueron declaradas inadmisibles por el Presidente de la Comisión en virtud de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.
- - -

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 25 de agosto de 2014, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes
El presente proyecto de ley tiene como objetivo apoyar el financiamiento de los proyectos de inversión contenidos en el Plan de Negocios y Desarrollo para el periodo 2014-2018 de la Corporación Nacional del Cobre de Chile -CODELCO.

En este sentido, el proyecto autoriza al Fisco para que pueda realizar aportes extraordinarios de capital a CODELCO, por un monto de hasta US$ 3.000 millones, moneda de los Estados Unidos de América, desde la entrada en vigencia de la ley y hasta el 28 de febrero del año 2018.

Adicionalmente, el proyecto autoriza a la Presidenta de la República para contraer obligaciones, en el país o en el exterior, en moneda nacional o en monedas extranjeras, hasta por la cantidad de US$ 3.000 millones, moneda de los Estados Unidos de América, en el mismo plazo antes indicado.

Finalmente, el proyecto dispone que el Directorio de CODELCO deberá poner a disposición de la Junta de Accionistas un Informe Anual de Avance del Plan de Negocios y Desarrollo del año 2014, cuyos contenidos serán definidos en Junta Extraordinaria de Accionistas. Los efectos de la presentación de este Informe Anual se presentan en el mismo proyecto de ley.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal
En primer lugar, el artículo 1° del proyecto de ley tiene impacto financiero fiscal, puesto que requiere de una reducción de los recursos disponibles en activos financieros del Tesoro Público, ya sea en moneda nacional o extranjera, para los aportes de capital a CODELCO, en los años en los cuales éstos se realicen. Lo anterior, representa transacciones entre activos financieros del Fisco, por lo que no afectan su patrimonio neto.

En segundo lugar, el artículo 2° tendrá impacto en los ingresos generales de la Nación, al realizar las emisiones de deuda que se autoricen y por los montos que efectivamente se logren de tales emisiones.”.

Se deja constancia del precedente Informe Financiero en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
- - -

MODIFICACIONES

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, con las siguientes modificaciones:
Artículo 3º

Inciso primero

Sustituir la expresión “hasta 2018” por “hasta el año 2018”; reemplazar la frase “deberá poner a disposición de la Junta de Accionistas y de la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados”, por “deberá poner a disposición de la Junta de Accionistas y de las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados”; incorporar, a continuación del guarismo “2014”, un guión (-) seguido del guarismo “2018”, e intercalar, entre la palabra “ejecución” y la frase “y el financiamiento utilizado”, los términos “, desagregado por cada uno de los proyectos estructurales y sus correspondientes inversiones,”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 1)
- - -

De conformidad a las modificaciones precedentemente expuestas, el texto queda como sigue:
PROYECTO DE LEY
“Artículo 1°.- Autorízase, a contar de la entrada en vigencia del artículo siguiente y hasta el 28 de febrero de 2018, al Ministro de Hacienda para que, mediante uno o más decretos expedidos bajo la fórmula "Por Orden del Presidente de la República", efectúe aportes extraordinarios de capital por un monto de hasta 3.000.000.000 de dólares, moneda de los Estados Unidos de América, a la Corporación Nacional del Cobre de Chile, en una o más transferencias, las que se financiarán con activos financieros disponibles en el Tesoro Público, sean estos en moneda nacional o en moneda extranjera.

Artículo 2°.- Autorízase, a contar de la publicación de esta ley y hasta por el mismo plazo a que se refiere el artículo anterior, al Presidente de la República para contraer obligaciones, en el país o en el exterior, en moneda nacional o en monedas extranjeras, hasta por la cantidad de 3.000.000.000 de dólares, moneda de los Estados Unidos de América, que por concepto de endeudamiento se incluirán en los Ingresos Generales de la Nación.

Para los fines de este artículo, se podrá emitir y colocar bonos y otros documentos en moneda nacional o extranjera, los que podrán llevar impresa la firma del Tesorero General de la República.

La autorización que se otorga al Presidente de la República será ejercida mediante decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Hacienda, en los que se identificará el destino específico de las obligaciones que se contraigan e indicará las fuentes de recursos con cargo a los cuales debe hacerse el servicio de la deuda.

Artículo 3°.- A partir de la entrada en vigencia del artículo anterior y hasta el año 2018, el directorio de CODELCO deberá poner a disposición de la Junta de Accionistas y de las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados un informe anual de avance del “Plan de Negocios y Desarrollo 2014-2018”. Dicho informe deberá evacuarse antes del 30 de marzo de cada año y sus contenidos serán definidos en una junta extraordinaria de accionistas realizada, a más tardar, dentro de sesenta días siguientes a la fecha de publicación de esta ley. Sin perjuicio de lo anterior, tal informe deberá dar cuenta, a lo menos, del avance de las inversiones contenidas en dicho Plan al término del año anterior, incluyendo su ejecución financiera, el detalle de los principales componentes de su ejecución, desagregado por cada uno de los proyectos estructurales y sus correspondientes inversiones, y el financiamiento utilizado.

La Junta de Accionistas evaluará el informe anual señalado en el inciso anterior, y lo considerará como antecedente para el pronunciamiento que emita acerca del monto de recursos que la empresa podrá destinar a la formación de fondos de capitalización y reserva para el año respectivo, según lo dispuesto en el artículo 6° del decreto ley N° 1.350, de 1976, del Ministerio de Minería, el que en todo caso, en el período a que se refiere el inciso anterior, no podrá superar los 800.000.000 de dólares, moneda de los Estados Unidos de América.

Por su parte, el Ministerio de Hacienda podrá utilizar dicho informe anual, así como cualquier otro antecedente, incluyendo los que entregue el Ministerio de Minería o los organismos o entidades del sector público que lo  asesoren sobre la materia, para la determinación de el o los montos del aporte de capital a traspasar a la empresa, conforme a lo dispuesto en el artículo 1°.

Con todo, la Corporación Nacional del Cobre deberá presentar a la opinión pública y a las Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía del Senado y de la Cámara de Diputados, un análisis detallado del cumplimiento de las metas durante el período a que se refiere el artículo 1°, respecto de los recursos a que se refiere esta ley y que les sean transferidos.”.
- - -

 Sala de la Comisión, a 21 de octubre de 2014.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES CHAHUÁN Y PROKURICA, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 19.496, SOBRE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES, PARA EXCLUIR A LAS EMPRESAS DE MENOR TAMAÑO DE LA CLASE DE LOS PROVEEDORES QUE DICHO CUERPO LEGAL ESTABLECE

(9.660-03)

Exposición de motivos.
La ley N° 19.496, que establece normas sobre protección a los derechos de los consumidores, publicada el 7 de marzo de 1997 y que ha sido objeto de sucesivas modificaciones, establece en su artículo 1o N° 1, que son consumidores o usuarios “las personas naturales o jurídicas que, en virtud de cualquier acto jurídico oneroso, adquieren, utilizan, o disfrutan, como destinatarios finales, bienes o servicios”
En la parte final de este numeral, se prescribe que “en ningún caso podrán ser considerados consumidores los que de acuerdo al número siguiente deban entenderse como proveedores”.
Por su parte, el N° 2 del mismo artículo 1o define a los proveedores como “las personas naturales o jurídicas, de carácter público o privado, que habitualmente desarrollen actividades de producción, fabricación, importación, construcción, distribución o comercialización de bienes o de prestación de servicios a consumidores, por las que se cobre precio o tarifa”.
Estimamos que debe modificarse lo dispuesto en el N° 1 de este artículo, en lo que respecta a la privación de la calidad de consumidores que se establece cuando deban entenderse como proveedores, por cuanto existen muchas personas que hacen emprendimientos, con forma de microempresas, pequeñas o medianas empresas, que si bien comercializan bienes o prestan servicios a consumidores, a cambio de un precio o tarifa, también deben adquirir bienes o ser prestatarios de servicios para satisfacer a sus usuarios, y en el evento de que tales bienes evidencien fallas o los servicios no cumplan cabalmente con lo contratado, no pueden ejercer sus derechos en igualdad de condiciones que los consumidores particulares.
Tal situación resulta en nuestro concepto discriminatoria para los emprendimientos que hagan diversas personas, ya sea como tales, o con forma legal de personas jurídicas, que ante contingencias como las descritas anteriormente, se ven impedidos de hacer valer sus derechos, debiendo soportar por tanto, las consecuencias económicas que tales eventos les provocan.

Durante el último tiempo nuestras diversas legislaciones se han caracterizado por otorgar el máximo apoyo para las denominadas empresas de menor tamaño, que constituyen alrededor del ochenta por ciento de fuente laboral en nuestro país, por lo que debemos facilitarle su accionar, como factor de desarrollo, y precisamente en ese sentido se orienta ley N° 20.416, publicada el 3 de febrero de 2010, que fija normas especiales para las empresas de menor tamaño.

En tal virtud, consideramos que a este tipo de empresas, no se les debe considerar proveedores, para los efectos de esta ley que establece normas de protección a los consumidores y usuarios, de modo que en tales eventos, puedan ejercer sus derechos en igualdad de condiciones que las personas que no desarrollen estos emprendimientos.
En mérito a lo expuesto, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente
PROYECTO DE LEY:
Artículo único: Modifíquese el número 1 del artículo 1o de la ley N° 19.496, sobre protección a los derechos de los consumidores, reemplazándose la oración “En ningún caso podrán ser considerados consumidores los que de acuerdo al número siguiente deban entenderse como proveedores”, por la siguiente:
“No se considerarán consumidores los que de acuerdo al número siguiente deban entenderse como proveedores, salvo que se trate de empresas de menor tamaño, definidas en el artículo 2o de la ley N° 20.416”.

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES ESPINA, ALLAMAND, CHAHUÁN, GARCÍA Y PROKURICA, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO QUE SUSTITUYE EL TEXTO DE LA LEY N° 18.314, QUE DETERMINA LAS CONDUCTAS TERRORISTAS Y FIJA SU PENALIDAD, A FIN DE DAR MAYOR PROTECCIÓN A LA CIUDADANÍA Y FORTALECER LA PAZ SOCIAL

(9.669-07)

I. FUNDAMENTOS DEL PROYECTO

El artículo 9 de nuestra Constitución Política de la República señala que el terrorismo “en cualquiera de sus formas” es por esencia contrario a los derechos humanos. Lo anterior, ya que el terrorismo constituye un grave fenómeno delictivo que preocupa profundamente a todos, atenta contra la democracia, impide el goce de los derechos humanos y las libertades fundamentales, amenaza la seguridad del país, desestabilizando y socavando las bases de la sociedad, y afecta seriamente el desarrollo económico, social y cultural.
Ratifica lo anterior el informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación (Informe Rettig), entregado el 8 de Febrero de 1991 al ex Presidente de la República don Patricio Aylwin Azócar, al sostener que “a juicio de la Comisión, estas razones explican que el Decreto que la creó califique de violaciones a los derechos humanos no sólo ciertos actos cometidos por agentes del Estado, sino que también otros perpetrados por particulares que actúan bajo pretextos políticos”, entre otros.
Agrega, al referirse a las distintas formas de violaciones a los derechos humanos, que “g) Actos terroristas: La Comisión ha examinado y calificado de violación de derechos humanos numerosos casos de muertes cometidos por particulares por motivos o bajo pretextos políticos.  Tales hechos han sido calificados, además, como actos terroristas, si se trata de atentados contra víctimas indiscriminadas, como ser la colocación de explosivos en un lugar frecuentado por el público o el derribamiento deliberado de cables de alta tensión con la intención de (o sin importar que) mueran electrocutados vecinos o transeúntes.  Se ha calificado también como actos terroristas los ataques selectivos, a mansalva o sobre seguro, en contra de agentes del Estado”.
A principios de la década de los 90, el entonces Presidente de la República, don Patricio Aylwin Azócar, envió al Congreso Nacional una reforma completa de la legislación sobre la materia, en una de las denominadas “Leyes Cumplido” que apuntaba a dotar al Estado de una normativa legitimada democráticamente para hacer frente a grupos terroristas. Fue justamente esa Ley Antiterrorista la que contribuyó significativamente a detenerlos y desarticularlos.
Como consecuencia de la reforma aprobada en el año 1991, sólo quedaron vigentes el artículo 4° y el artículo transitorio de la antigua ley antiterrorista del año 1984, legitimando democráticamente una legislación muy necesaria para hacer frente al fenómeno del terrorismo.
La última reforma relevante fue el año 2010, con la Ley N° 20.467, bajo el Gobierno del Presidente Sebastián Piñera y que tuvo por objeto eliminar aquella parte del artículo 1° de la Ley N°  18.314 que contenía una presunción legal del elemento subjetivo del tipo terrorista, elemento fundamental en la ley chilena para distinguir la conducta de carácter terrorista de la que no lo era y que generaba controversia, ya que se sostenía que vulneraba el principio de la legalidad y el de la presunción de inocencia.
Este año, la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, Miembros y Activistas del Pueblo Indígena Mapuche) V/S Chile, sentenció a nuestro país a una serie de prestaciones en favor de los denunciantes y en cuyo corazón se encontraba justamente el haber aplicado en su momento la antigua normativa del artículo 1° de la ley Antiterrorista recién mencionada que ya había sido reformada.  Sin embargo, respecto de su legitimidad democrática o de su contenido actual no hubo observación alguna de modificaciones legales, validándola en ese sentido.

II. SITUACIÓN DEL DERECHO COMPARADO Y EL DERECHO INTERNACIONAL

En primer lugar, tal como lo señala el Informe sobre Terrorismo y Derechos Humanos de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante CIDH), «El terrorismo está lejos de ser un fenómeno nuevo… [No obstante] su tratamiento como materia del derecho internacional es de origen más reciente». En efecto, no existe aún un consenso internacional acerca de la definición de terrorismo y, menos aún, de su tipo. Ha de tenerse en consideración lo señalado por el profesor Michael Riesman, en lo referente a que «el encargado de elaborar las políticas y los asesores deben evitar una definición a priori demasiado estrechamente delimitada» (pág. 12). 
A pesar de no haber una definición en el sentido estricto del término, existe, empero, un estándar internacional, y tal es la definición práctica que la Asamblea General de las Naciones Unidas ha elaborado a los efectos de sus distintas resoluciones y declaraciones sobre medidas tendientes a la eliminación del terrorismo, a saber: «Los actos criminales con fines políticos concebidos o planeados para provocar un estado de terror en la población en general, en un grupo de personas o en personas determinadas (que) son injustificables en todas las circunstancias, cualesquiera sean las consideraciones políticas, filosóficas, ideológicas, raciales, étnicas, religiosas o de cualquier otra índole que se hagan valer para justificarlos». Así, y tal como lo señala la CIDH, «los incidentes terroristas pueden describirse en términos de a) la naturaleza e identidad de quienes perpetran el terrorismo; b) la naturaleza e identidad de las víctimas del terrorismo; c) los objetivos del terrorismo y d) los medios empleados para perpetrar la violencia del terror». En este sentido, la Organización de Naciones Unidas ha aprobado una serie de tratados internacionales en materia de terrorismo, entre los cuales se pueden mencionar el Convenio Internacional para la Represión de los Atentados Cometidos con Bombas, el Convenio Internacional para la represión de la financiación del terrorismo, la Convención Internacional contra la toma de rehenes, la Resolución n.° 1373 (2001) y la Resolución n.° 49/60. En el mismo sentido se dirigen dos convenciones de la Organización de Estados Americanos sobre la materia: la Convención para prevenir y sancionar los actos de terrorismo configurados en delitos contra las personas y la extorsión conexa cuando estos tengan trascendencia internacional. El año 2002, por su parte, se aprobó la Convención Interamericana contra el terrorismo. Similares disposiciones han adoptado la Organización de la Unidad Africana, el Consejo de Europa, la Unión Europea —que, en la Decisión Marco del Consejo de la Unión Europea sobre la lucha contra el terrorismo, de 13 de junio de 2012, unifica la definición de delitos de terrorismo en todos los Estados miembros mediante la introducción de una definición común y específica y, tal como sucede con la legislación chilena, dicho concepto de terrorismo es una combinación de dos elementos: uno objetivo y otro subjetivo—, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
El tipo penal del terrorismo en el Derecho Comparado supone, por un lado, la concurrencia de una conducta determinada y, por el otro, que estén presentes una o más circunstancias o elementos relativos a la comisión del hecho ilícito. De este modo, la tendencia internacional y los principios generales del Derecho Penal sobre el delito de terrorismo indican que siempre estarán presentes figuras delictivas ya descritas en la ley penal ordinaria, las que, cometidas con la concurrencia de otros elementos o circunstancias determinadas (el énfasis es nuestro), van a configurar, específicamente, un delito distinto y de mayor gravedad, denominado terrorismo. Así, los ordenamientos jurídicos consideran como conductas terroristas, en general, el homicidio, las lesiones, el secuestro o toma de rehenes, la extorsión, la fabricación de armas, el incendio y la inundación o explosiones cuyo efecto sea poner en riesgo la vida de las personas, entre otros, siempre que en el delito concurra, además alguno de los siguientes elementos: 1) Que se base en motivaciones políticas, ideológicas, religiosas o étnicas; 2) Que sea cometido fuera de un conflicto armado; 3) Que desestabilicen o destruyan seriamente las estructuras fundamentales políticas, constitucionales, económicas o sociales de un país; 4) Que creen temor grave en una persona, grupo o en la población general; 5) Que se intente intimidar a la población o una parte de ella o que, a través de esa intimidación se busque obtener, ilegítimamente, una decisión de la autoridad. Este tipo de aproximación al tipo penal del terrorismo en el Derecho Comparado puede apreciarse en, por ejemplo, España, Francia, Australia, Argentina, Costa Rica, Ecuador y México. 
En Chile, el actual texto del artículo 1° de la Ley Antiterrorista establece: «Constituirán delitos terroristas los enumerados en el artículo 2°, cuando el hecho se cometa con la finalidad de producir en la población o en una parte de ella el temor justificado de ser víctima de delitos de la misma especie, sea por la naturaleza y efectos de los medios empleados, sea por la evidencia de que obedece a un plan premeditado de atentar contra una categoría o grupo determinado de personas, sea porque se cometa para arrancar o inhibir resoluciones de la autoridad o imponerle exigencias». A partir del tenor de la norma, se puede inferir que el legislador chileno optó por la fórmula consistente en tomar ciertas hipótesis delictuales comunes graves, a las cuales, añadido el denominado «dolo terrorista», se les podrá dar el tratamiento establecido en la Ley N° 18.314 y, en consecuencia, como efecto más relevante, aplicar una pena más elevada. 

Sin lugar a dudas, desde el punto de vista nacional e internacional existe una condena total al terrorismo en cualquiera de sus formas por violar gravemente los derechos humanos, tal como se expresó al comienzo de los fundamentos de este proyecto.

Sin perjuicio de lo señalado precedentemente, los hechos han demostrado que su aplicación actual ha tenido enormes dificultades por el alto estándar probatorio materializado en el dolo terrorista y por la necesidad de herramientas eficaces de investigación.

En efecto, han existido una serie de actos terroristas en el país, más de 200 explosiones de bombas, la más reciente en las cercanías del Metro Escuela Militar donde resultaron lesionadas 14 personas. Esto ha dejado al descubierto la necesidad manifiesta de perfeccionar nuestra legislación en materia de delitos terroristas y su penalidad, adecuándola a los estándares internacionales existentes en la materia, introduciendo un conjunto de técnicas investigativas que ya han sido incorporadas en la Ley N° 20.000 que sanciona el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas y en la Ley N° 19.913 sobre Lavado y Blanqueo de Activos. Lo anterior, sin perjuicio de mantener aquellas normas de la ley vigente que son compatibles con el nuevo diseño propuesto.

III. OBJETIVOS DEL PROYECTO

El proyecto de ley tiene por finalidad actualizar y perfeccionar la ley que tipifica las conductas terroristas, incorporando una definición que sea clara pero que contemple una adecuada sanción a los delitos terroristas. Asimismo, se incorporan métodos investigativos apropiados para la pronta detección de cualquier tipo de atentado terrorista, la desarticulación y neutralización de las organizaciones ilícitas terroristas y el control sobre actividades sospechosas de financiamiento del terrorismo, adecuando la normativa a los estándares internacionales.

IV. CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY

1.-
Definición de conducta terrorista

El nuevo artículo 1° propuesto, incorpora elementos subjetivos y objetivos que permiten calificar una conducta como terrorista. Entre los primeros, además de la finalidad de causar temor y la de arrancar resoluciones de la autoridad se agrega las de desestabilizar el orden constitucional democrático. Dentro de las segundas, se incorporan las circunstancias de existir un plan premeditado para dañar a un grupo determinado de personas, la utilización de medios que produzcan daño indiscriminado, como las armas nucleares o biológicas y la utilización de explosivos capaces de afectar la vida o integridad física de un número indeterminado de personas.

En su artículo 2° la propuesta de ley establece un catálogo de delitos comunes con la innovación que las conductas que antes no constituían delitos autónomos son incorporadas al Código Penal o a leyes especiales. Así, se incorporan los nuevos artículos 341 bis y 403 bis al Código Penal y el artículo 14 bis de la Ley de Control de Armas, además del atentado contra autoridades.

Lo anterior permite que toda conducta base para el terrorismo tenga una penalidad asociada y el hecho de calificarla como tal signifique una agravación en su sanción por el alto reproche social y daño a la paz social que tales conductas representan.

Por otro lado, se mantiene la exclusión de la aplicación de la legislación antiterrorista de los menores de edad y se regula la rebaja de penas para quienes cooperen de manera efectiva en la prevención de estos hechos. Asimismo, se tipifica de manera efectiva el delito de financiamiento del terrorismo, sancionando a quienes soliciten, recauden o provean fondos para este fin.

2.-
Modificaciones relativas a la jurisdicción y al procedimiento

Se propone un capítulo completo que regulan y amplían las actuaciones del Ministerio Público en la investigación de estos delitos, manteniendo siempre un adecuado control judicial para aquellas medidas que puedan afectar derechos o libertades de las personas. Así, se le permite acceder de manera expedita a documentación que obre en poder de auxiliares de la administración de justicia y se le autoriza para tomar medidas en caso de existir peligro para agentes o testigos.
Asimismo, se agregan medidas cautelares especiales como el arraigo nacional y cautelares reales que permitan evitar la consecución del objetivo terrorista o la fuga de los imputados.

Por otra parte, y basado en el mensaje originalmente ingresado por el Gobierno del Presidente Sebastián Piñera el año 2010, se introduce la figura de los agentes encubiertos e informantes, como un medio idóneo y eficaz para penetrar agrupaciones ilícitas con fines terroristas y detectar a sus partícipes o suministrar la información necesaria para la detección de acciones encaminadas a la planificación de atentados con carácter terrorista.
Se incorporan también las técnicas de entregas vigiladas y transacciones de armamentos y explosivos destinadas a la perpetración de atentados terrorista. Con esta medida se busca individualizar a las personas que participen en la ejecución de tales hechos, conocer sus planes y determinar sus responsabilidades. 
El proyecto incorpora adicionalmente reglas sobre cooperación y asistencia internacional destinadas al éxito de las investigaciones sobre los delitos que son materia de esta ley, de acuerdo con lo pactado en convenciones o tratados internacionales celebrados por Chile.

3.- Modificaciones a otras leyes y derogación de la ley N°18.314.
Finalmente, como ya se mencionó, la presente moción tipifica en distintos cuerpos legales todas las conductas base del terrorismo, las cuales reciben una sanción con independencia de su calificación terrorista. Como consecuencia de lo anterior, se propone modificar la actual Ley antiterrorista, Ley N°18.314, para sustituir su contenido por el que se propone.

Por todo lo anterior, propongo al H. Senado el siguiente

PROYECTO DE LEY

Artículo Primero.- Sustitúyese los artículos 1° y siguientes de la ley N°18.314, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad, por los siguientes:

“CAPITULO I

De las conductas terroristas y su penalidad

Artículo 1°.- Constituirán delitos terroristas los enumerados en el inciso 1° del artículo 2º, cuando el hecho se cometa concurriendo al menos una de las circunstancias siguientes: 
a)
Con la finalidad de producir en la población o en una parte de ella el temor justificado de ser víctima de delitos de la misma especie;
b)
Con la finalidad de desestabilizar el orden constitucional democrático;
c)
Para arrancar o inhibir resoluciones de la autoridad o imponerle exigencias;
d)
Obedeciendo a un plan determinado de atentar contra una categoría o grupo determinado de personas;
e)
Empleando artificios nucleares, bacteriológicos o químicos que por su naturaleza puedan afectar a un número indeterminado de personas; o
f)
Empleando bombas, explosivos o medios de alto poder destructivo que afecten o puedan afectar la vida o integridad física de un número indeterminado de personas, en los delitos señalados en los numerales 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8 y 10, del artículo siguiente.

Artículo 2°.- Constituirán delitos terroristas, cuando cumplieren lo dispuesto en el artículo anterior: 
1.- Los de homicidio sancionados en el artículo 391 del Código Penal;
2.- Los de lesiones establecidos en los artículos 395, 396, 397 y 398 del Código Penal; 
3.- Los de secuestro y de sustracción de menores castigados en los artículos 141 y 142 del Código Penal; 
4.- Los de incendio y estragos, descritos en los artículos 474, 475, 476 y 480 del Código Penal.
5.- Los delitos contra la salud pública de los artículos 315 y 316 del Código Penal;
6.- El atentado en contra de la vida o la integridad corporal del Jefe del Estado o de otra autoridad política, judicial, militar, policial o religiosa, o de personas internacionalmente protegidas; 
7.- Los de apoderarse o atentar en contra de vehículos de transporte o de carga previstos en el artículo 341 bis del Código Penal.
8.- El envío de cartas o encomiendas explosivas del artículo 403 bis del Código Penal;
9.- El de colocar, enviar, activar, arrojar, detonar, disparar o hacer explosionar bombas o artefactos explosivos, incendiarios, tóxicos, corrosivos o infecciosos del artículo 14 bis de la ley N° 17.798, sobre control de armas, cuando se cometan con algunas de las circunstancias en las letras a), b), c) y d)del artículo anterior; 
10. La asociación ilícita cuando tenga por objeto la comisión de delitos que deban calificarse como terroristas conforme a los números anteriores y al artículo 1º.
Constituirá también delito terrorista el señalado en el número 9 del inciso anterior, si en su comisión se afectare o se pudiere afectar la vida o integridad física de un número indeterminado de personas, aun cuando no concurra ninguna de las circunstancias de las letras a), b), c) y d) del artículo 1°.

Artículo 3°.- Los delitos señalados en los números 1.- a 9.-, ambos inclusive, del artículo 2° serán sancionados con las penas previstas para ellos en el Código Penal, en la Ley N° 12.927 o en la ley N° 17.798 sobre control de armas, en sus respectivos casos, aumentadas en uno, dos o tres grados. Con todo, en el caso de los numerales 1º y 2º del artículo 476 del Código Penal, la pena se aumentará en uno o dos grados, y en el caso del numeral 3º del artículo 476, se aplicarán las sanciones previstas en dicha disposición, con excepción de la pena de presidio mayor en su grado mínimo.
La asociación ilícita para la comisión de actos terroristas será penada conforme a los artículos 293 y 294 del Código Penal, y las penas allí previstas se aumentarán en dos grados, en los casos del artículo 293 y en un grado en los del artículo 294. Será también aplicable lo dispuesto en el artículo 294 bis del mismo Código.
En caso de reunirse en un mismo hecho dos o más circunstancias de las mencionadas en el Art. 1°, se impondrá el máximo de la pena correspondiente.
Las penas impuestas en todos los casos anteriores o por los delitos de los artículos 7° y 8° no podrán ser sustituidas por ninguna de las establecidas en la Ley N° 18.216, salvo en caso de aplicarse lo dispuesto en el artículo 6°. Se aplicarán siempre las inhabilidades a que se refiere el artículo 9 de la Constitución Política de la República.

Artículo 4°.- Para efectuar el aumento de penas contemplado en el artículo precedente, el tribunal determinará primeramente la pena que hubiere correspondido a los responsables, con las circunstancias del caso, como si no se hubiere tratado de delitos terroristas, y luego la elevará en el número de grados que corresponda.

Artículo 5°.- Para la determinación de las penas que corresponda aplicar a los menores de 18 años en conformidad a la ley N° 20.084, no se considerarán las sanciones establecidas en la presente ley, sino las previstas en el Código Penal o en las respectivas leyes especiales. Lo anterior es sin perjuicio de las penas que conforme a esta ley deban imponerse a las personas mayores de edad que sean autores, cómplices o encubridores del mismo hecho punible. 

Artículo 6°.- Podrá disminuirse la pena hasta en dos grados respecto de quienes llevaren a cabo acciones tendientes directamente a evitar o aminorar las consecuencias del hecho incriminado, o dieren informaciones o proporcionaren antecedentes que sirvieren efectivamente para impedir o prevenir la perpetración de otros delitos terroristas, o bien, para detener o individualizar a responsables de esta clase de delitos.

Artículo 7º.- La tentativa de cometer alguno de los delitos a que se refiere esta ley se castigará con la pena asignada al respectivo ilícito terrorista, rebajada en uno o dos grados. 

La conspiración para cometer alguno de esos delitos se sancionará con la pena señalada por la ley al delito rebajada en dos grados. 
La amenaza seria y verosímil de cometer alguno de los delitos mencionados en esta ley será sancionada con las penas de la tentativa del delito respectivo, sin efectuarse los aumentos de grados señalados en el artículo 3º. Lo expuesto precedentemente no tendrá lugar si el hecho mereciere mayor pena de acuerdo al artículo 296 del Código Penal.

Artículo 8º.- El que por cualquier medio, directa o indirectamente, solicite, recaude o provea fondos con la finalidad de que se utilicen en la comisión de cualquiera de los delitos terroristas señalados en el artículo 2º, será castigado con la pena de presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo, a menos que en virtud de la provisión de fondos le quepa responsabilidad en un delito determinado, caso en el cual se le sancionará por este último título, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 294 bis del Código Penal.

CAPITULO II
Normas de procedimiento

1.- Disposiciones generales sobre la investigación.

Artículo 9°.- Las investigaciones a que dieren lugar los delitos previstos en esta ley se iniciarán de oficio por el Ministerio Público o por denuncia o querella, de acuerdo con las normas generales.

También podrán iniciarse por querella del Ministerio del Interior, de los Intendentes Regionales, de los Gobernadores Provinciales y de los Comandantes de Guarnición.

Artículo 10.- El Ministerio Público podrá efectuar indagaciones y actuaciones en el extranjero dirigidas a recoger antecedentes acerca de hechos constitutivos de alguno de los delitos contemplados en la presente ley, pudiendo solicitar directamente asesoría a las representaciones diplomáticas y consulares chilenas.

Artículo 11.- El Ministerio Público deberá requerir autorización judicial previa para la realización de cualquier actuación del procedimiento que, conforme al artículo 9° del Código Procesal Penal, requiera dicha autorización.

Artículo 12.- Los notarios, conservadores, archiveros y demás funcionarios públicos deberán entregar al Ministerio Público, en forma expedita y rápida, los informes, documentos, copias de instrumentos y datos que se les soliciten.

El otorgamiento de los antecedentes mencionados en este artículo será gratuito y libre de toda clase de derechos e impuestos.

El que se resista o se niegue injustificadamente a entregar al Ministerio Público los informes, documentos y demás antecedentes que se le soliciten en conformidad al presente artículo, será castigado con la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo.

Artículo 13.- Sin necesidad de autorización judicial previa, el fiscal podrá requerir a terceros la entrega voluntaria de todos los antecedentes, informaciones y datos que hayan sido recopilados y que digan relación con la identidad y actividades de las personas sospechosas de haber cometido los delitos previstos en esta ley, ya sea que consten en sistemas de grabación, informáticos o en cualquier otro soporte. En caso de negativa del tercero, el juez de garantía podrá autorizar al fiscal para exigir la entrega.
Artículo 14.-Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 182 del Código Procesal Penal, cuando se trate de la investigación de los delitos a que se refiere esta ley, si el Ministerio Público estimare que existe riesgo para la seguridad de los agentes encubiertos, informantes, testigos, peritos y, en general, de quienes hayan cooperado eficazmente en el procedimiento, podrá disponer que determinadas actuaciones, registros o documentos sean mantenidos en secreto respecto de uno o más intervinientes, en los términos que dispone la citada norma. En estos casos, el plazo establecido en el inciso tercero del artículo 182 del Código Procesal Penal podrá ampliarse hasta por un total de seis meses. 
Además, deberá adoptar medidas para garantizar que el término del secreto no ponga en riesgo la seguridad de las personas mencionadas en el inciso anterior.
Artículo 15.- Las diligencias ordenadas por el Ministerio Público, y autorizadas por el Juez de Garantía cuando corresponda, serán cumplidas por las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, separada o conjuntamente, según lo disponga la respectiva comunicación, o resolución en su caso.
Artículo 16.- Con la autorización del Juez de Garantía, otorgada de conformidad al artículo 236 del Código Procesal Penal, el Ministerio Público podrá, sin comunicación previa al afectado, recoger e incautar la documentación y los antecedentes necesarios para la investigación de los hechos, en caso de aparecer indicios graves que de esta diligencia pudiere resultar el descubrimiento o la comprobación de algún hecho o circunstancia importante para aquélla. Se aplicará, al efecto, lo dispuesto en los artículos 216 y 221 del Código Procesal Penal.

2.- Medidas cautelares
Artículo 17.- Siempre que las necesidades de la investigación así lo requieran, a solicitud del fiscal y por resolución fundada, el Juez de Garantía podrá ampliar hasta por diez días los plazos para poner al detenido a su disposición y para formalizar la investigación.
En la misma resolución que amplíe el plazo, el Juez de Garantía ordenará que el detenido ingrese en un recinto penitenciario y que el detenido sea examinado por el médico que el juez designe, el cual deberá practicar el examen e informar al tribunal el mismo día de la resolución. El nombramiento en ningún caso podrá recaer en un funcionario del organismo policial que hubiere efectuado la detención o en cuyo poder se encontrare el detenido.
La negligencia grave del juez en la debida protección del detenido será considerada como infracción a sus deberes, de acuerdo con el artículo 324 del Código Orgánico de Tribunales.

El juez podrá revocar en cualquier momento la autorización que hubiere dado y ordenar que se ponga al detenido inmediatamente a su disposición y se formalice la investigación dentro de tercero día contado desde la detención o, si este plazo ya hubiere transcurrido, dentro de las veinticuatro horas siguientes.

Artículo 18.-Durante la audiencia de formalización de la investigación o una vez formalizada ésta, si se decretare la prisión preventiva del imputado, el Ministerio Público podrá pedir al Juez de Garantía que decrete, además, por resolución fundada, restricciones al régimen de visitas. La resolución que las imponga sólo será apelable en el efecto devolutivo.
Dichas medidas de restricción no podrán afectar la comunicación del imputado con sus abogados y 
Artículo 19.- El Ministerio Público podrá solicitar al Juez de Garantía que decrete las siguientes medidas cautelares, antes de la formalización de la investigación y sin comunicación previa al afectado:
a) impedir la salida del país de quienes, a lo menos, se sospeche fundadamente que están vinculados a alguno de los delitos previstos en esta ley, por un período máximo de sesenta días. Para estos efectos, deberá comunicar la prohibición y su alzamiento a la Policía de Investigaciones y a Carabineros de Chile. En todo caso, transcurrido este plazo, la medida de arraigo caducará por el solo ministerio de la ley, de lo cual deberán tomar nota de oficio los organismos señalados; y 
b) ordenar cualquier medida cautelar real que sea necesaria para evitar el uso, aprovechamiento o circulación de toda clase de bienes, valores o dineros destinados a la comisión de alguno de los delitos previstos en la presente ley o provenientes de los hechos investigados, por un período máximo de sesenta días. Para estos efectos, y sin perjuicio de las demás facultades conferidas por la ley, el juez podrá decretar, entre otras medidas cautelares, la prohibición de celebrar determinados actos y contratos y su inscripción en toda clase de registros; retener en bancos o entidades financieras depósitos de cualquiera naturaleza que sean; impedir transacciones de acciones, bonos o debentures y, en general, cuanto conduzca a evitar la conversión del provecho ilícito en actividades que oculten o disimulen su origen delictual. En todo caso, transcurrido este plazo, la medida caducará por el solo ministerio de la ley, de lo cual deberán tomar nota de oficio los organismos señalados, sin perjuicio de la facultad del Ministerio Público de mantener o renovar estas medidas una vez formalizada la investigación.

3.- Restricción de comunicaciones y otros medios técnicos de investigación

Artículo 20.- Las medidas de retención e incautación de correspondencia, obtención de copias de comunicaciones o transmisiones, interceptación y grabación de comunicaciones telefónicas u otra forma de comunicación, se podrán aplicar respecto de todos los delitos previstos en esta ley y cualquiera sea la pena que merecieren, de conformidad a las disposiciones pertinentes del Código Procesal Penal. Asimismo, podrán utilizarse los otros medios técnicos de investigación a que se refiere el artículo 226 del Código Procesal Penal en la investigación de cualquier delito establecido en la presente ley.
Sin perjuicio de lo anterior, no regirá lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 222 de ese Código, en cuanto a indicar circunstanciadamente el nombre y dirección del afectado por la medida, siendo suficiente consignar las circunstancias que lo permitan individualizar o determinar.
Asimismo, no obstante lo prevenido en el artículo 167 de dicho Código, si las diligencias ordenadas no dieren resultado, el fiscal podrá archivar provisionalmente, por una sola vez, la investigación hasta que aparezcan mejores y nuevos antecedentes.

4.- Del agente encubierto, del informante y de las entregas vigiladas o controladas
Artículo 21.- El Ministerio Público podrá autorizar a funcionarios policiales para que se desempeñen como agentes encubiertos y, a propuesta de dichos funcionarios, para que determinados informantes de esos servicios actúen en esa calidad.
Agente encubierto es el funcionario policial que oculta su identidad oficial y se involucra o introduce en las organizaciones delictuales o en meras asociaciones o agrupaciones con propósitos delictivos, con el objetivo de identificar a los participantes, reunir información y recoger antecedentes necesarios para la investigación.
El agente encubierto podrá tener una historia ficticia. La Dirección Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación y los demás órganos públicos que requiera el Ministerio Público deberán otorgar los medios necesarios para la oportuna y debida materialización de ésta.
Además, el Ministerio Público podrá introducir informaciones en bases de datos comerciales u otras, en registros o páginas electrónicas y podrá realizar otras acciones tendientes a dar verosimilitud a la historia ficticia del agente encubierto, manteniendo un registro privado de todas las medidas adoptadas, las que deberá dejar sin efecto una vez concluida la investigación, sin perjuicio de proteger la identidad del agente encubierto de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5.
Informante es quien suministra antecedentes a los organismos policiales acerca de la preparación o comisión de un delito o de quienes han participado en él, o que, sin tener la intención de cometerlo y con conocimiento de dichos organismos, participa en los términos señalados en alguno de los incisos anteriores.
El agente encubierto y el informante, en sus actuaciones de tales, estarán exentos de responsabilidad criminal por aquellos delitos en que deban incurrir o que no hayan podido impedir, siempre que sean consecuencia necesaria del desarrollo de la investigación y guarden la debida proporcionalidad con la finalidad de la misma.

Artículo 22.- El Ministerio Público podrá autorizar que los envíos ilícitos o sospechosos de armas, municiones, sustancias explosivas o incendiarias u otros objetos o instrumentos que hubieren servido o pudieren servir para la comisión de alguno de los delitos sancionados en esta ley y los efectos de tales delitos, se trasladen, guarden, intercepten o circulen dentro del territorio nacional, salgan de él o entren en él, bajo la vigilancia o el control de la autoridad correspondiente, con el propósito de individualizar a las personas que participen en la ejecución de tales hechos, conocer sus planes, evitar el uso ilícito de las especies referidas o prevenir y comprobar cualquiera de tales delitos.
Se utilizará esta técnica de investigación cuando se presuma fundadamente que ella facilitará la individualización de otros partícipes, sea en el país o en el extranjero, como, asimismo, el cumplimiento de alguno de los fines descritos en el inciso anterior.
Cuando los objetos, instrumentos y efectos del delito se encuentren en zonas sujetas a la potestad aduanera, el Servicio Nacional de Aduanas observará las instrucciones que imparta el Ministerio Público para los efectos de aplicar esta técnica de investigación.
El Ministerio Público podrá disponer en cualquier momento la suspensión de la entrega vigilada o controlada y solicitar al Juez de Garantía que ordene la detención de los partícipes y la incautación de los objetos y demás instrumentos, si las diligencias llegaren a poner en peligro la vida o integridad de los funcionarios, agentes encubiertos o informantes que intervengan en la operación, la recolección de antecedentes importantes para la investigación o el aseguramiento de los partícipes. Lo anterior es sin perjuicio de que, si surgiere ese peligro durante las realización de las diligencias, los funcionarios policiales encargados de la entrega vigilada o controlada apliquen las normas sobre detención en caso de flagrancia.
El Ministerio Público deberá adoptar todas las medidas necesarias para vigilar las especies y bienes a que se alude en el inciso primero, como, asimismo, para proteger a todos los que participen en la operación. En el plano internacional, la entrega vigilada o controlada se adecuará a lo dispuesto en los acuerdos o tratados internacionales.
Sin perjuicio de las facultades que se le confieren en el artículo 34, el Ministerio Público podrá solicitar a las autoridades policiales y judiciales extranjeras, directamente y sin sujeción a lo dispuesto en los incisos primero y segundo del artículo 76 del Código de Procedimiento Civil, la remisión de los elementos de convicción necesarios para acreditar el hecho delictuoso y las responsabilidades penales investigadas en el país, de conformidad a los convenios y tratados internacionales vigentes, como asimismo, otorgar a dichas autoridades extranjeras tales antecedentes o elementos de convicción.

5.- Protección de testigos, peritos, agentes encubiertos, cooperador eficaz, y personas que se encuentren en el caso del artículo 9°

Artículo 23.- Sin perjuicio de las reglas generales sobre protección a los testigos y peritos contempladas en el Código Procesal Penal, en cualquier etapa del procedimiento, cuando el Ministerio Público estimare, por las circunstancias del caso, que existe peligro grave para la vida o la integridad física de un testigo o de un perito, de un informante o de un agente encubierto y, en general de quienes hayan colaborado eficazmente en el procedimiento, en los términos del artículo 6°, como asimismo de su cónyuge, ascendientes, descendientes, hermanos u otras personas a quienes se hallaren ligados por relaciones de afecto, dispondrá, de oficio o a petición de parte, las medidas especiales de protección que resulten adecuadas.

Para proteger la identidad de los que intervengan en el procedimiento, su domicilio, profesión y lugar de trabajo, el fiscal podrá aplicar medidas tales como:
a) que no consten en los registros de las diligencias que se practiquen su nombre, apellidos, profesión u oficio, domicilio, lugar de trabajo, ni cualquier otro dato que pudiera servir para la identificación de los mismos, pudiéndose utilizar una clave u otro mecanismo de verificación, para esos efectos;
b) que su domicilio sea fijado, para efectos de notificaciones y citaciones, en la sede de la fiscalía o del tribunal, debiendo el órgano interviniente hacerlas llegar reservadamente a su destinatario; y 
c) que las diligencias que tengan lugar durante el curso de la investigación, a las cuales deba comparecer el testigo o perito protegido, se realicen en un lugar distinto de aquél donde funciona la fiscalía y de cuya ubicación no se dejará constancia en el registro respectivo.

Artículo 24.- Dispuesta que sea la medida de protección de la identidad a que se refiere el artículo anterior, el tribunal, sin audiencia de los intervinientes, deberá decretar la prohibición de revelar, en cualquier forma, la identidad de testigos, peritos, informantes, agentes encubiertos y cooperadores eficaces que han recibido la protección, o los antecedentes que conduzcan a su identificación. Asimismo, deberá decretar la prohibición para que sean fotografiados, o se capte su imagen a través de cualquier otro medio. Lo expuesto en este inciso se aplicará también respecto del cónyuge, ascendientes, descendientes, hermanos u otras personas a quienes se hallaren ligados por relaciones de afecto de los sujetos antes mencionados, cuando la protección recaiga sobre personas determinadas.
La infracción de estas prohibiciones será sancionada con la pena de reclusión menor en su grado medio a máximo, tratándose de quien proporcionare la información. En caso de que la información así obtenida por algún medio de comunicación social, fuere difundida por el mismo, se impondrá, además, a su director, una multa de ochenta a cien unidades tributarias mensuales.

Artículo 25.- Las declaraciones del cooperador eficaz, de los agentes encubiertos, informantes y, en general, de testigos y peritos, cuando se estimare necesario para proteger su seguridad personal, podrán ser recibidas anticipadamente en conformidad con el artículo 191 del Código Procesal Penal. En este caso, el Juez de Garantía podrá disponer que los testimonios de estas personas se presten por cualquier medio idóneo que impida su identificación física.
Este mismo sistema de declaración protegida podrá disponerse por el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal, cuando haya de recibirse o incorporarse en la audiencia de juicio la declaración de alguna de las personas mencionadas en el inciso anterior.
Si las declaraciones se han de prestar de conformidad a los incisos precedentes, el tribunal deberá comprobar en forma previa la identidad de quien declara, en particular los antecedentes relativos a sus nombres y apellidos, edad, lugar de nacimiento, estado civil, profesión, industria o empleo y residencia o domicilio. Consignada en el registro tal comprobación, el tribunal podrá resolver que se excluya del debate cualquier referencia a la identidad que pudiere poner en peligro la protección de ésta.
En ningún caso la declaración de cualquier testigo o perito protegido podrá ser recibida e introducida al juicio sin que la defensa haya podido ejercer su derecho a contrainterrogarlo personalmente, con los resguardos contemplados en los incisos precedentes. El defensor podrá dirigir al testigo o perito protegido las interrogaciones tendientes a establecer su credibilidad o acreditación y a esclarecer los hechos sobre los cuales depone, siempre que dichas preguntas no impliquen un riesgo de revelar su identidad. Lo expuesto en este inciso se aplicará también al cooperador eficaz ya los agentes encubiertos.
Dispuesta por el fiscal la protección de la identidad de los testigos, agente encubierto, informante o cooperador eficaz en la etapa de investigación, el tribunal deberá mantenerla, sin perjuicio de los otros derechos que se confieren a los demás intervinientes.
Artículo 26.- De oficio o a petición del interesado, durante el desarrollo del juicio, o incluso una vez que éste hubiere finalizado, si las circunstancias de peligro se mantienen, el fiscal o el tribunal otorgarán protección policial a quien la necesitare, de conformidad a lo prevenido en el artículo 308 del Código Procesal Penal.

Artículo 27.- Las medidas de protección antes descritas podrán ir acompañadas, en caso de ser necesario, de otras medidas complementarias, tales como la provisión de los recursos económicos suficientes para facilitar la reinserción del sujeto u otra medida que se estime idónea en función del caso.

Artículo 28.- Las medidas establecidas en los dos artículos precedentes deberán disponerse durante la etapa de investigación o una vez que ésta se ha cerrado y antes de la iniciación del juicio, si concurren los presupuestos establecidos en dichas normas.

Artículo 29.- El tribunal podrá autorizar a estas personas para cambiar de identidad con posterioridad al juicio, en caso de ser necesario para su seguridad.
La Dirección Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación adoptará todos los resguardos necesarios para asegurar el carácter secreto de estas medidas, conforme al reglamento que se dicte al efecto.
Todas las actuaciones judiciales y administrativas a que dé lugar esta medida serán secretas. El funcionario del Estado que violare este sigilo será sancionado con la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo.
Quienes hayan sido autorizados para cambiar de identidad sólo podrán usar sus nuevos nombres y apellidos en el futuro.
El uso malicioso de su anterior identidad será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo, salvo que el hecho constituya un delito que la ley sancione con una pena mayor.

Artículo 30.- El que revelare actuaciones, registros o documentos ordenados mantener en secreto será castigado con presidio menor en sus grados medio a máximo.

 6.- Amenazas a testigos o peritos

Artículo 31.- La amenaza a un testigo, a un perito o a miembros de sus familias para impedir que declare en un juicio o investigación por algún delito previsto en esta ley, se castigará con las penas de los artículos 296 y 297 del Código Penal, según corresponda, aumentadas en uno o dos grados. Las mismas penas se impondrán si la amenaza tiene por finalidad obtener que el testigo o perito declaren en un sentido distinto a la verdad. En estos casos no regirá lo dispuesto en el artículo 54 del Código Procesal Penal y el delito será de acción penal pública.
No se aplicará lo establecido en el inciso precedente si el hecho constituye otro delito a que la ley asigne una pena más grave, caso en el cual se impondrá esta última.

7.- Comiso y destino de multas y bienes decomisados

Artículo 32.- Sin perjuicio de las reglas generales, caerán especialmente en comiso los bienes raíces; los muebles, tales como vehículos motorizados terrestres, naves y aeronaves, dinero, efectos de comercio y valores mobiliarios; y, en general, todo otro instrumento que haya servido o hubiere estado destinado a la comisión de cualquiera de los delitos penados en esta ley; los efectos que de ellos provengan y las utilidades que hubieren originado, cualquiera que sea su naturaleza jurídica, o las transformaciones que hubieren experimentado, siempre que dichos bienes sean propiedad de alguna persona responsable penalmente por el delito respectivo.

Artículo 33.- Los bienes decomisados en conformidad a esta ley serán enajenados en subasta pública por la Dirección General del Crédito Prendario, la que podrá, además, ordenar su destrucción, si carecieren de valor.
El tribunal deberá informar al Ministerio del Interior sobre los bienes que hubieran sido declarados en comiso, así como de las multas impuestas en conformidad con esta ley, dentro de los quince días hábiles a la fecha en que la sentencia que así lo decreta haya quedado ejecutoriada.
En lo no contemplado en esta ley, regirán las reglas generales contenidas en el Párrafo 2º del Título VIII del Libro Cuarto del Código Procesal Penal.

8.- Cooperación internacional

Artículo 34.- El Ministerio Público, directamente y sin sujeción a lo dispuesto en los incisos primero y segundo del artículo 76 del Código de Procedimiento Civil, podrá requerir y otorgar cooperación y asistencia internacional destinada al éxito de las investigaciones sobre los delitos materia de esta ley, de acuerdo con lo pactado en convenciones o tratados internacionales, pudiendo proporcionar antecedentes específicos, aun cuando ellos se encontraren en la situación prevista en el inciso tercero del artículo 182 del Código Procesal Penal.
Igualmente, a solicitud de las entidades de países extranjeros que correspondan, podrá proporcionar información sobre operaciones sujetas a secreto o reserva legal a las que haya tenido acceso en conformidad con la legislación nacional aplicable, con el fin de ser utilizada en la investigación de aquellos delitos, háyanse cometido en Chile o en el extranjero.
La entrega de la información solicitada deberá condicionarse a que ésta no será utilizada con fines diferentes a los señalados anteriormente y a que ella mantendrá su carácter confidencial.
Los antecedentes, documentos y demás medios de prueba obtenidos según este artículo y lo pactado en convenciones o tratados internacionales se entenderán producidos conforme a la ley, independientemente de lo que se resuelva, con posterioridad, sobre su incorporación al juicio, o el mérito probatorio que el tribunal le asigne.

Artículo 35.- Los delitos de esta ley serán susceptibles de extradición, tanto activa como pasiva, aun en ausencia de reciprocidad o de tratado sobre la materia.
Con todo, si se requiriere la entrega de una persona respecto de quien se sigue un proceso criminal en Chile o que debe cumplir una pena privativa de libertad, el Estado chileno podrá diferir su entrega al país requirente hasta que haya terminado la investigación o el juicio sin condenarle o, en su caso, hasta que haya cumplido la pena que le haya sido impuesta.

9.- Cumplimiento de condena por delito terrorista
Artículo 36.- En el caso de condena por delito terrorista y por otro tipo de delito, se cumplirá primero la pena privativa de libertad asignada al o los delitos de esta ley y, posteriormente, las otras penas, contándose aquélla desde la fecha de la detención, cualquiera haya sido el delito que la motivó.
Artículo 37.- El Ministro de Justicia podrá disponer, de acuerdo con los tratados internacionales vigentes sobre la materia o sobre la base del principio de reciprocidad, que los extranjeros condenados por alguno de los delitos contemplados en esta ley cumplan en el país de su nacionalidad las penas privativas de libertad que les hubieren sido impuestas. 

Si el condenado hubiere de cumplir además penas privativas de libertad por delitos distintos de los establecidos en esta ley, deberá cumplir primero aquéllas y luego tendrá lugar lo prevenido en el inciso anterior, salvo que en virtud de tratados o acuerdos internacionales o de la reciprocidad se permita que el condenado cumpla también la pena por delitos distintos de los tipificados en esta ley en el país de su nacionalidad.”.

Artículo Segundo.- Incorpórese en el Código Penal a continuación del artículo 341 el siguiente nuevo artículo 341 bis:
“Art. 341 bis.- El que se apoderare o atentare en contra de un ferrocarril de cualquier clase, de una nave, aeronave, bus u otro medio de transporte público en servicio, o realizare actos que pongan en peligro la vida, la integridad corporal o la salud de sus pasajeros o tripulantes, será penado con presidio menor en su grado máximo.
El que se apoderare o atentare en contra de vehículos motorizados, ferrocarriles, naves o aeronaves de transporte distintos de los señalados en el inciso precedente y que se encuentren en uso, incluso si se trata de medios de transporte de carga, será penado con presidio menor en su grado medio. La misma pena se impondrá si realizaren actos que pongan en peligro la vida, la integridad corporal o la salud de sus pasajeros, conductores o tripulantes.
Si como consecuencia de los actos señalados en los incisos anteriores se afectare la vida, integridad corporal o la salud de las personas, se impondrá la pena mayor asignada al delito más grave, aumentada en un grado.”

Artículo Tercero.- Modificase la ley N° 17.798 sobre control de armas, en la siguiente forma:

1) Reemplázase la letra d) del artículo 2° por la siguiente:
“d).- Los explosivos y otros artefactos de similar naturaleza de uso industrial, minero u otro uso legítimo que requiera de autorización, sus partes y piezas”;

2) Sustitúyese el inciso 2° del artículo 3° por el siguiente:
“Asimismo, ninguna persona podrá poseer, o tener ni portar artefactos fabricados sobre la base de gases asfixiantes, paralizantes o venenosos, de sustancias corrosivas o de metales que por la expansión de los gases producen esquirlas, ni los implementos destinados a su lanzamiento o activación, así como tampoco podrá poseer, tener ni portar bombas o artefactos explosivos o incendiarios.”

3) Agrégase a continuación del artículo 14 el siguiente nuevo artículo 14 bis:
“Artículo 14° bis.- El que coloque, envíe, active, arroje, detone, dispare o haga explosionar bombas o artefactos explosivos, incendiarios, tóxicos, corrosivos o infecciosos, será sancionado con presidio mayor en su grado mínimo a medio, a menos que el hecho merezca mayor pena según lo dispuesto en la Ley No 18.314.”

4) En el inciso 1° del artículo 18, entre el número “11” y la conjunción “y”, agréguese, antecedida de una coma la expresión: “, 14 bis”.

ARTÍCULO TRANSITORIO

Artículo Transitorio. Los delitos terroristas cometidos antes de la publicación en el Diario Oficial de la presente ley, continuarán rigiéndose por las disposiciones contenidas en el Capítulo I de la ley N° 18.314 vigente a la fecha de su comisión. No obstante, las disposiciones establecidas en el Capítulo II del artículo 1° de la presente ley, también les serán aplicables.
(Fdo.): Alberto Espina Otero, Senador.- Andrés Allamand Zavala, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.
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OFICIO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, CON EL QUE INFORMA QUE APROBÓ LA PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA CONSTITUIDA PARA RESOLVER LAS DIVERGENCIAS SUSCITADAS DURANTE LA TRAMITACIÓN DEL PROYECTO  DE LEY QUE CREA EL ADMINISTRADOR PROVISIONAL Y ADMINISTRADOR DE CIERRE DE INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR Y ESTABLECE REGULACIONES EN MATERIA DE ADMINISTRACIÓN PROVISIONAL DE SOSTENEDORES EDUCACIONALES

(9.333-04)

Oficio Nº 11.544
VALPARAÍSO, 21 de octubre de 2014

Tengo a honra comunicar a V.E. que la Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha aprobado la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que crea el administrador provisional y administrador de cierre de instituciones de educación superior y establece regulaciones en materia de administración provisional de sostenedores educacionales, correspondiente al boletín N° 9333-04.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Aldo Cornejo González, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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OFICIO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, CON EL QUE INFORMA QUE APROBÓ EL PROYECTO DE LEY QUE REGULA LA ADMISIÓN DE LOS Y LAS ESTUDIANTES, ELIMINA EL FINANCIAMIENTO COMPARTIDO Y PROHÍBE EL LUCRO EN ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES QUE RECIBEN APORTES DEL ESTADO

(9.366-04)

Oficio Nº 11.545


VALPARAÍSO, 21 de octubre de 2014

Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que regula la admisión de los y las estudiantes, elimina el financiamiento compartido y prohíbe el lucro en establecimientos educacionales que reciben aportes del estado, correspondiente al boletín N°9366-04, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N°2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N°1, de 2005:

1) Modifícase el artículo 3° en el siguiente sentido:

a) Agrégase un inciso primero, pasando el primero a ser segundo, del siguiente tenor:


“Es deber del Estado propender a asegurar a todas las personas, de conformidad a la ley, una educación inclusiva de calidad.”.


b) Agrégase la siguiente letra b), nueva, pasando la actual a ser c), y así sucesivamente:


“b) Gratuidad. El Estado implantará progresivamente la enseñanza gratuita en los establecimientos subvencionados o que reciben aportes permanentes del Estado, de conformidad a la ley.”.


c) Reemplázase la letra e), que ha pasado a ser f), por la siguiente:


“f) Diversidad. El sistema debe promover y respetar la diversidad de procesos y proyectos educativos institucionales, así como la diversidad cultural, religiosa y social de las familias que han elegido un proyecto diverso y determinado, y que son atendidas por él, en conformidad a la Constitución y las leyes.


En los establecimientos educacionales de propiedad o administración del Estado se promoverá la formación laica y ciudadana de los estudiantes, a fin de fomentar su participación en la sociedad.”.


d) Agrégase en la letra f), que ha pasado a ser g), el siguiente párrafo segundo nuevo:


“Asimismo, el sistema educativo deberá promover el principio de la responsabilidad de los alumnos, especialmente en relación con el cumplimiento de sus deberes escolares, cívicos y sociales.”.


e) Reemplázase la letra h), que ha pasado a ser i), por la siguiente:


“i) Flexibilidad. El sistema debe permitir la adecuación del proceso a la diversidad de realidades, asegurando la libertad de enseñanza y la posibilidad de existencia de proyectos educativos institucionales diversos.”.

f) Reemplázase la letra j), que ha pasado a ser k), por la siguiente:


“k) Integración e inclusión. El sistema propenderá a eliminar todas las formas de discriminación y barreras que impidan el aprendizaje y la participación de los y las estudiantes, sin importar sus particularidades y diferencias socioeconómicas, culturales, étnicas, de género, nacionalidad, religión, situación de discapacidad, habilidad o necesidades educativas especiales.

Asimismo, el sistema propiciará que los establecimientos educativos sean un lugar de encuentro entre los y las estudiantes de distintas condiciones socioeconómicas, culturales, étnicas, de género, de nacionalidad o de religión.”.


2) Modifícase el artículo 4° en el siguiente sentido:


a) Intercálase en su inciso tercero, entre las palabras “acceso” y “a”, la frase “equitativo, inclusivo y sin discriminaciones arbitrarias”.


b) Intercálase en su inciso quinto, entre la palabra “equidad” y el punto aparte que le sigue, la frase “la libertad y la tolerancia”.


c) Intercálase en el inciso décimo, entre el adjetivo “étnicas,” y los vocablos “de género”, las palabras “culturales, de nacionalidad, religión, habilidades, necesidades educativas especiales o de discapacidad,”.


3) Modifícase el artículo 5° en el siguiente sentido:


a) Reemplázase la expresión “la educación” por la frase ”una educación inclusiva”.


b) Intercálase, entre el adjetivo “arbitraria;” y el verbo “estimular” la oración “fomentar el desarrollo de una cultura cívica y laica que promueva la participación activa, ética y solidaria de las personas en la sociedad;”.


4) Modifícase el artículo 10 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en el párrafo primero de la letra a), la frase “adecuada y oportuna” por “y educación adecuada, oportuna e inclusiva”.


b) Intercálase, en el párrafo primero de la letra a), entre las expresiones “culturales,” y “conforme” las expresiones “además de sus tradiciones y costumbres locales típicas de los lugares de que son residentes, todo ello”.


c) Intercálase, en el párrafo primero de la letra b), entre las expresiones “a” y “ser”, la primera vez que aparecen, la frase “asociarse libremente, con la finalidad de lograr una mejor educación para sus hijos, a”.


d) Agrégase, en el párrafo primero de la letra b), a continuación de la frase “informados por” la expresión “el sostenedor y”.


e) Sustitúyese, en el párrafo primero de la letra b), la frase “sus hijos” por “los niños, niñas y adolescentes con”.


f) Incorpórase en el párrafo primero de la letra b), a continuación de la palabra “académicos”, la frase “, de la convivencia escolar”.


g) Agrégase, en el párrafo segundo de la letra b), a continuación de las palabras “proyecto educativo”, la expresión “, normas de convivencia”.


5) Modifícase el artículo 11 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “En los establecimientos que reciben aporte estatal,” por “En los establecimientos educacionales reconocidos oficialmente por el Estado,”.


b) Sustitúyese, en el inciso quinto, la expresión “subvencionados” por “reconocidos oficialmente por el Estado”.


c) Elimínase, en el inciso quinto, la frase “entre el primer nivel de transición de la educación parvularia y hasta sexto año de educación general básica,”.


d) Reemplázase, en el inciso sexto, la palabra “Asimismo”, por la expresión “Sin embargo” y la palabra “subvencionados”, por “reconocidos oficialmente por el Estado”.


6) Sustitúyese el artículo 12 por el siguiente:

“Artículo 12.- En los procesos de admisión de los establecimientos subvencionados o que reciban aportes regulares del Estado en ningún caso se podrá considerar el rendimiento escolar pasado o potencial del postulante. Asimismo, en dichos procesos no será requisito la presentación de antecedentes socioeconómicos de la familia del postulante.


Los procesos de admisión de estudiantes a los establecimientos educacionales se realizarán por medio de un sistema que garantice la transparencia, equidad e igualdad de oportunidades, así como también que vele por el derecho preferente de los padres, madres o apoderados de elegir el establecimiento educacional para sus hijos.


Lo señalado en los incisos anteriores es sin perjuicio de lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación.


En los procesos de admisión de los establecimientos educacionales no regidos por el decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, que posean oferta educativa entre el primer nivel de transición y sexto año de la educación general básica, no se podrá considerar el rendimiento escolar pasado o potencial del postulante.”.

7) Modifícase el artículo 13 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 13.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, los procesos de admisión de alumnos y alumnas deberán ser objetivos y transparentes, publicados en medios electrónicos, en folletos o murales públicos. En ningún caso se podrán implementar procesos que impliquen discriminaciones arbitrarias sobre la base de las características socioeconómicas, religiosas, situación de discapacidad, de nacionalidad, étnicas o culturales, debiendo asegurarse el respeto a la dignidad de los alumnos, alumnas y sus familias, de conformidad con las garantías reconocidas en la Constitución y en los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile, en especial aquellos que versen sobre derechos de los niños y que se encuentren vigentes.”.

b) Agrégase, en el inciso segundo, a continuación de la palabra “informar” la frase “, en los casos que corresponda y de conformidad a la ley”.


c) Reemplázase, en el inciso segundo, la letra e) por la siguiente:

“e) Tipos de pruebas a las que serán sometidos los postulantes. Dicho deber de información sólo procederá respecto de los establecimientos educacionales no regidos por el decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, y entre los niveles de séptimo año de educación básica a cuarto año de educación media o los niveles equivalentes según la estructura curricular dispuesta por la ley;”.


d) Agrégase un inciso tercero, del siguiente tenor:


“Los directamente afectados por una acción u omisión que importe discriminación arbitraria en el ámbito educacional podrán interponer la acción de no discriminación arbitraria a que se refiere la ley N°20.609. Con todo, para estos efectos no se considerarán razonables las distinciones, exclusiones o restricciones fundadas en el numeral 11 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, salvo aquellas derivadas del pago de los derechos de escolaridad y matrícula, cuando proceda, de la circunstancia de que el establecimiento educacional respectivo admita a estudiantes solo del sexo femenino o masculino, o de la aceptación expresa del padre, madre o apoderado de lo dispuesto en el proyecto educativo del establecimiento.”.

8) Agréganse, en el artículo 45, los siguientes incisos quinto y sexto:


“Un establecimiento educacional que haya iniciado el proceso de reconocimiento oficial sólo podrá iniciar actividades una vez concluido plenamente el acto administrativo de reconocimiento oficial referido en el inciso primero del presente artículo.


El incumplimiento del requisito descrito en el inciso anterior se considerará una infracción grave, según lo dispuesto en el artículo 76 de la ley N°20.529.”.


9) Modifícase el artículo 46 en el siguiente sentido:


a) Agrégase en el párrafo tercero de la letra a), a continuación de la frase “de Educación”, la siguiente oración: “, como también, el que el representante legal y el administrador de entidades sostenedoras de los establecimientos educacionales, no deben haber sido condenados por un tribunal de la República, por haber ejercido prácticas antisindicales, haber incumplido la ley N°19.631 en cuanto al no pago de cotizaciones previsionales de sus trabajadores y acciones de tutela laboral, respecto de la vulneración de derechos fundamentales de los trabajadores”.


b) Intercálase, en el párrafo tercero de su letra a), entre la palabra “ley” y el punto aparte, la siguiente oración “y no haber sido condenados con la pena de inhabilitación absoluta perpetua para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad a que se refiere el artículo 39 bis del Código Penal”.


c) Agrégase, en su letra b), a continuación del punto aparte, que pasa a ser una coma, la siguiente oración “el que, en todo caso, deberá resguardar el principio de no discriminación arbitraria, no pudiendo incluir condiciones o normas que afecten la dignidad de la persona, ni que sean contrarios a los derechos fundamentales garantizados por la Constitución y los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en especial aquellos que versen sobre los derechos de los niños.”.

d) Agrégase, en el párrafo final de la letra g), entre la palabra “intrafamiliar” y el punto final, la frase “, ni a la pena de inhabilitación establecida en el artículo 39 bis del Código Penal”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N°2, de 1996, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales:


1) Modifícase el artículo 1° en el siguiente sentido:


a) Intercálase, entre el adjetivo “gratuita” y el verbo “recibirá”, la frase “y sin fines de lucro”.


b) Agrégase el siguiente inciso segundo:

“El financiamiento estatal a través de la subvención que regula la presente ley, tiene por finalidad asegurar a todas las personas, el ejercicio del derecho a una educación de calidad, de conformidad con lo dispuesto en la Constitución Política de la República y por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en especial aquellos que versen sobre los derechos de los niños.”.

2) Modifícase el artículo 2° en el siguiente sentido:


a) Agrégase, en el inciso tercero, en el numeral iii), antes del punto aparte, la siguiente oración: “ni haber sido condenado con la pena de inhabilitación absoluta perpetua para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad a que se refiere el artículo 39 bis del Código Penal”.

b) Reemplázase, en el inciso cuarto, la frase “las letras b) y c)” por la frase “los numerales ii) y iii)”.


3) Agréganse los siguientes artículos 3° y 3° bis, del siguiente tenor:


“Artículo 3°.- El sostenedor, como cooperador del Estado en la prestación del servicio educacional, gestionará las subvenciones y aportes que establece la presente ley para el desarrollo de su proyecto educativo. Estos recursos estarán afectos al cumplimiento de los fines educativos y sólo podrán destinarse a aquellos actos o contratos que tengan por objeto directo y exclusivo el cumplimiento de dichos fines.


Para estos efectos se entenderá que el financiamiento recibido se destina a fines educativos en el caso de las siguientes operaciones:


i) Pago de una adecuada remuneración a las personas naturales que ejerzan, de forma permanente y efectiva, funciones de administración superior que sean necesarias para la adecuada gestión de la entidad sostenedora respecto de el o los establecimientos educacionales de su dependencia, que se encuentren claramente precisadas en el contrato de trabajo respectivo. Las funciones anteriores no podrán ser delegadas, en todo o en parte, a personas jurídicas.


ii) Pago de remuneraciones del personal docente que cumpla funciones directivas, técnico pedagógicas o de aula, y de los asistentes de la educación, que se desempeñen en el o los establecimientos respectivos.


iii) Gastos de las dependencias de administración del o los establecimientos educacionales.


iv) Costos asociados al funcionamiento y administración del o los establecimientos educacionales.


v) Adquisición de toda clase de servicios, materiales e insumos para el buen desarrollo de la gestión educativa, así como recursos didácticos e insumos complementarios que sean útiles al proceso integral de enseñanza y aprendizaje de los y las estudiantes.


vi) Inversión en activos no financieros necesarios para la prestación del servicio educativo.


Inversión en activos financieros de renta fija, siempre que los intereses o réditos sean utilizados para los fines educacionales dispuestos en este artículo y no se afecte de forma alguna la prestación de servicio educativo.


vii) Gastos asociados a la mantención y reparación de los inmuebles y muebles a que se refieren los numerales anteriores.


viii) Pago de obligaciones garantizadas con hipotecas, contraídas con el solo propósito de adquirir el o los inmuebles en el cual funciona el establecimiento educacional de su dependencia, de conformidad a la letra a) quáter del artículo 6° de esta ley.


ix) Pago de créditos bancarios o mutuos cuyo objeto único y exclusivo sea el de invertir el dinero de dicho crédito o mutuo en mejoras necesarias o útiles, sean de infraestructura, equipamiento u otros elementos que sirvan al propósito del proyecto educativo del establecimiento educacional. En caso de que el sostenedor sea propietario de dicha infraestructura, dichos créditos o mutuos podrán encontrarse garantizados mediante hipotecas.


Si dichos créditos superan las 1000 UTM, se deberá contar con la autorización actual y expresa del Consejo Escolar para su contratación. Dicha autorización deberá constar por escrito, ser autorizada ante notario y contar con la firma de los miembros del Consejo Escolar.


x) Gastos que guarden directa relación con la mejora de la calidad del servicio educativo del o los establecimientos educacionales.


xi) Gastos consistentes con el proyecto educativo del o los establecimientos educacionales.


Tratándose de las remuneraciones señaladas en el numeral i) del inciso segundo, éstas deberán ser pagadas en virtud de un contrato de trabajo que establezca la dedicación temporal y especifique las actividades a desarrollar, y ser razonablemente proporcionadas en consideración a la jornada de trabajo, el tamaño y complejidad del o los establecimientos educacionales, a las remuneraciones que normalmente se paguen en contratos de semejante naturaleza respecto de gestiones educativas de similar entidad, y a los ingresos del establecimiento educacional por concepto de subvención y aportes del Estado, con el objeto de asegurar los recursos para una adecuada prestación del servicio educacional.


La Superintendencia, mediante instrucciones de carácter general, regulará lo dispuesto en el inciso precedente y fiscalizará su cumplimiento.


Sin perjuicio de lo anterior, los sostenedores deberán informar a la Superintendencia de Educación cuál o cuáles de sus directores ejercerán las funciones indicadas en el numeral i) del inciso segundo. Por su parte, dicha Superintendencia, en uso de sus atribuciones, podrá solicitar información respecto de la acreditación del cumplimiento de dichas funciones.


Las operaciones que se realicen en virtud de los numerales iii), iv), v), vi), vii), viii), ix), x) y xi) del inciso segundo, estarán sujetas a las siguientes restricciones:


a) No podrán realizarse con personas relacionadas con los sostenedores o representantes legales del establecimiento.


b) Deberán realizarse de acuerdo a las condiciones de mercado para el tipo de operación de que se trate en el momento de celebrar el acto o contrato. Tratándose de operaciones a título oneroso, el precio de la transferencia no podrá ser superior a aquél que prevalece en el mercado.

c) Las Agencias de Asistencia Técnica Educativa (ATE) deberán constituirse como personas jurídicas sin fines de lucro en un plazo de dos años.


d) Todas las Agencias de Asistencia Técnica Educativa que presten servicios a establecimientos que reciban recursos del Estado deberán ser elegidas mediante licitación. Para esto se estará a las reglas establecidas para los establecimientos municipales.


e) El pago de una adecuada remuneración a las personas naturales que ejerzan de forma efectiva funciones de administración de la propia Agencia de Asistencia Técnica y, también, el pago de la correspondiente remuneración por la asesoría técnica realizada en los establecimientos educacionales que reciban aportes del Estado. Las funciones anteriores no podrán ser delegadas, en todo o en parte, a personas jurídicas.


En ejercicio de sus facultades generales de fiscalización y auditoría, la Superintendencia de Educación, tratándose de las operaciones que se desarrollen en virtud de los numerales iii), iv), v), vi), vii), viii), ix), x) y xi) del inciso segundo, podrá solicitar al Servicio de Impuestos Internos que realice las tasaciones que correspondan de conformidad a lo dispuesto en el artículo 64 del Código Tributario.


Se prohíbe a los directores u órganos administrativos de la entidad sostenedora realizar cualquiera de las siguientes acciones:


1) Inducir a los administradores o a quienes ejerzan cargos análogos a rendir cuentas irregulares, presentar informaciones falsas u ocultar información.


2) Tomar en préstamo dinero o bienes de la entidad sostenedora o usar en provecho propio o a favor de personas relacionadas con ellos los bienes, servicios o créditos de la entidad sostenedora.


3) Usar en beneficio propio o de personas relacionadas a ellos, con perjuicio para la entidad sostenedora, las oportunidades comerciales de que tuvieren conocimiento en razón de su cargo.


4) En general, practicar actos ilegales o contrarios a los estatutos o al fin educacional de la entidad sostenedora o usar su cargo para obtener ventajas indebidas para sí o para personas relacionadas con ellos en perjuicio de la entidad sostenedora y su fin.


La infracción de lo dispuesto en este artículo será considerada infracción grave en los términos del artículo 76 de la ley N°20.529.


Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser firmado por el Ministro de Hacienda, regulará las materias de que trata este artículo, sin perjuicio de las normas de carácter general que respecto de estas materias deberá dictar la Superintendencia de Educación.


Artículo 3° bis.- Para efectos de lo señalado en el artículo anterior, se entenderán por personas relacionadas las siguientes:


a) Los miembros o asociados, fundadores, directivos, administradores o representantes legales de la entidad sostenedora, así como también los directivos del establecimiento educacional, de acuerdo a lo dispuesto en la letra a) del artículo 46 del decreto con fuerza de ley N°2, de 2009, del Ministerio de Educación.


b) Los cónyuges y parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad de cualquiera de las personas indicadas en la letra a).


c) Las personas jurídicas en que cualquiera de las personas indicadas en las letras a) y b) anteriores posean directa o indirectamente el 5% o más del capital de ésta, la calidad de directivo o de administrador.


d) Las personas naturales o jurídicas que tengan con cualquiera de las personas indicadas en las letras a) y b) negocios en común en cuya propiedad o control influyan en forma decisiva.


Sin perjuicio de lo anterior, la Superintendencia de Educación podrá establecer, mediante normas de carácter general, que es relacionada a un sostenedor toda persona natural o jurídica que por relaciones patrimoniales, de administración, de parentesco, de responsabilidad o de subordinación, haga presumir que:


i) Sus negocios con la entidad sostenedora son de tal importancia o vinculación estratégica, que originan conflictos de intereses con ésta;


ii) Su administración es influenciada determinantemente por la entidad sostenedora, y viceversa, o


iii) Si por su cargo o posición está en situación de disponer de información de la entidad sostenedora y de su administración, que no haya sido divulgada públicamente por los medios que franquea la ley, y que sea capaz de influir en las decisiones de ésta.


Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, se aplicarán supletoriamente las normas del Título XV de la ley N°18.045.”.


4) Modifícase el artículo 5° en el siguiente sentido:

a) Elimínase en su inciso primero la expresión “, derechos de matrícula, derechos de escolaridad”.


b) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente:

“Anualmente, los sostenedores deberán entregar la información que le solicite la Superintendencia de Educación, de conformidad a las normas generales que ésta disponga, en lo relativo a:


a) El destino que dieron en el año laboral docente anterior a los recursos percibidos por concepto de financiamiento fiscal a fines educativos, de acuerdo a las operaciones indicadas en el artículo 3°.


b) Información desagregada respecto del gasto en remuneraciones de los directivos y,o administradores de la entidad sostenedora, y la demás información que establezca la ley con la periodicidad, publicidad y en la forma que la Superintendencia determine mediante norma de carácter general.


c) Los estados financieros consolidados y auditados, que contemplen, de manera desagregada, todos los ingresos y gastos del sostenedor y sus establecimientos, así como los activos y pasivos debidamente auditados. Los antecedentes correspondientes al período comprendido entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de cada año se remitirán, a más tardar, el 31 de marzo del año siguiente.


d) Un listado actualizado con la individualización completa de sus miembros o asociados y directivos, dentro de los treinta días siguientes al término de cada año calendario. Sin perjuicio de lo anterior, los sostenedores deberán informar inmediatamente a la Superintendencia cualquier modificación ocurrida respecto de la información contenida en el último listado anual.


e) Información desagregada respecto a la lista de las Agencias de Asistencia Técnica Educativa que postularon a la licitación.


f) Copia del pago íntegro y oportuno de las cotizaciones previsionales de todo su personal.”.


c) Reemplázase, en su inciso cuarto, la expresión “El incumplimiento de la obligación indicada en el inciso segundo será sancionado como falta, en los términos del artículo 73, letra b), de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación. En tanto, el incumplimiento de las obligaciones establecidas en el inciso tercero constituirá infracción grave del artículo 50 de la presente ley”, por la expresión “El incumplimiento de lo señalado en los incisos anteriores será considerado infracción grave en los términos del artículo 76 de la ley N°20.529”.


d) Agrégase el siguiente inciso final:

“La información señalada en las letras a) y b) del inciso segundo, deberá estar a disposición permanente del público, de forma física o a través del sitio electrónico del establecimiento educacional, si lo hubiere.”.

5) Modifícase el artículo 6° en el siguiente sentido:


a) Reemplázase su letra a) por la siguiente:


“a) Que tengan el reconocimiento oficial del Estado por haber cumplido los requisitos establecidos en el artículo 46 del decreto con fuerza de ley N°2, de 2009, del Ministerio de Educación. Tratándose de sostenedores particulares, éstos deberán estar constituidos como corporaciones o fundaciones de derecho privado sin fines de lucro de acuerdo al Título XXXIII del Libro I del Código Civil, como personas jurídicas de derecho público, o como corporación educacional en los términos de esta ley.”.

b) Intercálase el siguiente literal a) bis, nuevo, pasando la letra a) bis a ser a) ter:


“a) bis.- Que destinen de manera íntegra y exclusiva el financiamiento que obtengan del Estado a fines educativos. En ningún caso los sostenedores que opten por recibir el financiamiento que regula este cuerpo legal podrán perseguir fines de lucro mediante la prestación del servicio educacional.”.


c) Reemplázase, en el párrafo primero de la letra a) bis, que ha pasado a ser a) ter, la frase “presenten condiciones de vulnerabilidad socioeconómica”, por la expresión “sean prioritarios conforme a la ley N°20.248”.


d) Elimínase el párrafo segundo de la letra a) bis, que ha pasado a ser a) ter.


e) Agrégase un literal a) quáter, nuevo, del siguiente tenor:


“a) quáter.- Que la entidad sostenedora acredite que el inmueble en que funciona el establecimiento educacional es de su propiedad y se encuentra libre de gravámenes, o lo usa a título de comodatario en conformidad a las reglas siguientes:

1°. El contrato respectivo deberá estar inscrito en el Conservador de Bienes Raíces correspondiente.


2° Deberá celebrarse con una duración de, a lo menos, veinte años. Tal plazo se renovará automáticamente por igual período, salvo que el comodante comunique su voluntad de no renovar el contrato antes que resten diez años para el término del plazo. Con todo, el comodatario sólo estará obligado a restituir el inmueble una vez que se cumpla el plazo pactado.


3°. No regirán las restricciones sobre personas relacionadas, establecidas en la letra a) del inciso sexto del artículo 3° y lo dispuesto en el artículo 3° bis.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo primero de este literal, el sostenedor que, por primera vez, impetre la subvención respecto de un establecimiento educacional podrá gravar con hipoteca el inmueble en que funciona este establecimiento siempre que la obligación que cauciona se haya contraído para adquirir dicho inmueble. Con todo, para continuar impetrándola deberá acreditar su alzamiento dentro del plazo de veinticinco años, contado desde la notificación de la resolución que le otorga la facultad de impetrar la subvención.


Del mismo modo, el inmueble en que funciona el establecimiento educacional podrá estar gravado con servidumbre, siempre que no afecte la prestación del servicio educativo. No obstante lo anterior, tratándose de servidumbres voluntarias, estas deberán ser autorizadas por resolución fundada de la Secretaría Regional Ministerial de Educación respectiva.


Cuando, a consecuencia de un caso fortuito o fuerza mayor, se afecte de manera tal el inmueble utilizado por el establecimiento educacional, que imposibilite la adecuada prestación del servicio educativo, el sostenedor, con el solo objeto de asegurar la continuidad de dicho servicio, podrá celebrar contratos de arrendamiento por el tiempo imprescindible para superar la situación de excepción, sin que le sean aplicables las restricciones sobre personas relacionadas, establecidas en la letra a) del inciso sexto del artículo 3° y lo dispuesto en el artículo 3° bis. Estos contratos deberán ser autorizados mediante resolución fundada de la Secretaría Regional Ministerial de Educación respectiva.”.

f) Agrégase un literal a) quinquies, del siguiente tenor:


“a) quinquies.- Que no sometan la admisión de los y las estudiantes a procesos de selección, correspondiéndoles a las familias el derecho de optar por los proyectos educativos de su preferencia.

Para estos efectos, los establecimientos desarrollarán los procedimientos de postulación y admisión según lo dispuesto en los artículos 7° bis y siguientes.”.


g) Intercálase, en el párrafo primero de la letra d), a continuación de la segunda vez que se emplea la expresión “establecimiento” y antes del punto y coma, la siguiente oración “, entre las cuales deberá contemplarse expresamente la prohibición de toda forma de discriminación, ya sea ideológica, socioeconómica, racial, religiosa, de género, cultural o de situación de discapacidad, entre otras, en las relaciones entre todos los miembros de la comunidad educativa”.


h) Reemplázase el párrafo tercero de la letra d) por el siguiente:


“Sólo podrán aplicarse las sanciones o medidas disciplinarias contenidas en el reglamento interno, las que, en todo caso, estarán sujetas al principio de proporcionalidad, de no discriminación y a lo dispuesto en el artículo 11 del decreto con fuerza de ley N°2, de 2009, del Ministerio de Educación.”.

i) Reemplázanse, en la letra d), los párrafos cuarto y quinto, por los siguientes:


“No podrá decretarse la medida de expulsión o la medida de cancelación de matrícula de un o una estudiante por motivos disciplinarios, académicos, de carácter político, ideológicos o de cualquier otra índole, sin perjuicio de lo dispuesto en los párrafos siguientes.


Sólo podrán aplicarse las medidas señaladas en el párrafo anterior cuando sus causales estén claramente descritas en el reglamento interno del establecimiento y que, además, afecten gravemente la convivencia escolar.”.


j) Agréganse, en la letra d), los siguientes párrafos séptimo, octavo, noveno, décimo, undécimo y duodécimo:


“Antes de iniciar un procedimiento de expulsión o de cancelación de matrícula, el sostenedor y,o director del establecimiento deberá haber implementado todas las medidas de apoyo pedagógico o psicosocial que correspondan.


En ningún caso se podrá expulsar o cancelar la matrícula de un estudiante sin la implementación previa de dichas medidas, ni en un período del año escolar que haga imposible que pueda ser matriculado en otro establecimiento educacional.


Las medidas de expulsión o cancelación de matrícula sólo podrán adoptarse mediante un procedimiento previo, racional y justo, el cual deberá estar contemplado en el reglamento interno del establecimiento, garantizándose el derecho del estudiante afectado y,o del padre, madre o apoderado a realizar sus descargos y a impugnar la decisión.


La decisión de expulsar o cancelar la matrícula a un estudiante sólo podrá adoptarse por el acuerdo mayoritario del Consejo de Profesores. Esta decisión, junto a sus fundamentos, deberá ser notificada por escrito al estudiante afectado y a su padre, madre o apoderado, si procede, quienes podrán apelar dentro de los quince días hábiles siguientes a la notificación ante el Director, quien resolverá previa consulta al Consejo Escolar, dentro de quince días hábiles.


En ningún caso los sostenedores y,o directores podrán cancelar la matrícula, expulsar o suspender a sus estudiantes por causales que se deriven de su situación socioeconómica o del rendimiento académico o vinculadas a la presencia de necesidades educativas especiales de carácter permanente y transitorio definidas en el inciso segundo del artículo 9°, que se presenten durante sus estudios. En caso que el o la estudiante repita de curso, deberá estarse a lo señalado en el inciso sexto del artículo 11 del decreto con fuerza de ley N°2, de 2009, del Ministerio de Educación.


El sostenedor, una vez determinada la expulsión o cancelación de matrícula de un o una estudiante, deberá informar de la medida a la Dirección Regional respectiva de la Superintendencia de Educación dentro del plazo de cinco días hábiles, debiendo acreditar el cumplimiento de los apoyos señalados en el párrafo séptimo.”.


k) Reemplázase el párrafo primero de la letra e) por el siguiente:


“e) Que entre las exigencias de ingreso, permanencia o participación de los estudiantes en toda actividad curricular o extracurricular relacionada con el proyecto educativo, no figuren cobros ni aportes económicos obligatorios, directos, indirectos o de terceros, tales como fundaciones, corporaciones o entidades culturales deportivas, o de cualquier naturaleza.”.


l) Reemplázanse los párrafos segundo y tercero de la letra e) por el siguiente:


“Asimismo, la exigencia de textos escolares o materiales de estudio determinados, que no sean los proporcionados por el Ministerio de Educación, no podrá condicionar el ingreso o permanencia de un estudiante, por lo que, en caso que éste no pueda adquirirlos, deberán ser provistos por el establecimiento.”.


m) Agrégase una letra f) bis del siguiente tenor:


“f) bis.- Que se establezcan programas especiales de apoyo a aquellos estudiantes que presenten bajo rendimiento académico que afecte su proceso de aprendizaje, así como planes de apoyo a la inclusión, con el objeto de fomentar una buena convivencia escolar, sin perjuicio de lo establecido en la ley N°20.248.”.


n) Agrégase una letra f) ter del siguiente tenor:


“f) ter.- Que el reglamento interno a que hace referencia la letra d) de este artículo reconozca expresamente el derecho de asociación, tanto de los y las estudiantes, padres y apoderados, como también del personal docente y asistente de la educación, de conformidad a lo establecido en la Constitución y la ley. En ningún caso el sostenedor podrá obstaculizar ni afectar el ejercicio de este derecho, sin perjuicio de las normas sobre derechos y deberes de la comunidad escolar que se establecen en el decreto con fuerza de ley N°2, de 2009, del Ministerio de Educación.”.


ñ) Agrégase una letra j) del siguiente tenor:


“j) Que cuenten con un Consejo Escolar, de conformidad a lo dispuesto en la ley N°19.979. Excepcionalmente, por resolución fundada del respectivo Secretario Regional Ministerial de Educación, se podrá eximir a un establecimiento educacional del cumplimiento de lo señalado precedentemente para efectos del pago de la subvención educacional, cuando no sea posible su constitución.”.


6) Agréganse los siguientes artículos 7° bis, 7° ter, 7° quáter, 7° quinquies y 7° sexies:


“Artículo 7° bis.- El proceso de admisión de los y las estudiantes que desarrollen los establecimientos que reciben subvención o aportes del Estado se realizará conforme a los principios de transparencia, educación inclusiva, accesibilidad universal, equidad y no discriminación arbitraria, considerando especialmente el derecho preferente de los padres a elegir el establecimiento educacional para sus hijos.

Dicho proceso comprende una etapa de postulación y otra de admisión propiamente tal.


La etapa de postulación se realizará directamente en los establecimientos educacionales de preferencia de los padres, madres o apoderados a través de un registro que pondrá a disposición del público el Ministerio de Educación. Sin perjuicio de lo anterior, los padres, madres o apoderados también podrán postular a dicho registro de forma remota. Se prohíbe que durante estos procesos los establecimientos educacionales exijan, como condición para participar en ellos, entrevistas, pruebas de admisión de cualquier tipo, u otro antecedente vinculado a su desempeño académico, condición socioeconómica o familiar, así como cualquier cobro por la postulación de los estudiantes.


Los padres, madres y apoderados podrán solicitar información a los establecimientos educacionales sobre su proyecto educativo y el proceso de admisión.


Los sostenedores deberán inscribir a los postulantes en el registro señalado en el inciso tercero de este artículo. El sistema de registro entregará un comprobante al padre, madre o apoderado, o estudiante, en su caso, que haya realizado la postulación.


En caso de que los padres y apoderados deseen postular a más de un establecimiento educacional, podrán registrarlos en cualquiera de los lugares de postulación y deberán manifestar el orden de su preferencia. Será condición necesaria para proceder a la postulación la adhesión y compromiso expreso por parte del padre, madre o apoderado al proyecto educativo declarado por el establecimiento y a su reglamento interno.


Para estos efectos, los establecimientos educacionales deberán informar al Ministerio de Educación su proyecto educativo, su reglamento y la cantidad de cupos disponibles para cada curso o nivel del año escolar correspondiente.

Con el objeto de promover el conocimiento y la adhesión de los padres, madres o apoderados a los proyectos educativos de los establecimientos a los que postulan, los sostenedores de éstos podrán organizar encuentros públicos de información, previo a los procesos de postulación, en los que presentarán a la comunidad sus proyectos educativos. Los sostenedores deberán remitir al Ministerio de Educación información respecto a estas actividades, para que éste las difunda.


Una vez finalizado el proceso de postulación, el Ministerio de Educación informará a los establecimientos educacionales los criterios señalados en el inciso tercero del artículo 7º ter con los que cumple cada uno de los postulantes.


Artículo 7° ter.- La etapa de admisión propiamente tal será realizada por los establecimientos educacionales.

Todos los estudiantes que postulen a un establecimiento educacional deberán ser admitidos, en caso de que los cupos disponibles sean suficientes en relación al número de postulaciones.


Sólo en los casos de que los cupos disponibles sean menores al número de postulantes, los establecimientos educacionales deberán aplicar un procedimiento de admisión aleatorio definido por éstos, el que, en todo caso, deberá considerar los siguientes criterios de prioridad en orden sucesivo:


a) Existencia de hermanas o hermanos que postulen o se encuentren matriculados en el mismo establecimiento.

b) Incorporación del 15% de estudiantes prioritarios, de conformidad al artículo 6°, letra a) ter.


c) La condición de hijo o hija de un profesor o profesora, asistente de la educación, manipulador o manipuladora de alimentos o cualquier otro trabajador o trabajadora que preste servicios permanentes en el establecimiento educacional.


d) La circunstancia de haber estado matriculado anteriormente en el establecimiento educacional al que se postula.


El Ministerio de Educación pondrá a disposición de los establecimientos educacionales un mecanismo para realizar el proceso de admisión, según lo dispuesto en el inciso anterior. Su uso será voluntario.


El Ministerio de Educación será el encargado de supervisar los procesos de admisión. Para ello, los establecimientos educacionales deberán informar, una vez realizados éstos, el orden que cada uno de los postulantes ocupó en dichos procesos de acuerdo a los criterios establecidos en el inciso tercero de este artículo, en listas separadas.

Una vez recibida la información señalada en el inciso anterior, el Ministerio de Educación revisará que no se presenten admisiones de un mismo estudiante en distintos establecimientos educacionales y velará porque los cupos se vayan completando acorde a las prioridades de los padres, madres o apoderados.


En caso que el Ministerio de Educación tome conocimiento de antecedentes que puedan constituir una infracción, informará a la Superintendencia de Educación para que ejerza sus atribuciones de conformidad a la ley N°20.529.

La Superintendencia de Educación iniciará un procedimiento sancionatorio si el orden asignado a los estudiantes hace presumir razonablemente que el procedimiento de admisión ha sido realizado incurriendo en discriminaciones arbitrarias.


Se considerará infracción grave, en los términos del artículo 76 de la ley N°20.529, que el sostenedor informe un número de cupos menor que el de los estudiantes formalmente matriculados.


En caso de que los padres, madres o apoderados no hayan participado en los procesos de postulación, la Secretaría Regional Ministerial de Educación correspondiente registrará a los estudiantes en el establecimiento educacional más cercano a su domicilio que cuente con cupos disponibles, una vez realizados los procesos de admisión descritos en los incisos anteriores.


Un reglamento del Ministerio de Educación regulará el sistema de registro señalado en el artículo precedente y determinará el procedimiento de postulación y admisión de los y las estudiantes. En particular, definirá la forma en que se registrarán las postulaciones, los procesos mediante los cuales se irán completando las distintas listas de espera y los plazos para las distintas etapas. Asimismo, dicho reglamento establecerá la forma en que los establecimientos comunicarán al Ministerio de Educación y a los padres, madres y apoderados, la información requerida para el proceso de admisión y el resultado de dichos procesos.


Artículo 7° quáter.- Los establecimientos educacionales siempre podrán implementar entrevistas con los padres y apoderados de los estudiantes ya matriculados, con la finalidad de entregar operatividad real a la adhesión y compromiso con el proyecto educativo prescrito en el inciso sexto del artículo 7° bis.


Artículo 7° quinquies.- Los liceos con modalidad artística, previa autorización del Ministerio de Educación, podrán implementar su propio sistema de admisión y realizar pruebas de habilidades específicas relacionadas con la especialidad.


Por su parte, aquellos establecimientos que, atendidas sus características históricas, de rendimiento académico destacado dentro de su región, que sean gratuitos, que presenten una demanda considerablemente mayor a sus vacantes y que hayan establecido procedimientos de selección académica, podrán desarrollar el procedimiento de admisión señalado en los artículos precedentes de entre aquellos postulantes que pertenezcan al 20% de los alumnos de mejor desempeño escolar, relativo a generaciones anteriores del establecimiento educacional de procedencia, en la forma que determine el reglamento.

Lo dispuesto en los incisos anteriores no podrá aplicarse hasta sexto año de educación básica inclusive.


Un reglamento del Ministerio de Educación determinará el procedimiento para la calificación de un establecimiento según los criterios establecidos en el inciso segundo.


Artículo 7° sexies.- La infracción de lo establecido en los artículos 7° bis, 7° ter y 7° quinquies, será sancionada con multa de 50 UTM. En caso de reincidencia, el establecimiento deberá dar aplicación, en lo sucesivo, al mecanismo de admisión aleatorio y transparente que, al efecto, le proporcione el Ministerio de Educación.”.

7) Intercálanse, en el artículo 8°, los siguientes incisos segundo y tercero nuevos, pasando el inciso segundo a ser cuarto:


“Tratándose de un establecimiento educacional que por primera vez solicite el beneficio de la subvención, el Ministerio de Educación aprobará la solicitud sólo en caso de que exista una demanda insatisfecha por matrícula que no pueda ser cubierta por medio de otros establecimientos educacionales que reciban subvención o aporte estatal en el territorio en el que pretende desarrollar su proyecto educativo, dentro del plazo señalado en el inciso anterior.


Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, establecerá los procedimientos y requisitos para el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo.”.


8) Derógase el artículo 16.


9) Derógase el artículo 17.


10) Modifícase el artículo 18 en el siguiente sentido:


a) Elimínase en su inciso primero, a continuación de la expresión “subvención”, la expresión “, salvo que ellas se establezcan como exigencias de ingreso o permanencia en los términos indicados en la letra e) del artículo 6°”.


b) Agrégase en su inciso primero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración “En ningún caso las donaciones o aportes voluntarios a los establecimientos podrán ser considerados como requisito de ingreso o permanencia de los estudiantes. Asimismo, los bienes o servicios adquiridos en virtud de aquéllas deberán estar a disposición de toda la comunidad educativa.”.


c) Reemplázase en su inciso final, a continuación de la expresión “deportivas,” la oración “se considerarán derechos de escolaridad y se sujetarán a lo dispuesto en los artículos 16 y 17 de esta ley” por la siguiente “tendrán el mismo tratamiento de la subvención en lo referente a su uso y rendición de cuentas. Asimismo, el 40% del total de dicha recaudación será descontado del monto total de las subvenciones que le corresponda percibir. En el caso de los establecimientos educacionales técnico profesionales, este descuento será del 20%. Con todo, cuando este monto mensual no supere el 10% de lo que le corresponde percibir en el mismo período por concepto de subvención, no procederá ningún descuento”.


11) Derógase el artículo 20.

12) Derógase el artículo 21.


13) Derógase el Título II.


14) Elíminase el inciso sexto del artículo 37.


15) Reemplázase en el artículo 43 la expresión “de la ficha CAS” por la frase “del instrumento de caracterización social que la autoridad competente determine”.


16) Introdúcese el siguiente Párrafo 9° en el Título III:

“PÁRRAFO 9°

Aporte por Gratuidad


Artículo 49 bis. Créase un aporte por gratuidad, destinado a aquellos establecimientos educacionales gratuitos y sin fines de lucro, que se impetrará por los alumnos que estén cursando primer y segundo nivel de transición de educación parvularia, educación general básica y enseñanza media, incluida la educación especial y de adultos.


Para los establecimientos regidos por la presente ley que impartan enseñanza regular diurna en el primer y segundo nivel de transición de educación parvularia, educación general básica y enseñanza media, será requisito para impetrar este aporte, estar adscrito al régimen de subvención escolar preferencial de la ley N°20.248. Este requisito no será exigible para las modalidades de educación especial y de adultos.


El aporte por gratuidad tendrá el valor unitario mensual por alumno de 0,45 unidades de subvención educacional.


Su monto se determinará conforme a los artículos 13, 14 y 15 de esta ley.


Tratándose de aquellos establecimientos educacionales regidos por el decreto ley N°3.166, de 1980, del Ministerio de Educación, se estará a sus respectivos convenios para el pago del aporte por gratuidad.


Este aporte estará afecto a los fines educativos de conformidad al artículo 3° de esta ley.”.


17) Modifícase el artículo 50 en el siguiente sentido:


a) Elimínase su inciso primero.


b) Elimínase, en la letra a) del inciso tercero, que pasa a ser segundo, la palabra “dolosamente”.


c) Reemplázase la letra c) de su inciso tercero, que pasa a ser segundo, por la siguiente letra c), nueva:

“c) La exigencia por parte del sostenedor de cualquier contraprestación en dinero o especie por la prestación del servicio educacional;”.


d) Elimínase, en su inciso tercero, que pasa a ser segundo, la letra i), la primera vez que aparece, y reemplázase la letra i) la segunda vez que aparece por la siguiente, nueva:


“i) No dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 11 del decreto con fuerza de ley N°2, de 2009, del Ministerio de Educación.”.


e) Agrégase la siguiente letra j):


“j) Incumplir la obligación de informar prevista en el artículo 64.”.


18) Introdúcese el siguiente Título V nuevo, pasando el actual Título V a ser Título VI:

“Título V

De las Corporaciones Educacionales


Artículo 58 A. Son corporaciones educacionales las personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro constituidas por dos o más personas naturales, debidamente registradas ante la autoridad, cuyo objeto único sea la educación, y que se regirán por las disposiciones de esta ley y, de manera supletoria, por las disposiciones del Título XXXIII del Libro I del Código Civil.


Estas corporaciones serán sostenedoras de establecimientos educacionales y podrán impetrar las subvenciones y aportes estatales con fines educativos de conformidad a la ley.


Artículo 58 B. Las corporaciones educacionales se constituirán por medio de escritura pública o por instrumento privado reducido a escritura pública en la que conste el acta de constitución y los estatutos por los cuales deben regirse. El Ministerio de Educación pondrá a disposición de los interesados estatutos tipo para la constitución de una corporación educacional.


Se deberá depositar, en la Secretaría Regional Ministerial de Educación que corresponda, copia autorizada del instrumento constitutivo y dos copias de los estatutos de la nueva persona jurídica en el registro especial que se llevará al efecto. La corporación educacional gozará de personalidad jurídica por el solo hecho del depósito, para cuyo efecto dicha Secretaría deberá autorizar una copia en la cual se acreditará fecha del depósito y la inserción en la misma del respectivo número del registro.


La Secretaría Regional Ministerial de Educación no podrá negar el registro a una corporación educacional. Con todo, tendrá el plazo de noventa días, contado desde el respectivo depósito, para realizar observaciones a la constitución de la corporación, si faltare algún requisito para constituirla o si los estatutos no se ajustaren a lo prescrito por esta ley o a sus normas complementarias.


La corporación educacional deberá subsanar las observaciones formuladas por la Secretaría Regional Ministerial de Educación, dentro del plazo de sesenta días contado desde su notificación, bajo apercibimiento de tener por caducada su personalidad jurídica, por el solo ministerio de la ley, procediendo dicha Secretaría a eliminarla del registro respectivo.


En dicho registro se consignarán, además, los representantes y miembros de la corporación educacional, las modificaciones estatutarias, la disolución y la pérdida de la personalidad jurídica cuando correspondiere. Para dar cumplimiento a lo anterior, en caso de modificaciones de los estatutos, aprobadas según los requisitos que éstos establezcan y que sean reducidas a escritura pública, deben ser registradas en el Ministerio de Educación dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha de la escritura pública de modificación respectiva.


Un reglamento fijará la forma y modalidad en que deberá llevarse el registro, junto con la periodicidad y manera de su actualización.


Artículo 58 C. La administración y dirección de la corporación educacional recaerá en uno o más miembros de ésta, quienes serán sus directores. Se deberá elegir entre los miembros del directorio a un presidente, quien será el representante judicial y extrajudicial de la corporación educacional y tendrá las demás atribuciones que fijen los estatutos.


Artículo 58 D. Los directores de la corporación educacional no serán remunerados, salvo en los casos establecidos en los numerales i) y ii) del inciso segundo del artículo 3°, debiendo aplicarse a estas remuneraciones lo señalado en los incisos tercero y siguientes del mismo artículo.


Artículo 58 E. El Ministerio de Educación fiscalizará y sancionará con la cancelación de la personalidad jurídica a las corporaciones educacionales que sean contrarias a la moral, al orden público, la seguridad del Estado o que incumplan gravemente las disposiciones de esta ley y sus estatutos.


Se cancelará, de pleno derecho, la personalidad jurídica si, transcurrido el plazo de un año contado desde la fecha de obtención de ésta, la nueva corporación educacional no hubiere dado cumplimiento a los requisitos exigidos por la ley para que su o sus establecimientos educacionales obtengan el reconocimiento oficial.


Las corporaciones que sean sancionadas con la cancelación de su personalidad jurídica serán excluidas del registro al que hace mención el artículo 58 B.


Artículo 58 F. Disuelta una corporación educacional, sus bienes deberán ser transferidos a otra persona jurídica sin fines de lucro cuyo fin sea la educación, de conformidad a lo que dispongan sus estatutos, o al Estado, en ambos casos para el cumplimiento del mismo fin. Lo anterior, sin perjuicio de las garantías constituidas sobre dichos bienes y de los derechos de los acreedores de la corporación educacional, de conformidad a la ley.


Artículo 58 G. Las corporaciones educacionales, en tanto sostenedoras de establecimientos educacionales, serán fiscalizadas por la Superintendencia de Educación.”.

Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°20.529, que establece un Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su Fiscalización:


1) Intercálase, en el inciso cuarto del artículo 1°, a continuación de la palabra “nacional”, la expresión “y local”.


2) Modifícase el artículo 49 en el siguiente sentido:


a) Intercálase en su letra d), en el párrafo segundo, a continuación de la palabra “Estado” la expresión “o del título preliminar del decreto con fuerza de ley N°2, de 2009, del Ministerio de Educación”.


b) Intercálase en su letra f), en el párrafo segundo, a continuación de la palabra “Estado” la expresión “o del título preliminar del decreto con fuerza de ley N°2, de 2009, del Ministerio de Educación”.


3) Reemplázase en el artículo 56 la expresión “a fin de simplificar y” por “con el objeto de”.


4) Agrégase en el artículo 76 la siguiente letra i):


“i) Incumplir las normas señaladas en los artículos 3°, 3° bis y 6° del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N°2, de 1996, sobre subvención del Estado a Establecimientos Educacionales.”.


5) Intercálase en el artículo 77 la siguiente letra e) nueva, pasando la letra e) a ser letra f):


“e) Tratándose de los establecimientos que reciben subvención o aportes del Estado, realizar maliciosamente publicidad que induzca a error respecto de la naturaleza del proyecto educativo del establecimiento, o que inhiba arbitrariamente la postulación de determinados estudiantes al establecimiento educacional de que se trate.”.

Artículo 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°20.248, que establece una ley de Subvención Escolar Preferencial:

1) Intercálase en el artículo 1°, entre la frase “alumnos prioritarios” y la expresión “que estén cursando”, la frase “y alumnos preferentes”.


2) Agrégase el siguiente artículo 2° bis:


“Artículo 2° bis.- Para los efectos de la aplicación de la subvención escolar preferencial se entenderá por alumnos preferentes a aquellos estudiantes que no tengan calidad de alumno prioritario y cuyas familias pertenezcan al 80% más vulnerable del total nacional, según el instrumento de caracterización social vigente.


La calidad de alumno preferente será determinada anualmente por el Ministerio de Educación, directamente o a través de los organismos de su dependencia que éste determine.


La determinación de la calidad de alumno preferente, así como la pérdida de la misma, será informada anualmente por el Ministerio de Educación a la familia de dicho alumno y al sostenedor del establecimiento en que éste se encuentre matriculado.


Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser firmado por el Ministro de Hacienda, determinará la metodología para la identificación de los alumnos a los que se refiere este artículo.”.


3) Reemplázase, en el artículo 3° la expresión “el artículo 2°” por la frase “los artículos 2° y 2° bis”.


4) Remplázase, en el artículo 4°, la frase “prioritarios matriculados en dichos establecimientos, según lo establecido en los artículos 14 y 15” por la expresión “prioritarios y preferentes matriculados en dichos establecimientos, según lo establecido en los artículos 14, 14 bis y 15”.


5) Modifícase el artículo 6° en el siguiente sentido:


a) Remplázase su letra a) por la siguiente:

“a) Eximir a los alumnos prioritarios de todo tipo de cobro que condicione la postulación, ingreso o permanencia del alumno en ese establecimiento.”.


b) Sustitúyese su letra d) por la siguiente:


“d) Retener en el establecimiento a los y las estudiantes, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 11 del decreto con fuerza de ley N°2, de 2009, del Ministerio de Educación.”.


6) Sustitúyese la tabla del artículo 14 por la siguiente:
	
	Desde 1° nivel de transición hasta 4° año de la educación básica
	5° y 6° año básico
	7° y 8° básico
	Desde 1° hasta 4° año de enseñanza media

	A.
Establecimientos educacionales autónomos
	2,0328
	2,0328
	1,3548
	1,3548

	B.
Establecimientos educacionales emergentes
	1,0164
	1,0164
	0,6774
	0,6774



7) Agrégase el siguiente artículo 14 bis:


“Artículo 14 bis.- La subvención escolar preferencial para los alumnos preferentes será equivalente a la mitad del valor unitario mensual para los alumnos prioritarios, expresado en unidades de subvención educacional, según lo señalado en el artículo 14.”.

8) Modifícase el artículo 15 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase en el inciso primero la oración que se inicia con las palabras “Su monto se determinará”, por la siguiente “Su monto se determinará multiplicando el valor que corresponda, conforme a los artículos 14 y 14 bis, por la asistencia media promedio de los alumnos prioritarios y preferentes, según corresponda, durante los tres meses precedentes al pago.”.


b) Agrégase en su inciso segundo, a continuación de la expresión “alumnos prioritarios”, la frase “y preferentes”.


c) Sustitúyese en su inciso tercero, la frase “conforme al artículo 14, por el número de alumnos prioritarios,” por la oración “conforme a los artículos 14 y 14 bis, por el número de alumnos prioritarios y preferentes, según corresponda,”.


d) Agrégase en su inciso cuarto, a continuación de la expresión “alumnos prioritarios”, la frase “y preferentes”.


9) Agrégase en el numeral 3° del artículo 19, a continuación de la expresión “alumnos prioritarios”, la frase “y preferentes”.


10) Modifícase el artículo 20 en el siguiente sentido:


a) Agrégase en su inciso primero, a continuación de la frase “a que se refiere la letra B del artículo 14”, la expresión “y el artículo 14 bis”.


b) Agrégase en su inciso segundo, a continuación de la oración “por la aplicación de la letra B del artículo 14”, la frase “y el artículo 14 bis”.


c) Agrégase en su inciso segundo, a continuación de la frase “será equivalente a lo que le correspondería recibir al mismo establecimiento” la oración “, por alumnos prioritarios y preferentes,”.


d) Incorpórase en su inciso tercero, a continuación de la palabra “alumnos”, todas las veces que ella aparece, la palabra “prioritarios”.


e) Incorpórase, en la parte final del inciso tercero, a continuación de la frase “enseñanza media” y antes del punto aparte, la oración “, y la mitad de dichos montos, por los alumnos preferentes que cursen los niveles que correspondan”.


11) Reemplázase en el artículo 24 la expresión “el artículo 14” por la frase “los artículos 14 y 14 bis”.


12) Modifícase el artículo 27 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:


“La suma anual de este aporte extraordinario será equivalente al monto que le correspondería al establecimiento educacional si se le aplicara la subvención establecida en la letra A del artículo 14 y la subvención establecida en el artículo 14 bis, por el promedio de los alumnos prioritarios y preferentes, según corresponda, matriculados en los niveles correspondientes en el primer trimestre del año escolar, considerando el porcentaje de la asistencia media efectiva de los alumnos prioritarios y preferentes, según corresponda, registrada en los meses del año escolar inmediatamente anterior.”.


b) Intercálase en el inciso quinto, a continuación de la expresión “alumno prioritario”, la frase “o preferente”.


13) Agrégase una nueva letra a) en el artículo 30, pasando la actual letra a) a ser b) y así sucesivamente, del siguiente tenor:


“a) Estar constituidas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro.”.


Artículo 5°.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley se financiará con cargo a los recursos que contemple anualmente la ley de Presupuestos del Sector Público, en la Partida 09 del Ministerio de Educación.
ARTICULOS TRANSITORIOS

Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia al inicio del año escolar siguiente al de la fecha de su publicación, sin perjuicio de las reglas especiales establecidas en los artículos siguientes.


A los establecimientos educacionales que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, funcionen en inmuebles gravados o hipotecados a favor del Fisco, no se les aplicará el requisito de estar el inmueble libre de gravámenes, que establece la letra a) quáter del artículo 6° del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación. Esta excepción cesará una vez que se cumpla el período que reste para alzar los gravámenes o hipotecas señalados.
Párrafo 1°

De la prohibición del lucro en los establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado


Artículo segundo.- Dentro del plazo de dos años contado desde la entrada en vigencia de esta ley, los sostenedores particulares que no estén organizados como una persona jurídica sin fines de lucro y que estén percibiendo la subvención del Estado que regula el decreto con fuerza de ley N°2, del año 1998, del Ministerio de Educación, podrán transferir la calidad de sostenedor a una persona jurídica de derecho privado sin fines de lucro, sin que les sea aplicable lo señalado en el artículo 46, letra a), párrafo quinto, del decreto con fuerza de ley N°2, de 2009, del Ministerio de Educación.


El sostenedor que haya adquirido su calidad de tal en conformidad al inciso anterior será el sucesor legal de todos los derechos y obligaciones que la persona transferente haya adquirido o contraído, con ocasión de la prestación del servicio educativo, manteniendo los establecimientos educacionales respecto de los cuales se traspasa la condición de sostenedor, el reconocimiento oficial con que contaren.


Quien haya transferido su calidad de sostenedor y la persona jurídica sin fines de lucro que la haya adquirido, serán solidariamente responsables por todas las obligaciones laborales y previsionales, contraídas con anterioridad a la transferencia.


En ningún caso la transferencia de la calidad de sostenedor alterará los derechos y obligaciones de los trabajadores, ni la subsistencia de los contratos de trabajo individuales o de los instrumentos colectivos de trabajo que los rijan, los que continuarán vigentes con el nuevo empleador, para todos los efectos legales, como si dicha transferencia no se hubiese producido.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo, sólo se transferirán las obligaciones que se hayan contraído para la adquisición de bienes esenciales para la prestación del servicio educacional.


El sostenedor que haya adquirido su calidad de tal en conformidad a este artículo deberá informar y remitir copia a la Superintendencia de Educación de todos los actos y contratos celebrados de conformidad a lo dispuesto en el inciso anterior.

Artículo tercero.- El sostenedor que haya adquirido tal calidad de conformidad a lo dispuesto en el artículo anterior deberá dar cumplimiento a lo establecido en el literal a) quáter del artículo 6° del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, dentro del plazo de tres años contado desde que haya adquirido su personalidad jurídica.


Asimismo, aquel sostenedor que a la fecha de publicación de esta ley se encuentre organizado como una persona jurídica sin fines de lucro, tendrá el plazo de tres años, contado desde la entrada en vigencia de esta ley, para dar cumplimiento a lo dispuesto en el literal a) quáter del artículo 6° del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación.


Con todo, en caso de que el sostenedor, a la fecha de publicación de esta ley mantenga gravado con hipoteca o adquiera el inmueble en que funciona el establecimiento educacional al inicio del año escolar 2014, deberá acreditar, si correspondiere, el alzamiento de la hipoteca que garantizaba la obligación contraída para adquirirlo en el término de veinticinco años contado desde el plazo que señalan los incisos precedentes, según corresponda. Sin perjuicio de lo anterior, en el evento de que no se haya podido alzar la hipoteca en el plazo señalado previamente, y siempre que se haya extinguido completamente la obligación garantizada con ésta, el sostenedor dispondrá de dos años para formalizar el alzamiento.

Artículo cuarto.- El sostenedor a quien se le haya transferido tal calidad de acuerdo a lo dispuesto en el artículo segundo transitorio o que a la fecha de publicación esta ley se encuentre organizado como una persona jurídica sin fines de lucro, podrá adquirir con cargo a la subvención, y dentro del plazo señalado en el inciso primero o en el inciso segundo del artículo tercero transitorio, según corresponda, el inmueble en que funciona el establecimiento educacional, a fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en la letra a) quáter del artículo 6° del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación.


Para efectos de la adquisición a que hace referencia el inciso anterior, la nueva entidad sostenedora sin fines de lucro podrá contraer obligaciones con instituciones financieras públicas o privadas, de aquellas sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras de conformidad al decreto con fuerza de ley N°3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican. En el caso de que dichas obligaciones se encuentren caucionadas con hipotecas, deberá estarse a lo dispuesto en el inciso final del artículo tercero transitorio. Asimismo, el sostenedor deberá devolver al Fisco el valor del aporte suplementario por costo de capital adicional que hubiere recibido conforme a lo dispuesto en el artículo 8° de la ley N°19.532.


La entidad sostenedora sin fines de lucro también podrá adquirir el inmueble en el que funciona el establecimiento educacional imputando mensualmente, con cargo a la subvención, hasta una doceava parte del 11% del avalúo fiscal calculado al 30 de junio de 2014, según el valor de la unidad de fomento a la fecha de publicación de esta ley, hasta el término de veinticinco años, contado desde el plazo a que se refiere el inciso primero del presente artículo. Con todo, deberá descontarse del valor total del inmueble, el valor del aporte suplementario por costo de capital adicional que hubiere recibido conforme a lo dispuesto en el artículo 8° de la ley N°19.532.

El monto que se impute mensualmente de conformidad al inciso anterior deberá ser razonablemente proporcionado en consideración a los ingresos del establecimiento educacional por concepto de subvención y aportes del Estado, con el objeto de asegurar una adecuada prestación del servicio educativo. La Superintendencia de Educación, en uso de sus atribuciones, fiscalizará el cumplimiento de lo dispuesto anteriormente.


Para efectos de lo dispuesto en el inciso tercero, no se aplicará la prohibición de celebrar actos o contratos con personas relacionadas en los términos de la letra a) del inciso sexto del artículo 3° y el artículo 3° bis del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación.


El pago de lo dispuesto en los incisos anteriores se considerará una operación que cumple con los fines educacionales, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 3° del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación.


El sostenedor deberá remitir copia del o los contratos que corresponda por la aplicación del presente artículo, a la Superintendencia de Educación.


El Ministerio de Educación, mediante un reglamento que deberá ser firmado por el Ministro de Hacienda, regulará las materias señaladas en este artículo.


Artículo quinto.- Autorízase para que, hasta el plazo de cinco años, contado desde la entrada en vigencia de esta ley, aquellos sostenedores que hayan adquirido tal calidad, de conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo segundo transitorio de esta ley, puedan acceder al Fondo de Garantía para los Pequeños Empresarios que establece el decreto ley N°3.472, de 1980, del Ministerio de Hacienda, para garantizar los créditos que las instituciones financieras públicas y privadas otorguen a dichos sostenedores, con el solo objeto de adquirir los inmuebles en que se encuentren funcionando los establecimientos educacionales a inicios del año escolar 2014, y siempre que lo adquieran de conformidad al inciso segundo del artículo cuarto transitorio.


Para acceder a dichas garantías, los establecimientos educacionales de los respectivos sostenedores no podrán generar ingresos equivalentes anuales superiores a 50.000 unidades de fomento por la prestación de sus servicios educacionales, o su equivalente en moneda nacional.


El Fondo no garantizará más del 50% del saldo deudor de cada financiamiento con un monto máximo de hasta 10.000 unidades de fomento, o su equivalente en moneda nacional.


Corresponderá al Administrador del Fondo especificar, en las bases de licitación, las condiciones generales bajo las cuales las instituciones participantes y los sostenedores a que se refiere el inciso primero podrán acceder a la garantía y hacer uso de los derechos de garantía licitados.


Corresponderá a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras la fiscalización de las operaciones y la dictación de la reglamentación correspondiente.

Artículo sexto.- Las partes que se propongan celebrar un contrato de compraventa conforme a lo establecido en el inciso tercero del artículo cuarto transitorio podrán requerir el consentimiento por parte del Ministerio de Educación, en representación del Fisco, para incorporar como cláusula del referido contrato la facultad de descontar de la subvención, en los términos que a continuación se indican, el monto adeudado al vendedor, siempre que se cumplan los siguiente requisitos:

i. Que el vendedor sea una persona no relacionada con el comprador, según lo establecido en el literal a) del inciso sexto del artículo 3° y en el artículo 3° bis del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación.


ii. Que en el respectivo contrato de compraventa suscrito entre las partes se haga mención expresa a este artículo.


Las partes deberán presentar una solicitud escrita a la Secretaría Regional Ministerial de Educación respectiva, acompañando el contrato correspondiente.


La Secretaría consentirá, dentro del plazo de treinta días, contado desde la presentación de la respectiva solicitud, sólo si el contrato cumple con lo establecido en el inciso primero de este artículo y lo dispuesto en el inciso tercero del artículo cuarto transitorio, y si las partes aceptan las condiciones que se señalan a continuación.


Durante la vigencia del contrato, si el sostenedor comprador incumpliere el pago de tres cuotas consecutivas durante un año calendario, o seis durante dos años consecutivos, la parte acreedora podrá poner en conocimiento de la Secretaría Regional Ministerial de Educación respectiva el incumplimiento del contrato.


La Secretaría citará a una audiencia al deudor, recibirá los antecedentes que le presente y, de ser efectivo el incumplimiento, conforme lo establecido en el inciso primero, descontará las cuotas adeudadas de los dineros correspondientes a la subvención a la que el respectivo establecimiento tenga derecho, salvo las establecidas en la ley N°20.248, transfiriendo aquel monto al vendedor, en un plazo no superior a sesenta días, contado desde que se determine la efectividad del incumplimiento.


Conjuntamente, será procedente la designación de un administrador provisional, para lo cual la Secretaría Regional Ministerial de Educación comunicará el precitado incumplimiento a la Superintendencia de Educación, la que procederá al respectivo nombramiento. Para los efectos de este inciso, se estará a lo dispuesto en el párrafo 6° del Título III de la ley N°20.529, que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la educación parvularia, básica y media y su fiscalización.

El Estado tendrá derecho preferente a adquirir el inmueble, conforme lo establecido en el artículo octavo transitorio de esta ley.

Artículo séptimo.- El sostenedor que opte por dejar de percibir la subvención deberá comunicar esta decisión por escrito a los padres, madres o apoderados y a la comunidad educativa del establecimiento al inicio del año escolar anterior a aquel en que dejará de percibir subvención.


Esta comunicación deberá indicar expresamente si el establecimiento educacional continuará o no en funcionamiento y las medidas que se adoptarán al efecto.


En todo caso, el sostenedor que haya sido beneficiario del aporte suplementario por costo de capital adicional, deberá hacer devolución del mismo conforme a la ley N°19.532 y su reglamento.

Artículo octavo.- En casos excepcionales, debidamente fundados por decreto expedido por el Ministerio de Educación, con la firma del Ministro de Hacienda, y siempre que ello sea estrictamente necesario para garantizar el derecho a la educación de los y las estudiantes, el Estado podrá adquirir aquellos inmuebles en donde funciona un establecimiento educacional, de propiedad de aquel sostenedor que haya manifestado expresamente al Ministerio de Educación su voluntad de no continuar prestando el servicio educacional.


Para ejercer esta facultad, el Estado deberá considerar criterios tales como la matrícula y capacidad de los establecimientos educacionales subvencionados en el ámbito territorial circundante al establecimiento, en los distintos niveles educativos; el cobro por alumno que realicen dichos establecimientos, cuando corresponda; y la categoría a la que están adscritos de acuerdo al artículo 17 de la ley N°20.529. Asimismo, considerará la eficiencia del inmueble, entendiendo por tal la infraestructura esencial para la prestación del servicio educativo, constituida por aulas, servicios higiénicos, talleres, oficinas administrativas y otras dependencias esenciales.


El Estado podrá ejercer esta facultad desde la entrada en vigencia de esta ley. La ley de Presupuestos de cada año dispondrá el monto máximo de recursos que podrá ser destinado a la finalidad prevista en este artículo.


El precio de la compraventa no podrá exceder el monto que resulte de restar al valor del inmueble, lo recibido por concepto del aporte suplementario por costo de capital adicional a que se refiere la ley N°19.532, que crea el régimen de jornada escolar completa diurna y su reglamento, en caso que procediera. Para estos efectos, el valor del inmueble será hasta 1,7 veces el avalúo fiscal de éste.

Mediante un decreto del Ministerio de Educación, que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, se regularán las materias de que trata el presente artículo.


Artículo noveno.- La restricción contemplada en la letra a) del inciso sexto del artículo 3° y lo dispuesto en el artículo 3° bis nuevo que se introducen en el decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, serán aplicables a aquellas personas que, en el plazo de dos años contado hacia atrás desde la publicación de esta ley, hayan cumplido con alguna de las relaciones señaladas en las letras a), b), c) y d) del artículo 3° bis señalado.

Artículo décimo.- Corresponderá a la Superintendencia de Educación la fiscalización del cumplimiento de lo establecido en las disposiciones transitorias precedentes.
Párrafo 2°

De la eliminación del Financiamiento Compartido

Artículo undécimo.- Los establecimientos educacionales que, a la fecha de publicación de la presente ley, reciban subvención a establecimientos educacionales de financiamiento compartido, de conformidad al Título II del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, que se deroga por el número 13 del artículo 2°, podrán seguir afectos a dicho régimen hasta el año escolar en el cual el cobro máximo mensual promedio por alumno, establecido conforme a las reglas del artículo siguiente, sea igual o inferior al aporte por gratuidad que trata el numeral 16 del artículo 2° de esta ley, calculado en unidades de fomento. Desde el año escolar en que se cumpla esta condición, el establecimiento escolar no podrá seguir afecto a dicho régimen.


Durante el período en que no se cumpla la condición indicada en el inciso precedente, se mantendrá vigente para dichos establecimientos lo dispuesto en el Título II del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, a excepción de los incisos primero y segundo del artículo 24, el artículo 25 y los incisos primero, segundo, tercero y cuarto del artículo 26. Tampoco serán aplicables a dichos establecimientos, por el plazo anteriormente señalado, las modificaciones introducidas por el artículo segundo numerales 4, letra a); numeral 5, letras k) y l), y numerales 8, 9, 11, 12 y 14.


Con todo, la subvención estatal que continúen recibiendo estos establecimientos educacionales estará afecta al cumplimiento de fines educativos, de conformidad a los artículos 3° y 3° bis del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero de este artículo, y solamente durante el plazo señalado en el inciso primero del artículo segundo transitorio, aquellos establecimientos cuyos sostenedores no estén constituidos como personas jurídicas sin fines de lucro podrán seguir adscritos al régimen de financiamiento compartido, siempre que efectúen cobros a sus alumnos de acuerdo a lo establecido en los artículos duodécimo, decimotercero, y decimoquinto transitorios.

Artículo duodécimo.- Durante el primer año escolar desde la entrada en vigencia de la presente ley, los establecimientos educacionales de financiamiento compartido que sigan adscritos a este régimen, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo undécimo transitorio, podrán efectuar cobros mensuales promedios por alumno, los que en todo caso no podrán exceder al cobro mensual por alumno correspondiente al año escolar 2014, de conformidad al artículo 34 del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, determinado en unidades de fomento, al valor de dicha unidad al día 1 de agosto de 2014.

A contar del inicio del año escolar siguiente, el referido límite máximo de cobro mensual, calculado en unidades de fomento, disminuirá en el mismo monto que haya aumentado para cada establecimiento el ingreso por subvenciones e incrementos a que se refiere el inciso siguiente, calculado en promedio mensual por alumno del año calendario en que se realice el cálculo, respecto al año calendario inmediatamente anterior.


Para el cálculo del inciso anterior se considerarán las siguientes subvenciones e incrementos:


a) Subvención de escolaridad, que regula el artículo 9° del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación. Para estos efectos, se excluirá el valor de la subvención en U.S.E, por aplicación del factor del artículo 7° de la ley N°19.933, a que se refiere la tabla de dicho artículo.

b) Incremento de zona de la subvención de escolaridad, a que se refiere el artículo 11 del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación.

c) Incremento de ruralidad de la subvención de escolaridad, a que se refiere el artículo 12 del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación.

d) Subvención anual de apoyo al mantenimiento, a que se refiere el artículo 37 del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación.


Se entenderá por ingreso por subvenciones e incrementos, calculado en promedio mensual por alumno, aquél que resulte de dividir el monto total anual de estas subvenciones e incrementos por doce meses y por la asistencia promedio anual, en cada establecimiento.


A más tardar el 26 de diciembre de cada año, el Ministerio de Educación publicará, y notificará en su caso, por comunicación electrónica, a cada establecimiento educacional, el límite máximo de cobro mensual promedio del año escolar siguiente o la obligación de no seguir cobrando el financiamiento compartido, cuando se cumpla la condición indicada en el inciso primero del artículo anterior.


Durante el período de postulación, el sostenedor deberá informar a los padres, madres o apoderados, mediante comunicación escrita, el sistema de exenciones de cobro a que se refiere el artículo 24 del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, y una indicación precisa del monto de cobro por financiamiento compartido.


Mientras no se cumpla la condición dispuesta en el artículo undécimo transitorio, el registro a que hace referencia el artículo 7° bis del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, introducido por el numeral 6 del artículo 2° de la presente ley, deberá contener la indicación precisa del monto de cobro por financiamiento compartido, el cual deberá ser expresamente aceptado por los padres, madres, apoderados o postulantes, en su caso, para hacer efectiva su postulación.


Un reglamento del Ministerio de Educación, el que deberá ser firmado por el Ministro de Hacienda, regulará los procedimientos mediante los cuales se efectuarán los cálculos y las comunicaciones para dar cumplimiento a lo señalado en el artículo undécimo transitorio y en los incisos precedentes.

Artículo decimotercero.- Para los establecimientos que sigan adscritos al régimen de financiamiento compartido, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo undécimo transitorio, la subvención por alumno para cada nivel y modalidad de enseñanza será el valor que resulte de restar a la subvención que establece el artículo 9° del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, obtenida en los términos señalados en los artículos 13 y 14 de dicha ley, las siguientes cantidades calculadas sobre el cobro mensual promedio del establecimiento educacional correspondiente, expresado en unidades de fomento:


a) 0% de lo que no sobrepase de 0,44 UF.

b) 10% de lo que exceda de 0,44 UF. y no sobrepase de 0,88 UF.

c) 20% de lo que exceda de 0,88 UF. y no sobrepase de 1,75 UF.

d) 35% de lo que exceda de 1,75 UF.

En los establecimientos educacionales que reciben su subvención incrementada por efectos de la aplicación del artículo 11 del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, la resta a la subvención que se establece en este artículo se efectuará después de haberse calculado dicho incremento.

Artículo decimocuarto.- El Aporte por Gratuidad establecido en el numeral 16 del artículo 2° de esta ley se comenzará a pagar a contar del inicio del año escolar subsiguiente al de su publicación.


No obstante lo señalado en el numeral 16 del artículo 2°, el valor del aporte para el primer año de vigencia de éste será de 0,25 unidades de subvención educacional, el cual aumentará anualmente en 0,1 unidades de subvención educacional hasta alcanzar las 0,45 unidades de subvención educacional señaladas.

Artículo decimoquinto.- Los establecimientos educacionales que a la fecha de publicación de esta ley estén acogidos al régimen de financiamiento compartido y que opten por retirarse de este régimen para convertirse en establecimientos gratuitos, deberán informar de ello al Secretario Regional Ministerial de Educación respectivo, para efectos de impetrar el aporte por gratuidad establecido en esta ley. Lo anterior será requisito también para impetrar la subvención escolar preferencial por alumnos preferentes.


Asimismo, los sostenedores de establecimientos educacionales que opten por retirarse del régimen de financiamiento compartido no podrán volver a realizar estos cobros.
Párrafo 3°

De los procesos de admisión


Artículo decimosexto.- Lo dispuesto en el numeral 6 del artículo 1°, y en el numeral 6 del artículo 2° de la presente ley, en lo relativo a la prohibición de implementar procesos de selección de estudiantes y el comienzo del nuevo sistema de postulación a establecimientos educacionales subvencionados o que reciban aportes del Estado, entrará en vigencia el año escolar subsiguiente a la fecha de publicación de esta ley.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, tratándose de los establecimientos educacionales subvencionados o que reciben aportes del Estado que sean calificados según lo dispuesto en el artículo 7° quinquies del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, la habilitación para establecer procedimientos de admisión sólo será aplicable a aquellos establecimientos que, al momento de entrar en vigencia esta ley, hayan realizado dichos procesos. En tal caso, los establecimientos mencionados tendrán un año adicional al plazo establecido en el inciso anterior, para efectos de implementar el sistema.
Párrafo 4°

De la subvención escolar preferencial


Artículo decimoséptimo.- Para poder impetrar la subvención escolar preferencial para alumnos preferentes y los aportes a los que se refiere la ley N°20.248 para los alumnos preferentes, los establecimientos que a la fecha de publicación de esta ley sean de financiamiento compartido deberán convertirse en establecimientos educacionales gratuitos. En consecuencia, no podrán efectuar cobro alguno a ninguno de sus estudiantes, por lo que no regirá respecto de éstos lo dispuesto en el párrafo 2° de estas disposiciones transitorias.

Artículo decimoctavo.- La subvención escolar preferencial por alumnos preferentes se comenzará a pagar a contar del inicio del año escolar subsiguiente a la publicación de esta ley.


Artículo decimonoveno.- Lo dispuesto en el artículo 4°, numeral 6), de esta ley entrará en vigencia a contar del inicio del año escolar subsiguiente a su publicación.

Artículo vigésimo.- Los niveles de tercer y cuarto año de enseñanza media se incorporarán gradualmente a la subvención escolar preferencial de alumnos preferentes y a los aportes adicional y extraordinario correspondientes, señalados en los artículos 14 bis, 20 y 27 de la ley N°20.248, en la misma gradualidad establecida en el artículo duodécimo transitorio del mismo cuerpo legal.

Artículo vigésimo primero.- Los sostenedores particulares que, a la fecha de publicación de la presente ley, no hayan dado cumplimiento al requisito establecido en el literal a) del artículo 46 del decreto con fuerza de ley N°2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N°1, de 2005, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 1° transitorio del mismo cuerpo legal modificado por la ley N°20.668, tendrán el plazo establecido en el inciso primero del artículo segundo transitorio para dar cumplimiento a dicho requisito y transferir su calidad de sostenedor en los mismos términos establecidos.

Artículo vigésimo segundo.- Lo dispuesto en el artículo 2°, número 5, letra ñ), de la presente ley, será exigible dos años después de su entrada en vigencia.


Artículo vigésimo tercero.- Se prohibirá a los sostenedores, por sí o por tercera persona relacionada, ser dueños de una agencia de asistencia técnica educativa (ATE), que preste servicios educativos a los establecimientos educacionales que este mismo administra.


Los socios, asesores y administradores de las Agencias de Asistencia Técnica Educativa no podrán tener vínculos, en los términos que establece el artículo 3° bis, incorporado por esta ley, con los establecimientos educacionales ni con los sostenedores de los establecimientos a los que presten asesorías, en el plazo referido en el inciso primero del presente artículo.”.
*****

Hago presente a Vuestra Excelencia que los números 1, 2, 3, 4, 6, 7, 8 y 9 del artículo 1°; los números 5, en sus letras a) y f), y 6 del artículo 2°; el número 4 del artículo 3° y el artículo segundo transitorio, fueron aprobados, en general, con el voto favorable de 71 diputados, de un total de 118 en ejercicio.

En particular, en tanto, las señaladas normas fueron aprobadas de la siguiente manera:

-Artículo 1°, número 1, por 71 votos a favor.

-Artículo 1°, número 2, por 72 votos a favor.

-Artículo 1°, número 3, por 69 votos a favor.

-Artículo 1°, número 4, letras a), d), f) y g), por 71 votos a favor.
-Artículo 1°, número 4, letra b), por 95 votos a favor.

-Artículo 1°, número 4, letra c), por 115 votos a favor.

-Artículo 1°, número 4, letra e), por 68 votos a favor.

-Artículo 1°, número 6, por 68 votos a favor.

-Artículo 1°, número 7, por 73 votos a favor.

-Artículo 1°, número 8, por 71 votos a favor.

-Artículo 1°, número 9, por 71 votos a favor.

-Artículo 2°, número 5, letra a), por 69 votos a favor.

-Artículo 2°, número 5, letra f), por 69 votos a favor.

-Artículo 2°, número 6, por 70 votos a favor.

-Artículo 3°, número 4, por 71 votos a favor.

-Artículo segundo transitorio, por 70 votos a favor.
En todos los casos señalados, la votación se produjo respecto de un total de 118 diputados en ejercicio.
De esta manera, se ha dado cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Aldo Cornejo González, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE AUMENTA LAS PLANTAS DE PERSONAL DE CARABINEROS DE CHILE; MODIFICA LA LEY N° 20.502, QUE CREA EL MINISTERIO DEL INTERIOR Y SEGURIDAD PÚBLICA, Y LA LEY N° 18.961, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE CARABINEROS

(9.336-25)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene el honor de presentaros su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora  Presidente de la República.


Cabe hacer presente que el proyecto debe ser considerado, además, por la Comisión de Hacienda, según el trámite conferido a su ingreso a esta Corporación.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

El artículo 3° del proyecto requiere para su aprobación del voto conforme de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio debido a que tiene el carácter de norma de rango orgánico constitucional, en virtud de lo dispuesto en el artículo 105 de la Constitución Política de la República en relación con el inciso segundo del artículo 66 de la misma Carta Fundamental.
- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto 


de indicaciones ni modificaciones: artículos 1°, 3°, 4°, 5° y artículos primero y segundo transitorios.

2.-
Indicaciones aprobadas 


sin modificaciones: 

No hay.

3.-
Indicaciones aprobadas 

con modificaciones: 

No hay.

4.-
Indicaciones rechazadas: 
número 4.

5.-
Indicaciones retiradas: 
No hay.

6.-
Indicaciones declaradas 


inadmisibles: las signadas con los números 1, 2 y 3.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado, que se describen, y de los acuerdos adoptados a su respecto por vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Artículo 2º


Mediante este artículo el proyecto propone diversas modificaciones a la ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol y modifica diversos cuerpos legales.

Número 1)


Este numeral contiene cuatro modificaciones al artículo 3° de la ley antes citada, disposición que establece las facultades del Ministerio del Interior y Seguridad Pública que se agregan a las previamente existentes. 

Letra a)

Esta letra incorpora un párrafo segundo a la actual letra b) del artículo 3° antes referido.


La actual letra b) es del siguiente tenor:


“b) Velar por la mantención del orden público en el territorio nacional.”.


El párrafo segundo que se propone agregar en el proyecto aprobado en general expresa:


“En cumplimiento de esta facultad, el Ministerio solicitará a las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, al menos semestralmente, informes, antecedentes y estadísticas tendientes a materializar una evaluación de las medidas y programas adoptados por dichas Fuerzas para una eficaz, racional y eficiente mantención del orden público, tales como aquellos relativos a la distribución del personal; medidas para el control e investigación de delitos; los datos sobre la ocurrencia de delitos en los cuadrantes donde se aplique el plan respectivo junto con las acciones y medidas adoptadas a su respecto; nóminas de niños o niñas en situación de vulnerabilidad y los datos sobre las políticas y planes preventivos, de control e investigación de hechos delictivos, entre otros.”.


La indicación número 1, del Honorable Senador señor Horvath, propone reemplazar la frase inicial del párrafo que señala “En cumplimento de esta facultad, el Ministerio solicitará a las Fuerza de Orden y Seguridad Pública”, por la siguiente: “Para el adecuado cumplimiento de esta facultad, las Fuerzas de Orden y Seguridad remitirán al Ministerio”.

Al analizar la indicación vuestra Comisión tuvo presente que el artículo 3°, al cual se le agrega un párrafo en su letra b), se refiere a las facultades del Ministerio del Interior y Seguridad Pública,  lo que concuerda con la frase inicial “En cumplimiento de esta facultad, el Ministerio solicitará”, y que la indicación propone mutar la facultad del Ministerio de solicitar información por una obligación de las Fuerzas de Orden y Seguridad  de informar al Ministerio.  


Considerando que corresponde al Ejecutivo la iniciativa legal exclusiva para determinar las funciones y atribuciones de dichas reparticiones públicas el señor Presidente sometió a votación la admisibilidad de la indicación.


- En votación la admisibilidad, la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quinteros (Presidente), Bianchi y Zaldívar se pronunció por su inadmisibilidad, en virtud de lo dispuesto en el número 2° del artículo 65 de la Constitución Política del Estado.

Letra b)

Mediante esta letra el proyecto aprobado en general propone modificar la letra d) del artículo 3° de la ley N° 20.502.  


La referida letra d) establece como función del Ministerio del Interior y Seguridad Pública la de mantener y desarrollar un sistema actualizado de procesamiento de datos para evaluar la seguridad pública interior y la eficacia de las políticas públicas en la materia a nivel nacional, regional y comunal y la situación de los organismos de su dependencia.


Con tal propósito faculta al Ministerio (“podrá requerir”) para recabar la información y documentación pertinente de los órganos e instituciones del Estado vinculadas a la seguridad pública interior.


El proyecto aprobado en general cambia la facultad del Ministerio de requerir información y antecedentes por una nueva obligación para dicha Secretaría de Estado que deberá cumplir semestralmente, al sustituir la expresión “podrá requerir” por “requerirá, al menos semestralmente”. 


La indicación número 2, del Honorable Senador señor Horvath, expresa literalmente: “Reemplázase en su letra d) la frase “para cuyo efecto podrá requerir la información y documentación pertinente a los órganos e instituciones del Estado vinculados con la seguridad pública interior” por la siguiente: ”para cuyo efecto el Ministerio Público y los órganos e instituciones del Estado vinculados con la seguridad pública interior, remitirán al Ministerio, al menos semestralmente, la información y documentación pertinente”.”.


Al analizar la indicación vuestra Comisión tuvo presente que en un sentido similar a la anterior, la propuesta reemplaza la obligación que el texto aprobado en general establece para el Ministerio del Interior y Seguridad Pública de requerir semestralmente información, por otra obligación que se establece para el Ministerio Público y los órganos e instituciones del Estado vinculados con la seguridad pública interior consistente en remitir información al Ministerio al menos semestralmente.


El señor Presidente anunció que sometería a votación la admisibilidad de esta indicación.


- En votación la admisibilidad, la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quinteros (Presidente), Bianchi y Zaldívar la estimó inadmisible en virtud de lo dispuesto en el número 2° del artículo 65 de la Constitución Política del Estado.


El segundo párrafo de la letra d) del artículo 3° de la ley N° 20.502 señala literalmente: “También podrá elaborar estadísticas relacionadas con la seguridad pública interior y difundirlas.”.


La indicación número 3, del Honorable Senador señor Horvath, propone reemplazar dicha frase por la siguiente: “También deberá elaborar, a lo menos semestralmente, estadísticas relacionadas con la seguridad pública interior y difundirlas”.

Al estudiar la indicación vuestra Comisión consideró que ella transforma la actual facultad del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, de elaborar estadísticas relacionadas con la seguridad pública interior y difundirlas, en una obligación de elaborar tales estadísticas, la que además debe cumplir al menos semestralmente, obligación que además importa un costo no cuantificado y que no ha podido ser considerado al momento de determinar el financiamiento de la iniciativa.


El señor Presidente sometió a votación la admisibilidad de esta indicación.


- En votación la admisibilidad, la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quinteros (Presidente), Bianchi y Zaldívar, la estimó inadmisible en virtud de lo dispuesto en el número 2° del artículo 65 y 67, inciso tercero, de la Constitución Política del Estado.

Letra c)


Mediante esta letra el proyecto aprobado en general propone modificar la letra h) del artículo 3° de la ley N° 20.502, que establece como facultad del Ministerio del Interior y Seguridad Pública la siguiente:





“h) Definir y evaluar las medidas orientadas al control de los delitos y aquellas que permitan una adecuada respuesta policial a las infracciones de la ley penal.”.





El proyecto aprobado en general intercala, antes de su punto final, lo siguiente “, pudiendo solicitar a las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y a cualquier otro organismo público, informes sobre planes, medidas, distribución del personal o cualquier otra información que considere conducente y necesaria para dar cumplimiento a esta función”.

La indicación número 4, del Honorable Senador señor Horvath, propone incorporar al Ministerio Público entre las entidades a las cuales el Ministerio del Interior y Seguridad Pública puede solicitar antecedentes sobre planes, medidas, distribución del personal o cualquier otra información que considere conducente y necesaria para dar cumplimiento a esa función.


Al analizar la indicación vuestra Comisión tuvo en especial consideración que la norma aprobada en general permite que el Ministerio solicite antecedentes, y que tal facultad de solicitar no se encuentra limitada sólo con respecto a las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, pues ella se extiende “a cualquier otro organismo público”, por lo que la modificación propuesta en la indicación resultaría innecesaria.


Sometida a votación, la indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quinteros (Presidente), Bianchi y Zaldívar.
- - -


A continuación se transcribe literalmente el texto del proyecto aprobado en general por el Honorable Senado, y que vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización os propone aprobar en particular.
PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 1º de la ley Nº 18.291, que Reestructura y fija la planta y grados de Carabineros de Chile:


1) Auméntase la planta de Personal de Nombramiento Supremo del Escalafón de Oficiales de Orden y Seguridad, en los siguientes empleos y grados:

	N° de empleos
	
	Grados

	5
	Generales
	3

	16
	Coroneles
	5

	29
	Tenientes Coroneles
	7

	47
	Mayores
	8

	111
	Capitanes
	9

	165
	Tenientes
	11

	169
	Subtenientes
	12



2) Auméntase la planta de Personal de Nombramiento Supremo del Escalafón de Oficiales de Intendencia, en los siguientes empleos y grados:

	N° de empleos
	
	Grados

	1
	Generales
	3

	5
	Coroneles
	5

	2
	Tenientes Coroneles
	7

	5
	Mayores
	8

	32
	Capitanes
	9

	43
	Tenientes
	11

	70
	Subtenientes
	12



3) Auméntase la planta de Personal de Nombramiento Supremo del Escalafón de Oficiales de Justicia, en los siguientes empleos y grados:

	N° de empleos
	
	Grados

	2
	Coroneles
	5

	8
	Tenientes Coroneles
	7

	8
	Mayores
	8

	19
	Capitanes
	9

	46
	Tenientes
	11



4) Auméntase la planta de Personal de Nombramiento Institucional, Personal de Fila, Escalafón de Orden y Seguridad y los Servicios, en los siguientes empleos y grados:

	N° de empleos
	
	Grados

	268
	Suboficiales Mayores
	11

	420
	Suboficiales
	12

	644
	Sargentos 1os
	13

	960
	Sargentos 2os
	14

	1.268
	Cabos 1os
	15

	1.657
	Cabos 2os
	16



Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol y modifica diversos cuerpos legales:


1) En su artículo 3º:


a) Incorpórase el siguiente párrafo segundo a su letra b):


“En cumplimiento de esta facultad, el Ministerio solicitará a las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, al menos semestralmente, informes, antecedentes y estadísticas tendientes a materializar una evaluación de las medidas y programas adoptados por dichas Fuerzas para una eficaz, racional y eficiente mantención del orden público, tales como aquellos relativos a la distribución del personal; medidas para el control e investigación de delitos; los datos sobre la ocurrencia de delitos en los cuadrantes donde se aplique el plan respectivo junto con las acciones y medidas adoptadas a su respecto; nóminas de niños o niñas en situación de vulnerabilidad y los datos sobre las políticas y planes preventivos, de control e investigación de hechos delictivos, entre otros.”.


b) Reemplázase en su letra d) la frase “podrá requerir” por la siguiente: “requerirá, al menos semestralmente,”.


c) Incorpórase en su letra h), entre el vocablo “penal” y el punto aparte que le sigue, la siguiente frase: “, pudiendo solicitar a las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y a cualquier otro organismo público, informes sobre planes, medidas, distribución del personal o cualquier otra información que considere conducente y necesaria para dar cumplimiento a esta función”.


d) Agrégase en su letra j), entre el vocablo “policiales” y el punto aparte que le sigue, la siguiente frase: “, para lo cual fijará y aplicará modelos, sistemas y,o estrategias de evaluación de la gestión de las funciones, planes y programas de dichas instituciones, que contemplen la evaluación del cumplimiento de metas y parámetros, tales como un programa de distribución del personal que cumpla criterios básicos de descentralización y satisfacción de necesidades locales; transparencia activa y pasiva y eficiencia en el uso de recursos”.


2) En su artículo 9º, incorpóranse los siguientes incisos segundo y tercero:


“Le corresponderá, asimismo, el tratamiento de datos y procesamiento de la información que sea requerida para el cumplimiento de las facultades señaladas en el artículo 3º y, especialmente, aquellas relativas a la mantención del orden público. De igual manera, deberá dar cumplimiento a las funciones de evaluación y control que el artículo 3° confía al Ministerio del Interior y Seguridad Pública. Un reglamento precisará la forma, modalidades y alcance de la desagregación de la información y datos que en virtud de aquel precepto se solicite a las Fuerzas de Orden y Seguridad.


En cumplimiento de tales funciones, podrá celebrar acuerdos o convenios con instituciones públicas o privadas, especialmente con las municipalidades, que digan relación directa con la mantención del orden y seguridad pública a nivel local.”.


Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile:


1) En su artículo 3º:


a) Reemplázase en su inciso primero la frase “y la ley” por “y la legislación respectiva.”.


b) Intercálase un inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero, y así sucesivamente:


“En todo caso, y en cumplimiento de la función constitucional de garantizar el orden público y la seguridad pública interior, la distribución del personal y de los medios asociados al establecimiento de servicios policiales deberá ser informada en forma global, al menos semestralmente, al Ministerio del Interior y Seguridad Pública. Un reglamento fijará el alcance de la desagregación de la información relativa a la distribución antes referida.”.


2) Elimínase en el artículo 7º, inciso primero, la expresión “y”, entre la primera coma y la palabra “cuando”, e incorpórase después del vocablo “requieran” la frase “e informando semestralmente al Ministerio del Interior y Seguridad Pública”.

3) En su artículo 16, intercálase en su inciso primero, entre los vocablos “República” y “llamar” la frase “, informando al Ministerio del Interior y Seguridad Pública,”.


4) En su artículo 17, agrégase, después de la coma que sucede a la palabra “aptitudes”, la frase “el que se adaptará, a lo menos cada diez años, a las necesidades de seguridad pública interior y de mantención del orden público, como al cumplimiento de las demás funciones que le encomiendan la Constitución y la ley,”.


5) En su artículo 20, agrégase en su inciso segundo, después del vocablo “extranjeras”, una coma y la frase “informando semestralmente al Ministerio del Interior y Seguridad Pública”.


6) En su artículo 89, intercálase en su inciso primero, entre el vocablo “reservada” y el punto aparte que le sigue, la frase “al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a través de la Subsecretaría del Interior, sin perjuicio de las obligaciones de rendición e información existentes en otros cuerpos legales”.


Artículo 4°.- Agrégase la siguiente letra g) en el artículo 51 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1968, que establece el Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 412, de 1991, del Ministerio de Defensa Nacional:


“g) De Protección de Autoridades: El personal de fila de Orden y Seguridad que, siendo de dotación del Grupo Guardia de Palacio, del Grupo Escolta Presidencial, del Departamento Seguridad Presidencial y del Departamento Protección Personas Importantes (PPI), cumpla efectivamente servicios de conformidad con lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 3° de la ley N°18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile, podrá percibir una gratificación especial equivalente al 20 por ciento del sueldo base más la diferencia por goce de sueldos superiores.


El pago de la presente gratificación se materializará a través de un decreto anual del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, expedido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” y, además, suscrito por el Ministro de Hacienda, donde se establecerá la dotación y número de beneficiarios por cada una de las unidades señaladas en el inciso anterior.


La presente gratificación no será imponible, no se considerará para el cálculo de la asignación de zona, será compatible con los sobresueldos establecidos en las letras a), b) y e) del artículo 48°, e incompatible con las demás gratificaciones de este artículo.”.


Artículo 5°.- Establécese un bono de permanencia para los Oficiales de Fila de Nombramiento Supremo y para el personal de Fila de Nombramiento Institucional que, habiendo cumplido 20 años de servicios efectivos y con derecho a pensión de retiro, opte por continuar su carrera, a lo menos hasta cumplir los años efectivos indicados en los incisos que siguen.


Este bono lo pagará Carabineros de Chile al momento que el funcionario beneficiado perciba la primera pensión de retiro y consistirá en un número de meses de su remuneración imponible, con un tope de cinco meses, conforme a la regla siguiente:


- Retiro con 29 años efectivos: 2 meses.


- Retiro con 30 años efectivos: 3 meses.


- Retiro con 31 años efectivos o más: 5 meses.


El presente bono no se considerará remuneración para ningún efecto legal y, consecuentemente, no estará afecto a tributación ni a descuentos de seguridad social o de otra naturaleza.


El beneficio a que se refiere este artículo no se otorgará al personal de instituciones distintas de Carabineros de Chile, aun cuando le sea aplicable, directa o indirectamente, la legislación relativa a Carabineros de Chile.


Este bono es incompatible con aquellos previstos en los artículos 5° y 6° transitorios de la ley N°19.941 y 2° y 3° transitorios de la ley N°20.104.


Con todo, a contar de la fecha de publicación de la presente ley, los bonos señalados en el inciso anterior se pagarán con la percepción de la primera pensión de retiro.


Disposiciones Transitorias


Artículo primero.- El aumento de la Planta de Carabineros de Chile, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1º de esta ley, se materializará conforme al siguiente programa de aumentos anuales:

I.- PERSONAL DE NOMBRAMIENTO SUPREMO

A) OFICIALES DE FILA

1.- Escalafón de Orden y Seguridad

	Empleos
	Grados
	2015
	2016
	2017
	2018

	General
	3
	3
	2
	0
	0

	Coronel
	5
	4
	4
	4
	4

	Teniente Coronel
	7
	7
	7
	7
	8

	Mayor
	8
	11
	12
	12
	12

	Capitán
	9
	27
	28
	28
	28

	Teniente
	11
	41
	41
	42
	41

	Subteniente
	12
	40
	43
	43
	43


2.- Escalafón de Intendencia

	Empleos
	Grados
	2015
	2016
	2017
	2018

	General
	3
	1
	0
	0
	0

	Coronel
	5
	2
	1
	1
	1

	Teniente Coronel
	7
	1
	1
	0
	0

	Mayor
	8
	1
	2
	1
	1

	Capitán
	9
	8
	8
	8
	8

	Teniente
	11
	11
	11
	11
	10

	Subteniente
	12
	16
	17
	18
	19


B) OFICIALES DE LOS SERVICIOS

1.- Escalafón de Justicia

	Empleos
	Grados
	2015
	2016
	2017
	2018

	Coronel
	5
	1
	1
	0
	0

	Teniente Coronel
	7
	2
	2
	2
	2

	Mayor
	8
	2
	2
	2
	2

	Capitán
	9
	5
	5
	5
	4

	Teniente
	11
	11
	11
	12
	12


II.- PERSONAL DE NOMBRAMIENTO INSTITUCIONAL

A) PERSONAL DE FILA

1.- Escalafón de Orden y Seguridad 

	Empleos
	Grados
	2015
	2016
	2017
	2018

	Suboficiales Mayores
	11
	67
	67
	67
	67

	Suboficiales
	12
	105
	105
	105
	105

	Sargentos 1os
	13
	161
	161
	161
	161

	Sargentos 2os
	14
	240
	240
	240
	240

	Cabos 1os
	15
	317
	317
	317
	317

	Cabos 2os
	16
	414
	414
	414
	415



Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley se financiará con los recursos que se contemplen anualmente en el presupuesto de Carabineros de Chile.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 14 de octubre de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señora Ena Von Baer y señores Rabindranath Quinteros (Presidente), Carlos Bianchi y Andrés Zaldívar.


Sala de la Comisión, a 15 de octubre de 2014.

(Fdo.): Juan Pablo Durán G., Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE AUMENTA LAS PLANTAS DE PERSONAL DE CARABINEROS DE CHILE; MODIFICA LA LEY N° 20.502, QUE CREA EL MINISTERIO DEL INTERIOR Y SEGURIDAD PÚBLICA, Y LA LEY N° 18.961, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE CARABINEROS

(9.336-25)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora  Presidente de la República.

A la sesión en que la Comisión trató el proyecto asistieron, además de sus miembros, las siguientes personas:

Del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el Jefe División de Carabineros, señor Patricio Reyes; el Jefe del Departamento de Previsión y Decretos, señor Rodrigo Valencia; el asesor legislativo, señor Rodrigo González, y el asesor del Ministro, señor Rodrigo Medina.

De Carabineros de Chile, el Capitán de Carabineros (Guardia Congreso Nacional), señor Erich Anfossy, y la Mayor (J) de Carabineros (Enlace Institucional), señora Patricia Vásquez.

De la Dirección de Presupuestos, DIPRES, la abogada, señora Patricia Orellana.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor, señor Giovanni Semería.

Del Instituto Igualdad, la asesora, señorita Lía Arroyo.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el analista, señor Samuel Argüello.

La asesora del Honorable Senador Zaldívar, señorita Martina González.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO D ELEY

Aumentar gradualmente la planta de Personal de Carabineros de Orden y Seguridad, Intendencia y Justicia, durante los años 2015 a 2018; perfeccionar las funciones que en materia de orden y seguridad pública son de competencia del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, en su calidad de entidad coordinadora de las políticas e información que emanan de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública; establecer una gratificación especial para el personal que indica, y regular un bono de permanencia para los funcionarios de Carabineros de Chile.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL





La Comisión de Hacienda se remite, al efecto, a lo expresado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe.

- - -


Para los efectos del artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia que la Comisión de Hacienda no realizó enmiendas al texto despachado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe.

Se hace presente que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en dicho segundo informe, y sólo dice relación con el trámite cumplido ante la Comisión de Hacienda.

- - -


Previo a la discusión de los asuntos de competencia de la Comisión, el Jefe División de Carabineros del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Patricio Reyes, explicó que el proyecto de ley en estudio se inserta dentro de las 56 primeras medidas anunciadas por la señora Presidenta de la República al inicio de su mandato, y en conjunto con otras apunta al mejoramiento de los niveles de seguridad pública del país. Cuatro, desarrolló, son los aspectos fundamentales que aborda:


1) Aumenta, en un plazo de cuatro años a partir de 2015, la dotación de Carabineros de Chile en cerca de 6.000 nuevos efectivos, desglosados del siguiente modo: 542 Oficiales, 5.217 Suboficiales (que cumplen funciones operativas en terreno), 83 Oficiales de Justicia y 158 Oficiales de Intendencia.


Las dos últimas categorías, indicó, se explican por la necesidad de dar un adecuado soporte administrativo (jurídico, financiero, contable) a la mayor dotación de carabineros destinados a labores de orden y seguridad públicas. 


2) Otorga un Bono de Permanencia. Sabido es, señaló, que la carrera funcionaria de carabineros dura 30 años. En la práctica, sin embargo, ese período no se cumple, básicamente por dos razones: su calificación técnica, en primer lugar, que hace que sean altamente cotizados en el mercado privado para labores de seguridad en empresas mineras, por ejemplo; y por el incentivo de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile (DIPRECA) para pensionarse a los 20 años de servicio, en segundo término.


Habida cuenta de esta realidad, se propone un bono de dos remuneraciones para quienes cumplan 29 años de permanencia en la institución; de tres remuneraciones para quienes cumplan 30 años; y de cinco para quienes cumplan 31 o más años de servicio. El bono será pagado, por una sola vez, al momento del retiro del funcionario.


Puso de manifiesto que a diferencia de lo establecido en otras leyes, este bono de permanencia tendrá, valga la redundancia, el carácter de permanente. 


3) Establece una gratificación especial de protección de autoridades. Actualmente, los funcionarios destinados a la guardia presidencial del Palacio de la Moneda, al Departamento de Seguridad de Carabineros o a la protección de personas importantes, no cuentan con la asignación de riesgo que sí reciben los funcionarios adscritos a comisarías, lo que supone una remuneración un 20% inferior. Por el proyecto de ley, entonces, se subsana este desequilibrio.  


4) Perfecciona las facultades del Ministerio del Interior y Seguridad Pública respecto de su relación con Carabineros de Chile. La ley de dicha cartera, expuso, dejó bajo su cargo a las dos policías, anteriormente dependientes del Ministerio de Defensa, pero no explicitó los mecanismos de información que deben existir entre el Gobierno y Carabineros. Esto se corrige en esta oportunidad, pues se establece, por ejemplo, la obligación para Carabineros de informar la distribución de su personal a lo largo del país, los resultados de determinados programas en materia de seguridad y sus estrategias de evaluación.


En lo que compete al financiamiento del proyecto de ley, a su turno, el señor Reyes se remitió al detalle de los informes financieros elaborados por la Dirección de Presupuestos –de los que se da cuenta más adelante en el presente informe-.Supondrá un gasto total estimado en $91.496.719 miles por concepto de aumento de dotación, más $2.061.000 miles promedio anual por bono de permanencia y más $345.527 miles anuales por la gratificación especial que se crea.  


Ante una pregunta del Honorable Senador señor Lagos, además, expresó que la iniciativa en análisis debiera entrar en vigor el 1 de enero del año 2015, lo que implica que deben desde ya establecerse los mecanismos de selección pertinentes para la captación de uniformados que participen de los cursos que, a partir de dicha fecha, comenzarán a impartirse.


Finalmente, consignó que la dotación actual de Carabineros se encuentra por sobre los 53.000 funcionarios, de los cuales algo más de 5.000 corresponden a personal civil. De los 48.000 uniformados, 43.000 son de orden y seguridad.  


El Honorable Senador señor Montes comentó que no le parece adecuado que mientras se aumentan los recursos de Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones, se mantenga por otra parte congelado el aumento del presupuesto del Ministerio Público, que no logra dar abasto con la cantidad de causas que debe llevar adelante.


Observó, del mismo modo, que sin perjuicio de las mejoras que el proyecto de ley introduce en la dotación y recursos disponibles para la institución, debe exigirse de Carabineros un perfeccionamiento y actualización permanente de sus sistemas de evaluación y de metas de gestión. La realidad y los métodos delictivos que la fuerza pública debe afrontar evolucionan con una rapidez tal, que exigen pronta adecuación para una debida respuesta, cuestión para la que los aumentos de dotación de la planta por sí mismos no son suficientes.


El Honorable Senador señor Lagos preguntó si los diferentes aumentos experimentados por la planta de funcionarios de Carabineros han tenido correlato en los recursos que se destinan a la seguridad social o al servicio de salud que se presta a quienes forman parte de la institución.


El Honorable Senador señor Zaldívar coincidió con la necesidad de optimizar los procedimientos de Carabineros, de manera que la población perciba, en las distintas comunas, la presencia de la mayor dotación con que cuenta.


Recordó, asimismo, que con ocasión de la discusión general del proyecto de ley en la Sala del Senado, el Ejecutivo se comprometió a constituir una mesa de trabajo que aborde la cobertura y atención que presta DIPRECA a los funcionarios de Carabineros.


El Honorable Senador señor Coloma consultó si, como alguna vez se esbozó, se ha analizado la posibilidad de ampliar la duración de la carrera funcionaria de los carabineros.


El señor Reyes acotó que, justamente, el bono de permanencia va en la línea de la inquietud del Honorable Senador señor Coloma, pues gracias al incentivo permanente a que el personal continúe en la institución el efecto será el alargamiento de la carrera funcionaria. Cosa distinta, añadió, es la de modificar la planta de Carabineros de Chile, que si bien también se ha pensado, representa un costo de mediano y largo plazo superior. 



No se puede desconocer, agregó, que como DIPRECA en general provee previsión y salud de buena calidad y los funcionarios ven con buenos ojos retirarse antes de la institución para acceder a otra remuneración, la carrera se hace corta. Mediante el bono de permanencia, entonces, se espera que se extienda al menos hasta los 30 años, y que sean cada vez más los casos de funcionarios que, como ocurre hoy en día gracias a los bonos temporales de permanencia, llegan a desempeñarse en Carabineros incluso hasta por 35 años.


En promedio, se explayó, los funcionarios prestan servicios en la institución por 24 años de servicio (que se cuentan desde el ingreso a la Escuela de Formación Policial), incluyendo no sólo a quienes se retiran voluntariamente, sino también a quienes lo hace por problemas de salud o son desvinculados por razones disciplinarias. 


El Honorable Senador señor Zaldívar razonó que, quizás, sería más efectivo y atractivo, e incluso más económico, ofrecer un aumento de sueldo a los funcionarios para persuadirlos de permanecer en la institución más allá de un determinado número de años.


El Honorable Senador señor García hizo ver que el artículo 2° del proyecto de ley, que modifica la ley que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, incorpora en su número 1) un párrafo con antecedentes que dicha cartera podrá solicitar a las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, entre los que se encuentran las nóminas de niños o niñas en situación de vulnerabilidad. Preguntó de qué manera podría estar vinculado Carabineros a la obtención de esta específica información.


Observó, del mismo modo, que el artículo 5° de la iniciativa en estudio establece el bono de permanencia para los funcionarios que “…, habiendo cumplido 20 años de servicios efectivos y con derecho a pensión de retiro,…”. Consultó si el funcionario que ha cumplido 21, 22, 23 o más años de servicio se entenderá incorporado en el beneficio, como a su juicio sin duda debe ser, pues podría ocurrir que alguien interpretara que se limita a quienes cumplan 20 años de edad.


El señor Reyes aclaró que, inequívocamente, quienes cumplan más de 20 años de servicios efectivos y con derecho a pensión de retiro tendrán derecho al bono de permanencia. Así, por lo demás, ha operado en la práctica, porque para que los funcionarios de las Fuerzas Armadas y de Orden puedan acceder a los beneficios de DIPRECA y de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional (CAPREDENA), se les exige, precisamente, tener a lo menos 20 años de servicio.


El asesor legislativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo González, agregó que la redacción del artículo 5° a que hizo alusión el Honorable Senador señor García, es idéntica a la que se utilizó anteriormente para establecer los mismos beneficios con carácter transitorio. La interpretación que se le ha dado, a mayor abundamiento, ha sido uniforme.           


Respecto de los comentarios realizados por el Honorable Senador señor Montes, dio a conocer, en primer lugar, que en el mes de diciembre del presente año el Ejecutivo ingresará a tramitación un proyecto de ley de fortalecimiento del Ministerio Público, actualmente en proceso de redacción. Dicha iniciativa, en conjunto con otras de mejoramiento de la legislación terrorista o de control de armas, por ejemplo, se enmarcan dentro de las medidas impulsadas por el Gobierno para mejorar el dispositivo de seguridad pública y ciudadana.


En segundo término, consignó que los artículos 2° y 3° del proyecto de ley están orientados a permitir la creación de mecanismos de evaluación de la gestión, siendo el primer paso la construcción de un sistema de traspaso de información agregada entre las policías y el Ministerio del Interior y Seguridad Pública. Todo esto con miras no sólo a optimizar la prevención y persecución del delito, sino también a posibilitar una mejor gestión de Carabineros e Investigaciones.  


En el contenido de la información que se entregue, prosiguió, podrán efectivamente contemplarse nóminas de niños o niñas en situación de vulnerabilidad. Se trata de antecedentes ya previstos entre aquellos que pueden ser objeto de solicitud de información, al haber sido incluidos en las glosas de la ley de presupuestos del sector público, y que son ciertamente relevantes para la elaboración de políticas públicas de protección de la infancia. Carabineros, puntualizó, es la institución que maneja los datos generales sobre cantidad de niños que se encuentran en las calles y en qué comunas.


Finalmente, reiteró el compromiso del Ejecutivo, con especial participación de la Dirección de Presupuestos, para la constitución de una mesa de trabajo que aborde la situación de DIPRECA. 


 El Honorable Senador señor Montes indicó que mientras los carabineros ascienden a 53.000 funcionarios, la industria de la vigilancia civil moviliza a unos 180.000 trabajadores y unos US$2.000 millones anuales. Tal dato refleja un problema que debe ser enfrentado: si hay una serie de funciones que deben mantenerse privatizadas o, por el contrario, deben ser reasumidas por la fuerza pública. 


En lo concerniente a la información que las policías proveen, hizo ver que muchas veces resulta insuficiente para las acciones que el Ministerio del Interior y Seguridad Pública debe emprender, pues no existe un sistema cualitativo que permita el análisis de escenarios. En la práctica, advirtió, lo que ocurre es que la mayor y mejor información no se encuentra en poder del Ejecutivo ni de las policías, sino del Ministerio Público, y se verifica más o menos la siguiente dinámica: la Fiscalía, amparada en la ley, no entrega la información, a Carabineros e Investigaciones les cuesta hacerlo y, mientras tanto, el Gobierno lo único que quiere es tenerla. 


Otro tanto se puede decir sobre las metas de gestión. ¿Es correcto –preguntó- que el sistema premie las metas de comiso o las cantidades de detenidos por consumo de droga?; está el Plan Cuadrante de Carabineros, por otra parte, que muestra disímiles resultados a lo largo del país; o se anuncia el retorno de los Consejos Comunales de Seguridad Ciudadana, experiencia que ya se intentó años atrás. Hace falta, culminó, una discusión mucho más profunda y global sobre estas y otras inquietudes, que se haga cargo en definitiva de la creciente sensación de inseguridad que afecta a la ciudadanía.


El Honorable Senador señor Coloma reparó en que no obstante la larga aspiración de que los bonos sean imponibles, básicamente por los efectos que no hacerlo genera, el proyecto de ley dispone que el bono de permanencia no se considerará remuneración para ningún efecto legal y no estará afecto a tributación ni a descuentos de seguridad social.

DISCUSIÓN PARTICULAR

De conformidad con su competencia, la Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los artículos 1°; 2°, número 2); 4°; 5°; y artículos primero y segundo transitorios, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe, como corresponde de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 41 del Reglamento de la Corporación. 

A continuación se da cuenta de las señaladas disposiciones, así como de los acuerdos adoptados a su respecto:

Artículo 1°


Introduce, mediante cuatro numerales, las siguientes modificaciones en el artículo 1º de la ley Nº 18.291, que reestructura y fija la planta y grados de Carabineros de Chile:


1) Aumenta la planta de Personal de Nombramiento Supremo del Escalafón de Oficiales de Orden y Seguridad, en los siguientes empleos y grados:

	N° de empleos
	
	Grados

	5
	Generales
	3

	16
	Coroneles
	5

	29
	Tenientes Coroneles
	7

	47
	Mayores
	8

	111
	Capitanes
	9

	165
	Tenientes
	11

	169
	Subtenientes
	12



2) Aumenta la planta de Personal de Nombramiento Supremo del Escalafón de Oficiales de Intendencia, en los siguientes empleos y grados:

	N° de empleos
	
	Grados

	1
	Generales
	3

	5
	Coroneles
	5

	2
	Tenientes Coroneles
	7

	5
	Mayores
	8

	32
	Capitanes
	9

	43
	Tenientes
	11

	70
	Subtenientes
	12



3) Aumenta la planta de Personal de Nombramiento Supremo del Escalafón de Oficiales de Justicia, en los siguientes empleos y grados:

	N° de empleos
	
	Grados

	2
	Coroneles
	5

	8
	Tenientes Coroneles
	7

	8
	Mayores
	8

	19
	Capitanes
	9

	46
	Tenientes
	11



4) Aumenta la planta de Personal de Nombramiento Institucional, Personal de Fila, Escalafón de Orden y Seguridad y los Servicios, en los siguientes empleos y grados:

	N° de empleos
	
	Grados

	268
	Suboficiales Mayores
	11

	420
	Suboficiales
	12

	644
	Sargentos 1os
	13

	960
	Sargentos 2os
	14

	1.268
	Cabos 1os
	15

	1.657
	Cabos 2os
	16


Artículo 2°


Realiza enmiendas en la ley Nº 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol y modifica diversos cuerpos legales:

Número 2)


Incorpora los siguientes incisos segundo y tercero en el artículo 9° (que erige a la Subsecretaría del Interior como órgano de colaboración inmediata del Ministro en todas aquellas materias relativas a la seguridad pública interior, mantención del orden público, la coordinación territorial del gobierno y las demás tareas que aquél le encomiende):


“Le corresponderá, asimismo, el tratamiento de datos y procesamiento de la información que sea requerida para el cumplimiento de las facultades señaladas en el artículo 3º y, especialmente, aquellas relativas a la mantención del orden público. De igual manera, deberá dar cumplimiento a las funciones de evaluación y control que el artículo 3° confía al Ministerio del Interior y Seguridad Pública. Un reglamento precisará la forma, modalidades y alcance de la desagregación de la información y datos que en virtud de aquel precepto se solicite a las Fuerzas de Orden y Seguridad.


En cumplimiento de tales funciones, podrá celebrar acuerdos o convenios con instituciones públicas o privadas, especialmente con las municipalidades, que digan relación directa con la mantención del orden y seguridad pública a nivel local.”.

Artículo 4°


Agrega una letra g), nueva, en el artículo 51 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1968, que establece el Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 412, de 1991, del Ministerio de Defensa Nacional.


Dicho artículo establece el derecho del personal a percibir las gratificaciones especiales que se señalan. La letra g) propuesta incorpora una nueva:


“g) De Protección de Autoridades: El personal de fila de Orden y Seguridad que, siendo de dotación del Grupo Guardia de Palacio, del Grupo Escolta Presidencial, del Departamento Seguridad Presidencial y del Departamento Protección Personas Importantes (PPI), cumpla efectivamente servicios de conformidad con lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 3° de la ley N°18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile, podrá percibir una gratificación especial equivalente al 20 por ciento del sueldo base más la diferencia por goce de sueldos superiores.


El pago de la presente gratificación se materializará a través de un decreto anual del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, expedido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” y, además, suscrito por el Ministro de Hacienda, donde se establecerá la dotación y número de beneficiarios por cada una de las unidades señaladas en el inciso anterior.


La presente gratificación no será imponible, no se considerará para el cálculo de la asignación de zona, será compatible con los sobresueldos establecidos en las letras a), b) y e) del artículo 48°, e incompatible con las demás gratificaciones de este artículo.”.

Artículo 5°


Establece un bono de permanencia para los Oficiales de Fila de Nombramiento Supremo y para el personal de Fila de Nombramiento Institucional que, habiendo cumplido 20 años de servicios efectivos y con derecho a pensión de retiro, opte por continuar su carrera, a lo menos hasta cumplir los años efectivos indicados en los incisos que siguen.


El bono será pagado por Carabineros de Chile al momento que el funcionario beneficiado perciba la primera pensión de retiro, y consistirá en un número de meses de su remuneración imponible, con un tope de cinco meses, conforme a la regla siguiente:


- Retiro con 29 años efectivos: 2 meses.


- Retiro con 30 años efectivos: 3 meses.


- Retiro con 31 años efectivos o más: 5 meses.


El bono no se considerará remuneración para ningún efecto legal y, consecuentemente, no estará afecto a tributación ni a descuentos de seguridad social o de otra naturaleza. No se otorgará al personal de instituciones distintas de Carabineros de Chile, aun cuando le sea aplicable, directa o indirectamente, la legislación relativa a Carabineros de Chile.


Se precisa, asimismo, que el bono será incompatible con aquellos previstos en los artículos 5° y 6° transitorios de la ley N°19.941, y 2° y 3° transitorios de la ley N°20.104. Con todo, a contar de la fecha de publicación de la ley que el presente proyecto propone, dichos otros bonos se pagarán con la percepción de la primera pensión de retiro.


Puestos en votación los artículos 1°, 2°, número 2), 4° y 5° del proyecto de ley, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorable Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar. 


Disposiciones Transitorias

Artículo primero


Prescribe que el aumento de la Planta de Carabineros de Chile, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1º del proyecto de ley, se materializará conforme al siguiente programa de aumentos anuales:

I.- PERSONAL DE NOMBRAMIENTO SUPREMO

A) OFICIALES DE FILA

1.- Escalafón de Orden y Seguridad

	Empleos
	Grados
	2015
	2016
	2017
	2018

	General
	3
	3
	2
	0
	0

	Coronel
	5
	4
	4
	4
	4

	Teniente Coronel
	7
	7
	7
	7
	8

	Mayor
	8
	11
	12
	12
	12

	Capitán
	9
	27
	28
	28
	28

	Teniente
	11
	41
	41
	42
	41

	Subteniente
	12
	40
	43
	43
	43


2.- Escalafón de Intendencia

	Empleos
	Grados
	2015
	2016
	2017
	2018

	General
	3
	1
	0
	0
	0

	Coronel
	5
	2
	1
	1
	1

	Teniente Coronel
	7
	1
	1
	0
	0

	Mayor
	8
	1
	2
	1
	1

	Capitán
	9
	8
	8
	8
	8

	Teniente
	11
	11
	11
	11
	10

	Subteniente
	12
	16
	17
	18
	19


B) OFICIALES DE LOS SERVICIOS

1.- Escalafón de Justicia

	Empleos
	Grados
	2015
	2016
	2017
	2018

	Coronel
	5
	1
	1
	0
	0

	Teniente Coronel
	7
	2
	2
	2
	2

	Mayor
	8
	2
	2
	2
	2

	Capitán
	9
	5
	5
	5
	4

	Teniente
	11
	11
	11
	12
	12


II.- PERSONAL DE NOMBRAMIENTO INSTITUCIONAL

A) PERSONAL DE FILA

1.- Escalafón de Orden y Seguridad 

	Empleos
	Grados
	2015
	2016
	2017
	2018

	Suboficiales Mayores
	11
	67
	67
	67
	67

	Suboficiales
	12
	105
	105
	105
	105

	Sargentos 1os
	13
	161
	161
	161
	161

	Sargentos 2os
	14
	240
	240
	240
	240

	Cabos 1os
	15
	317
	317
	317
	317

	Cabos 2os
	16
	414
	414
	414
	415


Artículo segundo


Dispone que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la ley que el presente proyecto propone, sea financiado con los recursos que se contemplen anualmente en el presupuesto de Carabineros de Chile.


Puestos en votación los artículos primero y segundo transitorios del proyecto de ley, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorable Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar. 

- - -

INFORME FINANCIERO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 29 de abril de 2014, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

El proyecto de ley tiene como principal objetivo consolidar la labor operativa de Carabineros de Chile, privilegiando la presencia de efectivos policiales en las calles, especialmente, en los barrios y poblaciones que diariamente enfrentan problemas de violencia e inseguridad, mediante el incremento de personal que desempeña labores operativas y especializadas, dando cumplimiento a uno de los compromisos programáticos del Gobierno de aumentar 6.000 plazas en Carabineros de Chile.

En dicho contexto, el aumento de plazas se contempla en los distintos grados del Personal de Nombramiento Supremo, para Oficiales de Fila y Oficiales de los Servicios; y Personal de Nombramiento Institucional, procurando un adecuado desarrollo de la carrera funcionaria. Tales empleos se incrementarán anualmente, entre los años 2015 y 2018.

Adicionalmente, con el propósito de disminuir los retiros voluntarios de personal con experiencia policial y formación especializada, se incorpora un bono de permanencia para el Personal de Fila de Nombramiento Supremo (PNS) y de Nombramiento Institucional (PNI), que acrediten tener derecho a pensión (20 o 21 años de servicios efectivos), consistente en un determinado número de meses de su remuneración imponible, con un tope de 4 meses para el personal PNS cuando cumpla entre 31 y 33 años efectivos de servicio y de 3 meses para el personal PNI cuando cumpla entre 29 y 33 años efectivos de servicio.

II. Efecto del Proyecto sobre los Gastos Fiscales

El proyecto de ley irroga un mayor gasto fiscal conforme al siguiente flujo anual:

                                                                                                                                                                 Miles de $

	Denominación
	2015
	2016
	2017
	2018
	En Régimen

	Gasto en Personal
	19.879.702
	19.873.938
	19.713.226
	19.718.215
	79.185.081

	Vestuario y Equipo Operativo
	5.757.325
	5.767.180
	5.764.716
	5.766.252
	8.048.364

	Gasto de operación
	1.065.818
	1.065.818
	1.065.818
	1.065.818
	4.263.274

	Totales
	26.702.846
	26.706.936
	26.543.761
	26.550.285
	91.496.719


Consecuente con lo expuesto, el proyecto de ley irrogará en régimen un gasto de M$ 91.496.719. No obstante, por aplicación de la norma que concede el bono de permanencia, entre los años 2024-2028, se estima que el gasto en régimen se incrementará por dicho período en M$ 2.117.732.

El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de la presente ley, se financiará con cargo a los recursos que se asignen anualmente en el presupuesto de Carabineros de Chile.”.


Posteriormente, con fecha 10 de julio de 2014 la Dirección de Presupuestos emitió un Informe Financiero Complementario, que acompañó una indicación formulada por el Ejecutivo al proyecto de ley. Es del siguiente tenor:

“La presente indicación al proyecto de ley que aumenta las plantas del personal de Carabineros de Chile, además de introducir modificaciones al articulado de dicho proyecto, incorpora dos nuevos artículos:

El Artículo 4o, que modifica el Decreto con Fuerza de Ley N° 2, de 1968, creando una gratificación especial denominada "De protección de autoridades", consistente en el pago de un estipendio equivalente al 20% del sueldo base más la diferencia por goce de sueldo superior, que beneficiará al Personal de Orden y Seguridad que cumpla servicios efectivos de protección a las personas y residencia, de acuerdo con lo previsto en el artículo 3o, inciso quinto, de la ley N° 18.961 "Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile".

El Artículo 5o, que establece un bono para el personal de oficiales de Fila de Nombramiento Supremo y para el personal de Fila de Nombramiento Institucional, que habiendo cumplido 20 años de servicios efectivos y con derecho a pensión de retiro, opte por permanecer en la Institución a lo menos hasta cumplir los años de retiro que se estipula en el mismo artículo. El bono se hará efectivo al momento del retiro con 29, 30 o 31 y más años de servicios efectivos y consistirá en el pago de 2, 3 y 5 meses de sueldo imponible, respectivamente.

El mayor gasto de la indicación, adicional a lo informado en el IF N° 42, del 29.ABR.2014, se estima en $ 345.527 miles anuales a partir de la fecha de entrada en vigencia de la ley, producto de la gratificación creada en el artículo 4o.

Por otra parte, por aplicación de la norma que concede el bono de permanencia, se estima que el mayor gasto que generará el pago del citado bono ascenderá, como máximo, a $ 2.061.000 miles promedio anual.

Los mayores gastos antes señalados se financiarán con cargo a los recursos que se asignen anualmente en el presupuesto de Carabineros de Chile.”.

Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 17, inciso segundo, de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

De conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión de Hacienda propone la aprobación del proyecto de ley en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe, cuyo texto es el siguiente: 


PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 1º de la ley Nº 18.291, que Reestructura y fija la planta y grados de Carabineros de Chile:


1) Auméntase la planta de Personal de Nombramiento Supremo del Escalafón de Oficiales de Orden y Seguridad, en los siguientes empleos y grados:

	N° de empleos
	
	Grados

	5
	Generales
	3

	16
	Coroneles
	5

	29
	Tenientes Coroneles
	7

	47
	Mayores
	8

	111
	Capitanes
	9

	165
	Tenientes
	11

	169
	Subtenientes
	12



2) Auméntase la planta de Personal de Nombramiento Supremo del Escalafón de Oficiales de Intendencia, en los siguientes empleos y grados:

	N° de empleos
	
	Grados

	1
	Generales
	3

	5
	Coroneles
	5

	2
	Tenientes Coroneles
	7

	5
	Mayores
	8

	32
	Capitanes
	9

	43
	Tenientes
	11

	70
	Subtenientes
	12



3) Auméntase la planta de Personal de Nombramiento Supremo del Escalafón de Oficiales de Justicia, en los siguientes empleos y grados:

	N° de empleos
	
	Grados

	2
	Coroneles
	5

	8
	Tenientes Coroneles
	7

	8
	Mayores
	8

	19
	Capitanes
	9

	46
	Tenientes
	11



4) Auméntase la planta de Personal de Nombramiento Institucional, Personal de Fila, Escalafón de Orden y Seguridad y los Servicios, en los siguientes empleos y grados:

	N° de empleos
	
	Grados

	268
	Suboficiales Mayores
	11

	420
	Suboficiales
	12

	644
	Sargentos 1os
	13

	960
	Sargentos 2os
	14

	1.268
	Cabos 1os
	15

	1.657
	Cabos 2os
	16



Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol y modifica diversos cuerpos legales:


1) En su artículo 3º:


a) Incorpórase el siguiente párrafo segundo a su letra b):


“En cumplimiento de esta facultad, el Ministerio solicitará a las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, al menos semestralmente, informes, antecedentes y estadísticas tendientes a materializar una evaluación de las medidas y programas adoptados por dichas Fuerzas para una eficaz, racional y eficiente mantención del orden público, tales como aquellos relativos a la distribución del personal; medidas para el control e investigación de delitos; los datos sobre la ocurrencia de delitos en los cuadrantes donde se aplique el plan respectivo junto con las acciones y medidas adoptadas a su respecto; nóminas de niños o niñas en situación de vulnerabilidad y los datos sobre las políticas y planes preventivos, de control e investigación de hechos delictivos, entre otros.”.


b) Reemplázase en su letra d) la frase “podrá requerir” por la siguiente: “requerirá, al menos semestralmente,”.


c) Incorpórase en su letra h), entre el vocablo “penal” y el punto aparte que le sigue, la siguiente frase: “, pudiendo solicitar a las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y a cualquier otro organismo público, informes sobre planes, medidas, distribución del personal o cualquier otra información que considere conducente y necesaria para dar cumplimiento a esta función”.


d) Agrégase en su letra j), entre el vocablo “policiales” y el punto aparte que le sigue, la siguiente frase: “, para lo cual fijará y aplicará modelos, sistemas y,o estrategias de evaluación de la gestión de las funciones, planes y programas de dichas instituciones, que contemplen la evaluación del cumplimiento de metas y parámetros, tales como un programa de distribución del personal que cumpla criterios básicos de descentralización y satisfacción de necesidades locales; transparencia activa y pasiva y eficiencia en el uso de recursos”.


2) En su artículo 9º, incorpóranse los siguientes incisos segundo y tercero:


“Le corresponderá, asimismo, el tratamiento de datos y procesamiento de la información que sea requerida para el cumplimiento de las facultades señaladas en el artículo 3º y, especialmente, aquellas relativas a la mantención del orden público. De igual manera, deberá dar cumplimiento a las funciones de evaluación y control que el artículo 3° confía al Ministerio del Interior y Seguridad Pública. Un reglamento precisará la forma, modalidades y alcance de la desagregación de la información y datos que en virtud de aquel precepto se solicite a las Fuerzas de Orden y Seguridad.


En cumplimiento de tales funciones, podrá celebrar acuerdos o convenios con instituciones públicas o privadas, especialmente con las municipalidades, que digan relación directa con la mantención del orden y seguridad pública a nivel local.”.


Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile:


1) En su artículo 3º:


a) Reemplázase en su inciso primero la frase “y la ley” por “y la legislación respectiva.”.


b) Intercálase un inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero, y así sucesivamente:


“En todo caso, y en cumplimiento de la función constitucional de garantizar el orden público y la seguridad pública interior, la distribución del personal y de los medios asociados al establecimiento de servicios policiales deberá ser informada en forma global, al menos semestralmente, al Ministerio del Interior y Seguridad Pública. Un reglamento fijará el alcance de la desagregación de la información relativa a la distribución antes referida.”.


2) Elimínase en el artículo 7º, inciso primero, la expresión “y”, entre la primera coma y la palabra “cuando”, e incorpórase después del vocablo “requieran” la frase “e informando semestralmente al Ministerio del Interior y Seguridad Pública”.


3) En su artículo 16, intercálase en su inciso primero, entre los vocablos “República” y “llamar” la frase “, informando al Ministerio del Interior y Seguridad Pública,”.


4) En su artículo 17, agrégase, después de la coma que sucede a la palabra “aptitudes”, la frase “el que se adaptará, a lo menos cada diez años, a las necesidades de seguridad pública interior y de mantención del orden público, como al cumplimiento de las demás funciones que le encomiendan la Constitución y la ley,”.


5) En su artículo 20, agrégase en su inciso segundo, después del vocablo “extranjeras”, una coma y la frase “informando semestralmente al Ministerio del Interior y Seguridad Pública”.


6) En su artículo 89, intercálase en su inciso primero, entre el vocablo “reservada” y el punto aparte que le sigue, la frase “al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a través de la Subsecretaría del Interior, sin perjuicio de las obligaciones de rendición e información existentes en otros cuerpos legales”.


Artículo 4°.- Agrégase la siguiente letra g) en el artículo 51 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1968, que establece el Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 412, de 1991, del Ministerio de Defensa Nacional:


“g) De Protección de Autoridades: El personal de fila de Orden y Seguridad que, siendo de dotación del Grupo Guardia de Palacio, del Grupo Escolta Presidencial, del Departamento Seguridad Presidencial y del Departamento Protección Personas Importantes (PPI), cumpla efectivamente servicios de conformidad con lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 3° de la ley N°18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile, podrá percibir una gratificación especial equivalente al 20 por ciento del sueldo base más la diferencia por goce de sueldos superiores.


El pago de la presente gratificación se materializará a través de un decreto anual del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, expedido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” y, además, suscrito por el Ministro de Hacienda, donde se establecerá la dotación y número de beneficiarios por cada una de las unidades señaladas en el inciso anterior.


La presente gratificación no será imponible, no se considerará para el cálculo de la asignación de zona, será compatible con los sobresueldos establecidos en las letras a), b) y e) del artículo 48°, e incompatible con las demás gratificaciones de este artículo.”.


Artículo 5°.- Establécese un bono de permanencia para los Oficiales de Fila de Nombramiento Supremo y para el personal de Fila de Nombramiento Institucional que, habiendo cumplido 20 años de servicios efectivos y con derecho a pensión de retiro, opte por continuar su carrera, a lo menos hasta cumplir los años efectivos indicados en los incisos que siguen.


Este bono lo pagará Carabineros de Chile al momento que el funcionario beneficiado perciba la primera pensión de retiro y consistirá en un número de meses de su remuneración imponible, con un tope de cinco meses, conforme a la regla siguiente:


- Retiro con 29 años efectivos: 2 meses.


- Retiro con 30 años efectivos: 3 meses.


- Retiro con 31 años efectivos o más: 5 meses.


El presente bono no se considerará remuneración para ningún efecto legal y, consecuentemente, no estará afecto a tributación ni a descuentos de seguridad social o de otra naturaleza.


El beneficio a que se refiere este artículo no se otorgará al personal de instituciones distintas de Carabineros de Chile, aun cuando le sea aplicable, directa o indirectamente, la legislación relativa a Carabineros de Chile.


Este bono es incompatible con aquellos previstos en los artículos 5° y 6° transitorios de la ley N°19.941 y 2° y 3° transitorios de la ley N°20.104.


Con todo, a contar de la fecha de publicación de la presente ley, los bonos señalados en el inciso anterior se pagarán con la percepción de la primera pensión de retiro.


Disposiciones Transitorias


Artículo primero.- El aumento de la Planta de Carabineros de Chile, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1º de esta ley, se materializará conforme al siguiente programa de aumentos anuales:

I.- PERSONAL DE NOMBRAMIENTO SUPREMO

A) OFICIALES DE FILA

1.- Escalafón de Orden y Seguridad

	Empleos
	Grados
	2015
	2016
	2017
	2018

	General
	3
	3
	2
	0
	0

	Coronel
	5
	4
	4
	4
	4

	Teniente Coronel
	7
	7
	7
	7
	8

	Mayor
	8
	11
	12
	12
	12

	Capitán
	9
	27
	28
	28
	28

	Teniente
	11
	41
	41
	42
	41

	Subteniente
	12
	40
	43
	43
	43


2.- Escalafón de Intendencia

	Empleos
	Grados
	2015
	2016
	2017
	2018

	General
	3
	1
	0
	0
	0

	Coronel
	5
	2
	1
	1
	1

	Teniente Coronel
	7
	1
	1
	0
	0

	Mayor
	8
	1
	2
	1
	1

	Capitán
	9
	8
	8
	8
	8

	Teniente
	11
	11
	11
	11
	10

	Subteniente
	12
	16
	17
	18
	19


B) OFICIALES DE LOS SERVICIOS

1.- Escalafón de Justicia

	Empleos
	Grados
	2015
	2016
	2017
	2018

	Coronel
	5
	1
	1
	0
	0

	Teniente Coronel
	7
	2
	2
	2
	2

	Mayor
	8
	2
	2
	2
	2

	Capitán
	9
	5
	5
	5
	4

	Teniente
	11
	11
	11
	12
	12


II.- PERSONAL DE NOMBRAMIENTO INSTITUCIONAL

A) PERSONAL DE FILA

1.- Escalafón de Orden y Seguridad 

	Empleos
	Grados
	2015
	2016
	2017
	2018

	Suboficiales Mayores
	11
	67
	67
	67
	67

	Suboficiales
	12
	105
	105
	105
	105

	Sargentos 1os
	13
	161
	161
	161
	161

	Sargentos 2os
	14
	240
	240
	240
	240

	Cabos 1os
	15
	317
	317
	317
	317

	Cabos 2os
	16
	414
	414
	414
	415



Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley se financiará con los recursos que se contemplen anualmente en el presupuesto de Carabineros de Chile.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 21 de octubre de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ricardo Lagos Weber (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Carlos Montes Cisternas y Andrés Zaldívar Larraín.


Sala de la Comisión, a 21 de octubre de 2014.
(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión. 

� Ley de Propiedad Intelectual.


� Establece normas sobre los derechos morales y patrimoniales de los intérpretes de las ejecuciones artísticas fijadas en formato audiovisual.


� El citado capítulo se refiere al contrato de los trabajadores de artes y espectáculos.
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